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1. Dimensión de las capacidades 
diferentes en la población mundial 
 
Hacia el año 1600 la Tierra había al-
canzado los quinientos millones de 
habitantes. A partir de ese momento 
se produjo una explosión demográfica 
y la población comenzó a duplicarse 
cada doscientos años. “En 1800, dos 
años después de la publicación del 
‘Primer Ensayo sobre el Principio de 
la Población’ de T.R. Malthus1, se 
alcanzan los novecientos millones de 
habitantes” (Martínez Coll, 2001). El 
ritmo se siguió acelerando y, en 1900, 
se alcanzaron los mil seiscientos mi-
llones, en 1960 los tres mil millones y 
en 1999 se superaron los 6.000 mi-
llones.2 
                                                 
1 Economista británico de la escuela clásica, 
discípulo de Adam Smith. Estudió en Cam-
bridge donde se graduó en matemáticas y se 
ordenó religiosamente como pastor de la 
Iglesia Anglicana. En 1805 fue nombrado 
profesor de historia moderna y economía 
política del East India College, con lo que, de 
hecho, fue el primer profesor de economía 
política de la historia. El pesimismo de la 
escuela clásica queda expresado claramente 
por Malthus. La población y la riqueza pue-
den crecer, pero hay un límite, alcanzado el 
cual, se llegará a un estado estacionario en 
el que la vida será miserable, mera supervi-
vencia. 
2 Martínez Coll, Juan Carlos (2001): "Evolu-
ción de la población mundial" en La Econo-

 

 

 

 

 

 

 

 
 
 
 
Complementariamente a este incre-
mento poblacional se ha constatado 
otro fenómeno: las tasas de fecundi-
dad y de crecimiento son más eleva-
das en los países más pobres. En 
este sentido, es muy probable que los 
países menos desarrollados tripliquen 
su población para el año 2050, pues 
pasarían de 600 millones en 1995 a 
1.800 millones.3  
 
En cuanto a la población con capaci-
dades diferentes, en la actualidad 

                                                                     
mía de Mercado, virtudes e inconvenien-
tes http://www.eumed.net/cursecon/2/evoluci
on.htm. 
3 El Estado de la Población Mundial-FNUP, 
2002 
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también puede constatarse un creci-
miento altamente significativo. Según 
el Programa de Acción Mundial para 
los Impedidos de las Naciones Uni-
das (2001)4,  se estima que existen 
cerca de 500 millones de personas 
con algún tipo de capacidad diferente 
en el planeta. Este dato implicaría 
que, aproximadamente, una de cada 
diez personas tiene alguna deficien-
cia física, mental o sensorial. 
 
Las causas que originan las capaci-
dades diferentes son variables y re-
sultan de las diversas circunstancias 
socioeconómicas de cada región y 
Estado, así como de las respuestas 
que estos últimos ensayan y adoptan 
para lograr el bienestar de sus ciuda-
danos.  
 
De aquella cifra de 500 millones de 
personas con capacidades diferentes, 
se estima que por lo menos 350 mi-
llones viven en los países más pobres 
que carecen de servicios apropiados 
y suficientes para ayudarlas a superar 
sus limitaciones e integrarse plena-
mente a la sociedad. Estas personas 
están expuestas a diversas barreras 
físicas, culturales y sociales que obs-
taculizan sus vidas, aún en aquellos 
casos en los que existen recursos 
para la rehabilitación.  

2.  La situación de la infancia y la 
adolescencia en América Latina y 
el Caribe  
 
En la actualidad habitan en América 
Latina y el Caribe más de 190 millo-
nes de niños, niñas y adolescentes, 

                                                 
4 Fuente: 
http:/ /www.un.org/esa/socdev/enable/diswps
02.htm  
 

cifra que representa casi el 40% de la 
población total (475 millones). A ini-
cios del presente Siglo XXI, más de la 
mitad de los niños y adolescentes se 
ven afectados por múltiples depriva-
ciones como resultado de la pobreza 
crítica que vive la región, estado que 
los expone a situaciones agravantes 
de riesgo, vulnerabilidad y vulnera-
ción de los derechos que les han sido 
consagrados en la Convención sobre 
los Derechos del Niño.  
 
De hecho, según las estimaciones de 
la CEPAL y UNICEF, entre 1990 y 
1999, el total de niños y adolescentes 
que viven por debajo de la línea de 
pobreza aumentó de 110 a 114 millo-
nes. Por otro lado, la pobreza aumen-
tó más en aquellos hogares con ma-
yor presencia de niños, niñas y ado-
lescentes que en aquellos con mayor 
presencia de adultos. El resultado de 
ello, es la alarmante tendencia hacia 
la “infantilización” de la pobreza.  
 
A pesar de los avances constatados 
en la década de la Cumbre Mundial 
de la Infancia (1990-2000), en áreas 
como la mortalidad infantil, la elimina-
ción de algunas enfermedades como 
la polio, la reducción casi total del 
tétanos neonatal y el incremento casi 
universal de la matrícula de educa-
ción primara, la situación que vive la 
mayoría de las personas menores de 
18 años atenta, de manera evidente, 
contra sus derechos fundamentales. 
 
Si bien todos los países de la Región 
han ratificado la Convención sobre 
los Derechos del Niño y muchos han 
ajustado su legislación nacional a sus 
principios y mandatos, las reformas 
legislativas e institucionales naciona-
les se encuentran en proceso, gene-
rando estados de situación diversos y 



 

heterogéneos. La exigencia hoy en 
día, es la de reformular las políticas 
públicas, con un enfoque de dere-
chos, que sea garantista, de protec-
ción integral y de restitución. 
 
Pero la planificación de Políticas 
Públicas para la Niñez y la 
Adolescencia en América Latina  y el 
Caribe, debe contextualizarse en una 
región que enfrenta, una vez más, a 
una crisis social y económica de difícil 
pronóstico.  
 
Uno de los impactos que se prevén 
en el corto plazo, es el de la dificultad 
que deberán enfrentar los niños, ni-
ñas y adolescentes de la región para 
acceder a la estructura de oportuni-
dades que ofrece el Estado, el mer-
cado y la sociedad5. 
La exclusión de los beneficios socia-
les, económicos y culturales del desa-
rrollo, así como la inmovilidad social, 
tienen profundas implicaciones políti-
cas, ya que contradicen los funda-

                                                 
5 El cumplimiento de los derechos de la infancia y 
la adolescencia implica que ellos tengan igualdad 
de oportunidades “sin distinción alguna, indepen-
dientemente de la raza, el color, el sexo, el idioma, 
la religión, la opinión política o de otra índole, el 
origen nacional, étnico o social, la posición eco-
nómica, los impedimentos físicos, mentales y 
sensoriales, el nacimiento o cualquier otra condi-
ción en la que se encuentren ellos, sus padres o 
representantes legales” (Art. 2 de la Convención 
sobre los Derechos del Niño). Impulsar políticas 
jurídicas de protección a la identidad del niño, niña 
y adolescentes que incluyan todos los aspectos 
relacionados con su nombre, nacionalidad, su 
pertenencia familiar, y conservar sus raíces étnico-
culturales. 
 
Las Políticas deberán promover todas las medidas 
apropiadas para garantizar que la niñez y adoles-
cencia tengan las oportunidades de desarrollo 
para su autorrealización y sean protegidos contra 
toda forma de marginación y exclusión social o 
castigo por causa de la condición económica, 
social, cultural y política en la cual ellos y su fami-
lia se encuentren. 
 

mentos esenciales de la democracia, 
como lo son la participación, la equi-
dad y la justicia social.6 
 
El informe titulado “Construir Equidad 
desde la Infancia y la Adolescencia 
en Iberoamérica”, elaborado por 
CEPAL y UNICEF señala que los 
niños y niñas menores de 6 años que 
viven en hogares pobres - el grupo 
más vulnerable - suman alrededor de 
36 millones en los 19 países 
latinoamericanos estudiados. Al 
mismo tiempo, la franja etárea de 
niños pobres entre 6 y 12 años 
aumentó de 41.6 a 43.7 millones en 
el período 1990-1999. Entre los 
adolescentes, la incidencia de 
pobreza se mantuvo bastante 
constante en el mismo período, pero 
la creciente gravitación de este grupo 
poblacional en la población regional 
general, hizo que la cantidad de ellos 
aumentara de 31.5 a 34.8 millones. 
 
Las consecuencias debidas al 
deterioro en los niveles de ingreso en 
la región, son trascendentes sobre la 
familia y, en particular, sobre los niños. 
Entre otras, se constatan mala 
alimentación, desnutrición, 
analfabetismo, carencias de vivienda, 
hacinamiento, maltrato y 
enfermedades (muchas de ellas 
teóricamente evitables), así como 
índices elevados de mortalidad (7 
veces mas alta que la de U.S.A. y 
Canadá). 
 
Asimismo, la estabilidad de la 
estructura familiar, en su forma 
tradicional, se vio seriamente 
cuestionada en las últimas décadas 
                                                 
6 Pilotti, Francisco (1994). Crisis y perspectivas del 
Sistema de Bienestar Infantil en América Latina 
en: Infancia en riesgo social y políticas sociales en 
Chile". IIN. Montevideo, p. 15. 



 

debido a la impostergable necesidad 
de la mayoría de sus integrantes de 
salir a buscar sustento en ese campo 
laboral frustrante e insuficiente. 
 
Como ya se mencionó, el crecimiento 
demográfico excesivo, más que nada 
en las clases pobres, se ve agravado 
por la profundización de la brecha 
entre las clases sociales, con la 
consecuente debilitación progresiva de 
las clases medias. En este escenario 
se agregan otros fenómenos como: 
  
 - Concentración de la población 
en las áreas urbanas, con un 
incremento significativo de los 
cinturones urbano-marginales. En las 
urbes se asienta el 70% de la 
población latinoamericana debido a las 
migraciones internas desde las zonas 
rurales de producción.  
 

- El 57% de los pobres viven 
en los cinturones marginales 
de las ciudades. 

 
- Aumento en los índices de 

violencia y delincuencia.    
Por otro lado, los procesos de 
Modernización del Estado que tuvieron 
especial auge en la década de los 90 
en América Latina, acarrearon una 
serie de consecuencias que 
impactaron directa e indirectamente 
sobre la niñez, la adolescencia y la 
familia. La reducción del aparato 
estatal y la transferencia del eje de la 
economía hacia el sector privado tuvo 
y tiene, en muchos casos y al menos 
en el corto plazo, un importante costo 
social. Entre ellos, el aumento de la 
desocupación, la reducción de los 
beneficios sociales y el deterioro de la 

calidad de vida de muchos grupos 
poblacionales (Forselledo, 2000)7. 
 
En el mismo sentido, la disminución 
en la acumulación de capital físico, 
humano y social, fundamentalmente 
en el seno de la familia, es otro factor 
que incidirá en la condición futura de 
la niñez. Siguiendo el Informe sobre 
el “Panorama Social de América Lati-
na 1999-2000” de la CEPAL,  
 
“Con el fin de analizar los principales 
factores determinantes de las oportu-
nidades de bienestar durante la in-
fancia, se consideraron las condicio-
nes de riesgo que enfrentan los me-
nores de seis años de edad, sobre 
todo la proporción de niños y niñas 
cuya madre tiene bajo nivel educa-
cional, pues es ella quien realiza 
buena parte del cuidado y socializa-
ción de los niños en la etapa preesco-
lar. De hecho, la instrucción de la 
madre, como lo han demostrado di-
versos estudios, es el factor socioe-
conómico más directamente asociado 
a la mortalidad y morbilidad de los 
menores. Los antecedentes prove-
nientes de las encuestas de hogares 
señalan que no obstante la mejora de 
los niveles educacionales de la po-
blación latinoamericana —aumento 
de la cobertura de la educación se-
cundaria y elevación del promedio de 
años estudio, especialmente de las 
mujeres—, hacia fines de los años 
noventa, en 10 de 16 países el por-
centaje de niños urbanos en edad 
preescolar, cuya madre no completó 
la educación primaria, varía entre 
40% y 50%, y en los seis restantes 
ese porcentaje fluctúa entre 13% y 

                                                 
7 Forselledo, A.G. “Introducción a las Políticas 
Públicas para la Prevención del Uso Indebido de 
Drogas” IIN/OEA, Montevideo, 2000 



 

18%. En las zonas rurales de 6 de 10 
países analizados este porcentaje se 
sitúa entre 65% y 85%, y en los cua-
tro países restantes, entre 30% y 
40%.  

 
En la mayoría de los países de la re-
gión una proporción muy alta de los 
menores que integran la nueva gene-
ración ingresará al ciclo primario e 
iniciará la acumulación de capital 
educativo con claras desventajas en 
comparación con las mayores opor-
tunidades de los niños provenientes 
de hogares con un mejor clima edu-
cacional”.8 
 
Parecería, pues, prioritario, prestar 
especial atención en materia de 
inversión social y protección de los 
sectores más carenciados - en 
particular en relación a la situación de 
la mujer y de la infancia - ya que, son 
estos sectores quienes sufren el mayor 
impacto de las reformas en materia de 
salud, educación y todos aquellos 
problemas que vulneran sus derechos 
humanos. 
 
Es dable reconocer que, dados los 
esfuerzos continuados en el área 
educativa, algunos países han alcan-
zado  niveles universales de alfabeti-
zación y de matriculación primaria, 
así como avances significativos en la 
matrícula de secundaria. En cambio, 
otros presentan niveles universales 
en primaria, pero marginales en se-
cundaria. Un último grupo de países 
no ha logrado todavía universalizar su 
educación primaria. Finalmente, el 
rango de variación de la riqueza de 
los países analizados es extremada-
                                                 
8 Comisión Económica para América Latina y el Caribe 
(CEPAL).  “Oportunidades de bienestar en la infancia y 
adolescencia” En Panorama Social de América Latina 
1999-2000. 

mente amplio, abarcando desde un 
PBI per cápita de 7500 dólares en 
algunos de ellos a menos de 500 dó-
lares en otros (Kaztman, 2001). 
 
Lamentablemente los niveles de des-
igualdad de ingresos entre los más 
ricos y los más pobres y entre las ge-
neraciones, genera un fenómeno de 
segmentación social que concentra 
desproporcionadamente la pobreza 
en la infancia y la adolescencia. Este 
fenómeno no hace más que consoli-
dar dicha segmentación social y la 
reproducción intergeneracional de la 
pobreza. Más allá de las diferencias 
demográficas, se podría plantear co-
mo un rasgo común de la región, que 
la pobreza infantil y adolescente re-
sulta superior a la pobreza en los 
otros tramos etáreos.  
 
Algo más sobre las inequidades  
 
Mientras en los mercados de divisas 
del mundo se intercambian cada día 
1,5 billones de dólares, más de 1.200 
millones de personas viven en todo el 
mundo con menos de 1 dólar diario; y 
de ellas, más de 600 millones son 
niños. 
  
Si bien cada año a partir de 1990 el 
ingreso medio per cápita ha aumen-
tado en 40 países en más del 3% 
anual, en 55 países se ha producido 
en el mismo período una declinación 
y más de 80 países del mundo tienen 
ahora ingresos per cápita menores 
que los que tenían hace un decenio.  
 
Si se comparan los extremos de la 
distribución del ingreso en el mundo, 
la quinta parte más rica de la pobla-
ción disfruta de una porción del ingre-
so mundial 74 veces superior a la 



 

correspondiente a la quinta parte más 
pobre. 
  
Según se estima, solamente un 12% 
de las personas que viven en los paí-
ses más ricos del mundo están afec-
tadas por la pobreza y, aún así, viven 
en condiciones comparativamente 
mejores que la de los pobres de los 
países en desarrollo.9 
 
Por tanto, y pese a los adelantos lo-
grados respecto de muchas de las 
metas fijadas en 1990 en la Cumbre 
Mundial en favor de la Infancia, éste 
ha sido un decenio de hostilidades no 
declaradas contra las mujeres, los 
adolescentes y los niños, dado que la 
pobreza, los conflictos, la crónica in-
estabilidad social y las enfermedades 
susceptibles de prevención como el 
VIH/SIDA, amenazan sus derechos 
humanos y sabotean su desarrollo. 

 
3. Las capacidades diferentes en 
los países pobres  
 
Se calcula que cerca del 80% del to-
tal de las personas con capacidades 
diferentes vive en las zonas rurales 
de los países pobres. En algunos ca-
sos, se estima que el 20% de la po-
blación rural presenta algún tipo de 
capacidad diferente. Si a estas per-
sonas se suman sus familias y 
parientes, entonces la población que 
vive los efectos (mayormente adver-
sos) de las capacidades diferentes, 
se aproxima al 50% del total de la 
población rural. El problema se agu-
diza porque frecuentemente las ca-
pacidades diferentes no se descubren 
o se detectan a destiempo (cuando 
ya son irreversibles).  

                                                 
9 UNICEF, PNUD: Informe sobre Desarrollo 
Humano 1999. 

 
Si bien la correlación entre capacidad 
diferente y pobreza ha sido compro-
bada, esta parece dirigirse en ambos 
sentidos. Esto significa que, por un 
lado, las familias pobres tienen mayor 
incidencia de niños y niñas con capa-
cidades diferentes y, por otro lado,  
las presencia de un niño o niña con 
capacidad diferente tiende a limitar 
los recursos familiares – y aún a em-
pobrecer la familia - dados los costos 
que tiene la atención. Por otra parte, 
esta situación suele tener un fuerte 
impacto moral, lo que tiende a depri-
mir aún más los activos físicos, 
humanos y sociales de la familia. 
Como consecuencia, el número abso-
luto de familias pobres con personas 
con capacidades diferentes aumenta 
continuamente en la región.  
 
4. Inconsistencia de la Información 
en la región de América Latina y el 
Caribe 
 
Como puede observarse en la tabla 
siguiente, los datos recopilados por el 
Banco Interamericano de Desarrollo 
(BID) revelan que, al menos, los ins-
trumentos de recolección de datos 
sobre el porcentaje de personas con 
capacidades diferentes en la pobla-
ción general adolecen de dificultades 
para captar la realidad. 
 
Esta afirmación se sustenta en la dis-
paridad existente entre la información 
que los países considerados presen-
tan respecto de ese 10% estimado 
para las capacidades diferentes en la 
población general. Por otro lado, co-
mo se mencionó anteriormente, una 
parte importante de la población 
mundial de personas con capacida-
des diferentes se concentra en países 



 

pobres, como lo son los de América 
Latina y el Caribe. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
De los 475 millones de habitantes 
que se estiman en la región, si la pro-
porción de personas con capacidades 
diferentes se mantuviera en el entor-
no del 10%, entonces aproximada-
mente 47 millones de personas pre-
sentarían algún tipo de discapacidad. 
Siguiendo el mismo razonamiento, se 
podría decir que de los 190 millones 
de niños y adolescentes que habitan 
América Latina y el Caribe, aproxi-
madamente 19 millones serían niños 
y adolescentes con capacidades dife-
rentes y, de ellos, al menos 11 millo-
nes serían pobres. 
 
 
 
 
 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Al drama de la pobreza que vive gran 
parte de la población y, dentro de és-
ta, la que presenta capacidades dife-
rentes, se agregan factores como el 
déficit en los servicios de atención 
especializada. Se calcula que sola-
mente el 2% de las personas con ca-
pacidades diferentes que viven en la 
región, puede obtener algún tipo de 
atención especializada, sin que, ne-
cesariamente, dicha atención sea de 
carácter público.  Por otro lado, los 
instrumentos de detección temprana 
son insuficientes y los recursos mate-
riales y humanos para prevenir y tra-
tar oportunamente a los niños y niñas 
con capacidades diferentes son es-
casos o poco calificados.   
 
 

F u e n te : B a n c o  In te ra m e r ic a n o  d e  D e s a r ro llo   p a ra  to d o s  lo s  p a ís e s  m e n o s  H o n d u ra s . 
*  In s t itu to  N a c io n a l d e  E s ta d ís t ic a s  d e  H o n d u ra s

PAIS

FRECUENCIA 
(%del total de 
la población) FUENTE

BRASIL 0.9 Censo de 1991

CHILE 4.3 Encuesta de Caracterización Socioeconómica Nacional 1993 

COLOMBIA 1.2 Departamento Nacional de Estadística 1993 

COSTA RICA 9.32 Instituto Nacional de Estadística 1998 

ECUADOR 13.2 Instituto Nacional de Estadística 1996 

EL SALVADOR 1.6 Directorio Nacional de Estadística 1992 

HONDURAS 2.6 XXVI Encuesta Permanente de Hogares. 2002 *

MEXICO 2.3 Instituto Nacional de Estadística 2000 

NICARAGUA 12.3 Reporte Técnico sobre Discapacidad en A.L. 1995 

PARAGUAY 1 Censo Nacional de Población y Vivienda 1992 

PERÚ 13.1 IX Censo Nacional de Población y Vivienda 1992 

URUGUAY 16.2 Encuesta 1992 

PAIS

FRECUENCIA 
(%del total de 
la población) FUENTE

BRASIL 0.9 Censo de 1991

CHILE 4.3 Encuesta de Caracterización Socioeconómica Nacional 1993 

COLOMBIA 1.2 Departamento Nacional de Estadística 1993 

COSTA RICA 9.32 Instituto Nacional de Estadística 1998 

ECUADOR 13.2 Instituto Nacional de Estadística 1996 

EL SALVADOR 1.6 Directorio Nacional de Estadística 1992 

HONDURAS 2.6 XXVI Encuesta Permanente de Hogares. 2002 *

MEXICO 2.3 Instituto Nacional de Estadística 2000 

NICARAGUA 12.3 Reporte Técnico sobre Discapacidad en A.L. 1995 

PARAGUAY 1 Censo Nacional de Población y Vivienda 1992 

PERÚ 13.1 IX Censo Nacional de Población y Vivienda 1992 

URUGUAY 16.2 Encuesta 1992 

PAISPAIS

FRECUENCIA 
(%del total de 
la población)

FRECUENCIA 
(%del total de 
la población) FUENTEFUENTE

BRASILBRASIL 0.90.9 Censo de 1991Censo de 1991

CHILECHILE 4.34.3 Encuesta de Caracterización Socioeconómica Nacional 1993 Encuesta de Caracterización Socioeconómica Nacional 1993 

COLOMBIACOLOMBIA 1.21.2 Departamento Nacional de Estadística 1993 Departamento Nacional de Estadística 1993 

COSTA RICACOSTA RICA 9.329.32 Instituto Nacional de Estadística 1998 Instituto Nacional de Estadística 1998 

ECUADORECUADOR 13.213.2 Instituto Nacional de Estadística 1996 Instituto Nacional de Estadística 1996 

EL SALVADOREL SALVADOR 1.61.6 Directorio Nacional de Estadística 1992 Directorio Nacional de Estadística 1992 

HONDURASHONDURAS 2.62.6 XXVI Encuesta Permanente de Hogares. 2002 *XXVI Encuesta Permanente de Hogares. 2002 *

MEXICO MEXICO 2.32.3 Instituto Nacional de Estadística 2000 Instituto Nacional de Estadística 2000 

NICARAGUANICARAGUA 12.312.3 Reporte Técnico sobre Discapacidad en A.L. 1995 Reporte Técnico sobre Discapacidad en A.L. 1995 

PARAGUAYPARAGUAY 11 Censo Nacional de Población y Vivienda 1992 Censo Nacional de Población y Vivienda 1992 

PERÚPERÚ 13.113.1 IX Censo Nacional de Población y Vivienda 1992 IX Censo Nacional de Población y Vivienda 1992 

URUGUAYURUGUAY 16.216.2 Encuesta 1992 Encuesta 1992 

 
 



 

  
LA PLANIFICACIÓN DE POLÍTICAS DE INFANCIA 
EN EL CONTEXTO REGIONAL

 
En la actualidad las políticas públicas 
que los países de América Latina y el 
Caribe desarrollan, están marcadas 
por el drástico cambio en la percep-
ción de la infancia y la adolescencia 
que es producto de la progresiva in-
tegración doctrinaria propuesta por la 
Convención sobre los Derechos del 
Niño. 
 
Las sociedades y las instituciones se 
debaten entre el anterior paradigma 
del menor en  situación irregular, la 
judicialización de los problemas 
sociales, la institucionalización de los 
menores y la ruptura sustancial que 
significa el nuevo paradigma formula-
do por la Convención sobre los Dere-
chos del Niño. Dicho paradigma con-
sidera al niño como un sujeto de de-
rechos, transforma en prioridad social 
el interés superior del niño y asume el 
deber de garantizar los derechos a 
todos los niños por igual. 
 
La Convención sobre los Derechos 
del Niño abre caminos nuevos en el 
enfoque de la infancia y la adoles-
cencia, colocando al Estado y a la 
sociedad como co-responsables en el 
diseño y la ejecución de políticas pú-
blicas. La Convención supera las ins-
tituciones del patronato, la tutela o los 
consejos tutelares del Estado, sujetos 
éstos a la doctrina de la situación 
irregular y a la concepción de los ni-
ños como objetos de protección; para 
ubicarlos en la doctrina de la protec-
ción integral, cuya concepción los 
reconoce como sujetos de derecho, 
dotados de capacidad de vivir, tener  
 

salud, educación, convivencia fami-
liar, identidad y dignidad. 
 
ALGUNOS REQUERIMIENTOS PA-
RA LA REFORMA SOCIAL 
 
El cambio de paradigma y la defini-
ción, planificación e implementación 
de políticas públicas de infancia re-
quiere de transformaciones en los 
marcos normativos de los países, así 
como en sus condiciones socio-
económicas y políticas. La reforma 
social de los países en vías de desa-
rrollo parece ser uno de los requisitos 
para hacer realidad dichos cambios a 
favor de la niñez y de la sociedad en 
su conjunto. Los siguientes, serían 
algunos de los requerimientos para la 
reforma social.   
 
La Racionalización del gasto públi-
co  
 
Implica la reestructuración del Gasto 
Público que realiza el Estado tenien-
do en particular consideración el área 
correspondiente al gasto social, en 
cuanto a la importancia que reviste 
para la supervivencia de los sectores 
carenciados.  El gasto público social 
puede, efectivamente, evitar que des-
ciendan por debajo de la línea de la 
pobreza nuevos hogares. 
En este sentido, tan importante como 
recuperar la capacidad fiscal del Es-
tado, es asegurar la calidad del gasto 
público. Esto tiene que ver, antes que 
todo, con las prioridades que se 
adopten en materia de distribución 
sectorial.  
 



 

“Mejorar la eficacia del gasto público 
social requiere esfuerzos simultáneos 
en varios campos: (i) la integración de 
enfoques y la coordinación del gasto 
entre sectores; (ii) la utilización racio-
nal de la infraestructura física y equi-
pos, junto con la compatibilización de 
los modelos de gestión: (iii) una mejor 
distribución geográfica del gasto en 
base a una identificación y localiza-
ción más precisa de las necesidades; 
(iv) la adecuada capacitación de los 
recursos humanos; (v) la transferen-
cia de responsabilidades de adminis-
tración directa de recursos públicos y 
algunas responsabilidades de control 
de gestión a organizaciones de la 
sociedad civil; y (vi) la movilización de 
recursos y potencialidades de esta 
última para complementar los recur-
sos públicos” (BID/PNUD, 1993).10 
 
Otro elemento importante es el de la 
equidad del gasto público social, el 
que está íntimamente vinculado a la 
forma en que se financia el mismo, a 
su composición sectorial y a la pobla-
ción atendida por los servicios finan-
ciados por el Estado.  
 
“La equidad varía en función de: (i) el 
carácter progresivo o regresivo del 
financiamiento del gasto público so-
cial; (ii) la distribución sectorial de los 
recursos y el nivel de la asignación 
para servicios y transferencias desti-
nados a necesidades básicas de los 
más pobres; (iii) la cobertura efectiva 
de la población por tramos de ingre-

                                                 
10 BID/PNUD (1993). Reforma social y pobreza. 
Hacia una agenda integrada de desarrollo en: 
Derecho a tener Derecho. Infancia, Derecho y 
Políticas Sociales en América Latina, tomo 3, 
Oficina Regional de UNICEF para América Latina 
y el Caribe/ Instituto Interamericano del Niño, 
Caracas, p.55  
 

so; (iv) las diferencias de calidad en 
los servicios a los que tienen acceso 
los sectores de población de distintos 
niveles de ingreso; y (v) la medida en 
que el gasto público se oriente a pre-
parar a la población beneficiaria, es-
pecialmente a los niños y los jóvenes, 
para eliminar la perpetuación de la 
pobreza de generación en genera-
ción” (BID/PNUD, 1993 op. Cit).  
 
Erradicación de la pobreza 
 
La pobreza constituye, en su doble 
dimensión de bajos ingresos y de in-
satisfacción de necesidades básicas,  
la forma extrema de exclusión de los 
individuos y de las familias del eje de 
los procesos productivos, de la inte-
gración social y del acceso a la es-
tructura de  oportunidades.  
 
Asimismo la pobreza constituye una 
de las más claras manifestaciones de 
falta de equidad y, por su dinámica de 
reproducción, ella limita las oportuni-
dades de las que disponen los indivi-
duos y condiciona en buena medida 
las posibilidades futuras de movilidad 
social para los niños, niñas y adoles-
centes que nacen y crecen en hoga-
res pobres.  
 
La erradicación de la pobreza o, en 
términos de más corto plazo, su re-
ducción significativa, debe formar par-
te de una concepción unitaria del pro-
ceso de desarrollo, que integra objeti-
vos amplios en materia económica y 
social. Las estrategia para reducir la 
pobreza se refieren tanto al creci-
miento económico como a la trans-
formación eficiente de las oportunida-
des que éste genere en crecientes 
niveles de bienestar para el conjunto 
de la población, con un énfasis espe-
cial en los sectores más pobres.  



 

 
Siguiendo al BID (1993), “la reducción 
de la pobreza debe basarse en la dis-
criminación positiva y genérica de 
parte del conjunto de políticas e ins-
trumentos para asegurar que se re-
duzcan los niveles de exclusión de 
los sectores más pobres, tanto en lo 
que refiere a su inserción productiva, 
como en su acceso a las transferen-
cias y servicios sociales”.  
 
Participación de la sociedad civil 
 
Como parte de los requerimientos 
para la reforma social, la asunción de 
responsabilidades por parte de la so-
ciedad civil implica que sus organiza-
ciones sociales, comunitarias, comer-
ciales, no lucrativas, etc. intensifiquen 
su participación comprometida, tanto 
en la planificación de las respuestas a 
los problemas sociales que los aque-
jan como en la prestación de servi-
cios. Es aquí donde el Estado juega 
un rol diferente al tradicional, en tanto 
debe cumplir una función regulatoria 
para asegurar niveles aceptables de 
calidad en las prestaciones de los 
servicios, a la vez que elevar los nive-
les de eficiencia del nuevo sistema en 
su conjunto.  
 
Las organizaciones no gubernamen-
tales, que tradicionalmente realizan 
una importante tarea de movilización 
comunitaria participativa, además de 
controlar la cobertura, calidad y cos-
tos de sus prestaciones, suelen movi-
lizar recursos complementarios que 
amplían y mejoran en forma sustan-
cial los servicios, con ajuste a las ca-
racterísticas de la demanda.  
 

“Es en la perspectiva de propiciar 
la participación ciudadana y no so-
lamente en términos de la eficacia 

intrínseca del Estado, que adquie-
re su mayor significado la descen-
tralización. Dos principios mejoran 
especialmente la capacidad admi-
nistrativa del Estado: la descentra-
lización y la obligación de rendir 
cuentas” (BID/PNUD, 1993 op. 
Cit).  

 
Criterios para la planificación de 
las políticas sociales 
 
Este punto es de especial relevancia 
para la superación de la concepción 
gubernamental hacia aquella que 
considera la dimensión de lo público 
en materia de políticas sociales. El 
Instituto Interamericano del Niño (IIN) 
ha realizado un importante esfuerzo 
por desarrollar un modelo de planifi-
cación de políticas de infancia desde 
la perspectiva de la articulación de 
Estado y la Sociedad Civil, modelo 
que será esbozado más adelante. 

 
PROBLEMAS DE ORGANIZACIÓN 
Y PLANIFICACIÓN DE LAS POLÍ-
TICAS DE INFANCIA 
 
Las instituciones públicas que ac-
tualmente ejecutan las políticas para 
la infancia y la adolescencia en la 
región deben enfrentar diversos pro-
blemas estructurales y organizaciona-
les que repercuten sobre la eficacia y 
eficiencia de su gestión. 
 
Históricamente, la región ha asistido 
a distintos tipos de accionar "cliente-
lista" y "coorporativista" que excluye 
la participación de otras organizacio-
nes civiles y otros actores sociales 
que podrían beneficiarlas. Asimismo, 
dicho corporativismo “cierra” a las 
propias instancias gubernamentales 
entre sí, impidiendo la potenciación 
de los recursos materiales, humanos 



 

y financieros y favoreciendo la dupli-
cación, la burocracia y el desgaste. 
 
Los planes, programas, proyectos y 
actividades se ven muchas veces 
afectados por la "desequilibrada asig-
nación de recursos" entre los diversos 
niveles administrativos de los Estados 
(centrales, provinciales, departamen-
tales, municipales, etc.). De igual ma-
nera, las políticas para la infancia son 
afectadas también, por la "desequili-
brada distribución de los recursos" 
que se asignan a los programas de 
institucionalización, de asistencia y de 
prevención destinados a los niños y 
adolescentes (Forteza, C. Cassous. 
C, 1990). 
 
AVANCES ETICO-POLITICOS 
HACIA LA VIGENCIA Y EL 
CUMPLIMIENTO DE LOS 
DERECHOS DE LOS NIÑOS 
 
Sin lugar a dudas, todo lo expresado 
en torno a la Convención representa 
un avance y un imperativo ético y po-
lítico para las naciones del mundo, 
aunque existen otros adelantos que 
se han ido produciendo conjuntamen-
te con el amplio y multifacético grupo 
de transformaciones que, en el cam-
po económico y social, la comunidad 
internacional viene produciendo. Ta-
les transformaciones no constituyen 
un proceso homogéneo en todos los 
países sino que, al contrario, éstas 
dependerán de la forma en cómo ca-
da comunidad nacional se va inser-
tando en la globalización de la eco-
nomía de la era post-industrial, en los 
procesos de modernización de los 
estados y en la consolidación de las 
democracias. 
Dichas transformaciones son 
complejas y derivan, por una parte, de 
los impresionantes avances 

tecnológicos en, prácticamente, todos 
los sectores de la producción. Estos 
generan, por primera vez en la historia, 
la situación de que el crecimiento de la 
producción no significa más el 
crecimiento del empleo. Hoy es posible 
aumentar la producción y disminuir el 
empleo en base a las nuevas 
tecnologías y a las nuevas formas de 
organización del trabajo (Gómez da 
Costa, 1996) . 
 
En el contexto de la globalización ya 
mencionado, los países realizan 
esfuerzos para una inserción 
competitiva en una economía 
internacional en acelerado proceso de 
transformación global. 
 
Como se mencionó, este proceso se 
acompaña de un significativo grupo de 
avances éticos y políticos que se están 
produciendo en la comunidad 
internacional, desde finales del siglo 
veinte y en los comienzos del siglo 
XXI. 
 
Los mismos se concretizan y expresan 
en un conjunto de iniciativas que, a 
través de grandes eventos, las 
Naciones Unidas y la Organización de 
los Estados Americanos vienen 
desarrollando.  
 
Se mencionarán a título ilustrativo 
solamente algunas de ellas: 
 
En 1989 se aprobó la mencionada 
Convención sobre los Derechos del 
Niño en las Naciones Unidas. En 1990 
se llevó a cabo la Cumbre Mundial de 
la Infancia, realizada en New York, 
así como la Conferencia Mundial 
sobre Educación para Todos en 
Jomtien, Tailandia, que fuera 
convocada  por el Programa de 
desarrollo de las Naciones Unidas-



 

PNUD, Banco Mundial, UNESCO y 
UNICEF. En esta conferencia, además 
de un derecho humano fundamental, 
la educación ha sido considerada 
como componente básico del 
desarrollo económico, social y 
político de las naciones.  
 
En 1993, se desarrolló Conferencia 
Mundial sobre los Derechos Humanos, 
que tuvo un gran significado ético y 
político, en la medida de que emerge 
como el principio condicionador de las 
relaciones nacionales e 
internacionales, la idea de la persona 
humana como sujeto de derecho 
internacional.  Esto significa que el 
punto de vista y los intereses objetivos 
de las personas pueden ser 
considerados en el plano de las 
relaciones internacionales.  
 
En cuanto al sistema interamericano, 
de acuerdo con la estrategia de la "co-
operación solidaria para el desarrollo" 
de la Organización de los Estados 
Americanos (OEA) de 1996, las accio-
nes de esta entidad y las de sus orga-
nismos especializados deben dirigirse 
a apoyar los esfuerzos que realizan los 
Estados Miembros para alcanzar su 
desarrollo integral y sostenible. De 
hecho este rol implica la no imposición 
de modelos únicos y la participación 
directa de las comunidades en la 
solución de sus problemas y, en 
particular la de sus niños y niñas, 
así como una visión moderna de la 
cooperación internacional. En este 
marco, también deben destacarse las 
Reuniones Americanas sobre Niñez y 
Políticas Sociales, llevadas a cabo en 
Ciudad de México, Bogotá, Santiago 
de Chile, Lima. 
En el último bienio se destacan la V 
Reunión Ministerial sobre Temas de 
Infancia, llevada a cabo en Jamaica, 

la Cumbre Iberoamericana de Jefes 
de Estado y de Gobierno de Panamá 
y la Cumbre de las Américas de Ca-
nadá. También debe mencionarse la 
Sesión Especial de las Naciones Uni-
das sobre Infancia, llevada a cabo en 
New York, en mayo del presente año. 

HACIA UNA DEFINICIÓN DE POLÍ-
TICA PÚBLICA DE INFANCIA 
 
Las políticas públicas son frecuente-
mente consideradas igual que las 
políticas gubernamentales. Ahora, 
estos conceptos deben ser reconside-
rados en virtud de la creciente partici-
pación de la sociedad civil en la crea-
ción e implementación de medidas 
conducentes a mantener el bienestar 
de los niños, niñas y adolescentes 
(Forselledo, 2000 Op. cit.).  
 
Existe una variedad de políticas pú-
blicas de infancia.  La siguiente es 
una breve descripción de las más 
comúnmente concebidas: 
 
· Políticas Públicas Básicas. Estas 
están caracterizadas por una 
perspectiva universal. En otras 
palabras, el cumplimiento de estas 
políticas es un deber del Estado y un 
derecho de la población. En muchos 
casos, estas políticas tienen un 
estatuto constitucional y usualmente 
refieren a servicios básicos de salud y 
educación 
 
· Políticas Asistenciales. Ellas tienen 
una menor dimensión que las Bási-
cas, en cuanto alcanzan a una más 
limitada población. También son un 
deber del Estado pero son solamente 
un derecho de la población en los 
casos de necesidades específicas, 
por ejemplo, programas de emergen-
cia para combatir la pobreza, servi-



 

cios especiales para personas con 
discapacidades, etc. En general, es-
tas políticas no tienen estatus consti-
tucional. 
 
Políticas de Protección Especial. Estas 
políticas alcanzan en su cobertura a un 
número aún más pequeño y específico 
de personas que las políticas 
asistenciales. Ellas apuntan a resolver 
situaciones de urgencia que 
comprometen a niños y adolescentes 
(por ejemplo, explotación sexual, 
abandono, abuso de drogas, maltrato 
infantil, trabajo infantil, violencia 
política y social, guerras, etc.). 
  
· Políticas de Garantía. Estas políticas 
refieren a niños y adolescentes en 
conflicto con la ley y apuntan a la 
administración de justicia en 
situaciones de delincuencia. Algunas 
veces esta categoría tiene estatuto 
constitucional.  
 
¿QUÉ ENTIENDE EL IIN POR 
POLÍTICA PÚBLICA? 
 
El IIN considera que una Política Pú-
blica es un “conjunto articulado de 
acciones en busca de una finalidad” 
que incluye el nivel nacional, el nivel 
intermedio, del Estado, provincia, de-
partamental y el nivel local y/o muni-
cipal. Dicha articulación de acciones 
ocurre cuando el Estado y la socie-
dad civil logran trabajar mancomuna-
damente, en el caso que nos ocupa,  
por el derecho, por la promoción, la 
defensa y la protección de los dere-
chos de las niñas y los niños.  
 
Cuando se hace referencia al Estado, 
se habla del poder ejecutivo, del poder 
legislativo, del poder judicial, en todos 
sus niveles (nacional, provincial, 
departamental, municipal, etc.). 

 
Cuando se habla de la sociedad civil, 
no se refiere solamente a las ONGs 
que trabajan y luchan en favor de los 
niños, sino también de las 
organizaciones sociales, los 
empresarios, los sindicatos, del mundo 
de las organizaciones jurídicas de 
defensa de derechos, de los 
comunicadores, los formadores de 
opinión, de la Iglesia, de los liderazgos 
comunitarios, de las familias y hasta 
de los mismos niños y adolescentes. 
 
Una articulación es un trabajo con-
vergente y complementario entre 
fuerzas distintas, que en la conver-
gencia, no pierden su identidad, su 
autonomía, su dinamismo propio, ni 
su manera peculiar de actuar en rela-
ción a lo social. Para obtener una po-
lítica pública con tal configuración, 
con tales actores es necesario un 
amplio proceso de movilización so-
cial.  

 
LAS POLÍTICAS PUBLICAS EN EL 
MARCO DE UN SISTEMA 
DE PROTECCIÓN INTEGRAL 
 
Un Sistema de Protección Integral no 
constituye más que un diseño organi-
zacional y operativo concebido para 
la implementación de Políticas Públi-
cas de Infancia y Adolescencia en el 
seno de las entidades responsables 
de los países de las Américas.  
 
Tiene como Paradigma la Conven-
ción sobre los Derechos del Niño, 
pues parte del niño como SUJETO 
DE DERECHO y se basa en la doc-
trina de la PROTECCIÓN INTEGRAL.  
 
Se trata de un "sistema interinstitu-
cional" que define las relaciones de 
las instituciones de niñez de un país, 



 

sus competencias respectivas y la 
participación de la Sociedad Civil en 
el marco de la Protección Legal, Judi-
cial y Social.  
 
Esto pretende facilitar la articulación 
entre los planes y programas que las 
instituciones de cada país llevan ade-
lante, así como permitir una adecua-
da identificación de su perfil, sus fun-
ciones y sus relaciones en la órbita 
de lo gubernamental y lo privado, 
como en la de los órganos 
administrativos y los judiciales. 
También analiza el relacionamiento 
entre las instituciones públicas y pri-
vadas del país, sus interacciones y 
complementariedades, en virtud de 
que es el vínculo entre el Estado y las 
Organizaciones de la Sociedad Civil, 
el que está brindando servicios de 
protección integral a miles de niños y 
niñas de la región. Asimismo 
establece el perfil que debería tener 
el Órgano Rector de las Políticas de 
Niñez, así como el de las 
instituciones vinculadas a la pobla-
ción en situación de riesgo.   
En síntesis, el SNI trata de estructurar 
y sistematizar el relacionamiento en-
tre todos los actores  a los efectos de 
dar efectividad a los derechos reco-
nocidos en la Convención.  
 
POLITICAS PUBLICAS UNIVERSA-
LES Y FOCALIZADAS PARA LA 
PROTECCIÓN INTEGRAL DE LA 
INFANCIA 

 
Tradicionalmente las políticas socia-
les en América Latina se desarrolla-
ron de forma universalista, proveyen-
do los mismos bienes y servicios, de 
la misma forma y cantidad, a toda la 
población, con el objetivo de lograr la 
mejora de la calidad de vida de la 
sociedad. Este enfoque tuvo su éxito 

en el pasado en sociedades con "re-
lativamente escasa diferenciación", 
esto es, baja interdependencia social 
y económica interna, reducida y 
homogénea población. Por el contra-
rio, en la América Latina de hoy en 
día, encontramos una situación de 
marcada interdependencia y comple-
jidad interna y externa.  
 
Según la OPP (1994), "Un concepto 
muy amplio de la universalidad puede 
conducir a la institucionalización de 
situaciones de fuerte desigualdad 
social en el acceso e utilización de los 
servicios sociales, en la medida en 
que no se le acompaña de mecanis-
mos compensatorios y asistenciales 
que permitan una relativa igualación 
para poder acceder a esos servicios." 
 
Desde una perspectiva económica, 
en la provisión de los servicios socia-
les (especialmente los que son inver-
siones en el capital humano) existen 
externalidades que justifican cubrir la 
población en forma universalista. Por 
ejemplo, una población sana y bien 
instruida afecta positivamente a la 
sociedad en su conjunto, en términos 
sociales y productivos. En este senti-
do, los primeros años de enseñanza, 
así como la prevención de las enfer-
medades debería ser suministrados 
desde un enfoque universalista. La 
universalización de la educación y la 
salud primaria o preventiva, también 
fundamentada por razones de equi-
dad y por poseer características de 
bienes públicos. Por ejemplo, no es 
viable ni deseable impedirle a nadie 
que se beneficie de una campaña 
masiva contra el cólera, el SIDA o las 
drogas. Asimismo, todos los niños 
deberían tener acceso a la educa-
ción, independientemente de la rique-
za de sus padres. 



 

 
Las políticas focalizadas aplicadas al 
ámbito social y, en particular, al bien-
estar integral de la infancia y la ado-
lescencia, corresponden a una moda-
lidad de intervención pública que 
tiende a destinar sus recursos técni-
cos y financieros hacia los más vulne-
rables y vulnerados en sus derechos 
a efectos de restituirlos. Es una estra-
tegia para alcanzar una mayor efi-
ciencia y equidad en las prestaciones 
sociales que realiza el estado. Si bien 
hoy en día no es un enfoque novedo-
so, persiste la polémica respecto 
acerca de la complementariedad-
suplementariedad entre los dos enfo-
ques. 
 
¿Cuáles serían los objetivos de las 
políticas focalizadas para la protec-
ción integral de la infancia? 
 
a) Promover el derecho a la igualdad 

de oportunidades 
b) Asegurar cobertura, prestaciones 

y oportunidades  a los sectores 
más vulnerables y vulnerados en 
sus derechos 

c) Desarrollar sistemas de prestación 
de servicios ajustados a la de-
manda (en términos de derechos 
vulnerados) 

d) Extender a la población más des-
favorecida de las oportunidades y 
opciones que les son consagradas 
en la Convención sobre los Dere-
chos del Niño  

 
ACTORES Y CAMBIO DE ENFO-
QUE EN MATERIA DE  POLÍTICAS 
PUBLICAS DE INFANCIA Y ADO-
LESCENCIA 
 
Existe una multiplicidad de actores 
que se ocupan de las políticas públi-

cas de infancia y adolescencia en el 
contexto regional. 
 
Los sectores que podrían llamarse 
“tradicionales”, corresponden a la sa-
lud, la educación, la seguridad social, 
el trabajo y, fundamentalmente, los 
entes rectores de infancia. 
 
Ellos tienen el cometido y la respon-
sabilidad de asegurar el desarrollo 
integral de los niños, niñas y adoles-
centes para dar cumplimiento pleno a 
sus derechos humanos y el acceso a 
la estructura de oportunidades, sin 
discriminación alguna y en condicio-
nes de equidad. 
 
Otros actores se suman a esta tarea 
tanto desde el sector publico como el 
de la sociedad civil. Entre otros se 
pueden citar a las organizaciones no 
gubernamentales que han cumplido 
un papel histórico de subsidio al Es-
tado para atender a las necesidades 
y las demandas de los sectores 
sociales más postergados. En 
concordancia con los nuevos 
enfoques dirigidos a la 
intersectorialidad y la interdisciplina, 
han surgido en los últimos años 
“comités” o “comisiones” nacionales 
que actúan como entidades 
planificadoras en aquellos temas 
emergentes de infancia en la región. 
Entre ellos, trabajo infantil, niñez en 
situación de calle, explotación sexual, 
abuso de drogas, niñez con capaci-
dades diferentes, etc.  
Con criterios netamente focalizadores 
y con una visión orientada a obtener 
la mayor eficacia y eficiencia posible 
en las prestaciones que se realizan, 
también se han operado cambios 
desde la perspectiva tradicional de la 
oferta hacia la perspectiva de la de-



 

manda (en términos de derechos vul-
nerados). 
 
Esto implica una evolución desde la 
provisión de programas y servicios 
con una visión centrada en la institu-
ción prestataria, hacia una visión cen-
trada en el destinatario o beneficiario 
de aquellos, esto es, las necesidades, 
los problemas y los derechos vulne-
rados que deben ser restituidos a los 
niños y niñas afectados. 
 
Asimismo esta transformación se 
produce desde una sectorialidad 
marcada (enfoque por áreas de servi-
cio) hacia una integralidad de actores 
y sectores (enfoque multidisciplinario 
con énfasis en los tipos de poblacio-
nes). Desde una centralidad en la 
responsabilidad de la prestación, 
hacia una responsabilidad compartida 
con las organizaciones de la sociedad 
civil organizada, la familia, la comuni-
dad y el tercer sector (descentraliza-
ción de la responsabilidad). Desde 
una centralidad en la gestión hacia 
una gestión descentralizada, tanto en 
el plano técnico como administrativo 
y, finalmente, desde una visión asis-
tencial hacia una visión Inclusiva y de 
respeto a los derechos humanos de 
los niños, niñas y adolescentes. 
 
LA NIÑEZ CON CAPACIDADES  
DIFERENTES 
ALGUNAS AREAS A SER CON-
TEMPLADAS EN LAS POLÍTICAS 
PÚBLICAS DE 
INFANCIA Y ADOLESCENCIA 
 
El motor de la evolución del pensa-
miento sobre las capacidades diferen-
tes ha sido el reconocimiento de que 
se puede valorar mejor la diversidad 
humana mediante la creación de pro-
cesos económicos y sociales inspira-

dos en la igualdad de todos los ciu-
dadanos. El principio fundamental de 
la igualdad11, entendido en este ámbi-
to como igualdad de derechos y de 
oportunidades, se considera como el 
punto de partida para la elaboración 
de políticas dirigidas a la inclusión. 
Este planteamiento es válido y bene-
ficioso para la niñez y adolescencia 
con capacidades diferentes, indepen-
dientemente del tipo o la gravedad de 
las capacidades diferentes en cues-
tión. 
 
En el terreno de las políticas dirigidas 
a la integración-inclusión de la niñez 
con capacidades diferentes se obser-
va una positiva tendencia a la promo-
ción de sistemas educativos que, con 
los apoyos necesarios, permitan la 
participación de los niños y niñas en 
el ámbito regular de la enseñanza y 
respeten el derecho a vivir en sus 
hogares y comunidades de pertenen-
cia. 
 
Para el diseño de tales políticas se 
considera que deberían contemplarse 
tres áreas claves de intervención: 
Prevención, Rehabilitación y Equipa-
ración de Oportunidades. 
 
PREVENCION  
 
Esta área de las políticas apuntaría a 
la reducción de los factores generales 
que producen algún grado de disca-
pacidad:  
 
a) Mejorando de las condiciones sani-
tarias, la atención prenatal y postnatal 
y el control de la desnutrición. 

                                                 
11 Este principio va de suyo con el de la no 
discriminación. 



 

b) Realizando campañas nacionales 
para la prevención de accidentes.
  
c) Legislando y promoviendo prácti-
cas laborales sobre trabajo peligroso.
  
d) Realizando campañas de pacifica-
ción y no uso de armas de fuego.
  
e) Mejorando las políticas universales 
de educación, salud, cultura, brindada 
sin discriminación de ningún tipo. 
f) Realizando campañas de fomento a 
la inserción social y laboral de perso-
nas con discapacidad.  
g) Desarrollando programas de edu-
cación a las familias con  personas 
discapacitadas.  
h) Desarrollando programas de pre-
vención de desastres naturales. 
i) Detectando factores de riesgo y 
brindando atención hacia éstos. 
j) Realizando campañas de preven-
ción de accidentes de tránsito.  
 
REHABILITACION:  
 
Esta área estaría dirigida a: 
 
a) Detección temprana, diagnóstico e 
intervención.  
b) Atención y tratamiento médico.
  
c) Asesoramiento y asistencia socia-
les, psicológicos y de otro tipo.  
d) Capacitación en actividades de 
autocuidado, incluido los aspectos de 
la movilidad, la comunicación y las 
habilidades de la vida cotidiana. 
e) Suministro de ayudas técnicas y de 
movilidad y otros dispositivos.  
f) Servicios auditivos especializados.
  
g) Servicio de rehabilitación profesio-
nal  
h) Seguimiento. 
 

EQUIPARACION DE  
OPORTUNIDADES: 
 
Las personas con discapacidad re-
quieren más que intervenciones pre-
ventivas y de rehabilitación, oportuni-
dades de inserción exitosa en sus 
comunidades. El medio social es el 
principal indicador del efecto de una 
deficiencia o discapacidad en la vida 
diaria de esa persona.  Por ello las 
acciones dirigidas a la equiparación 
de oportunidades deben fundarse en 
base a los principios de igualdad de 
oportunidades y de plena participa-
ción. En este sentido, se debe garan-
tizar que la niñez con capacidades 
diferentes sea considerada en todas 
las decisiones que la afecta.  
 
Se estima que uno de cada diez ni-
ños o niñas tienen algún nivel de dis-
capacidad  a nivel mundial. De ellos 
buena parte vive en zonas en donde 
no se dispone de los servicios nece-
sarios para ayudarles a superar sus 
limitaciones. Muchas personas con 
discapacidad, y en particular los ni-
ños, niñas y adolescentes, están ex-
puestas a barreras físicas, culturales 
y sociales que obstaculizan sus vidas, 
aun cuando se disponga de ayuda 
para su rehabilitación.  Sumado a 
ello, múltiples estudios han demos-
trado la estrecha relación entre dis-
capacidad y pobreza, en tanto el ries-
go de ciertas discapacidades se pre-
senta con mayor frecuencia entre los 
pobres. A su vez la presencia de un 
niño con discapacidad en una familia 
bajo la línea de pobreza, supone una 
pesada carga económica a sus ya 
limitados recursos, afectando su mo-
ral y sumiéndola en una pobreza aún 
más profunda. 
 



 

El aumento del número de niños y 
niñas con discapacidad en América 
Latina, y su consecuente marginación 
social, se asocia entre otros, a facto-
res como: 
 
a) Los conflictos armados y otras 
formas de violencia y destrucción; el 
hambre, la pobreza, las epidemias y 
los grandes movimientos de pobla-
ción.  
b) La elevada proporción de familias 
sobrecargadas y empobrecidas; el 
hacinamiento, la insalubridad en las 
viviendas. 
c) La presencia de poblaciones con 
alto porcentaje de analfabetismo y 
escasa toma de conciencia en mate-
ria de servicios sociales básicos o de 
medidas sanitarias y educativas. 
d) La carencia en los conocimientos 
precisos sobre la discapacidad, sus 
causas, prevención y tratamiento. 
Esto incluye la estigmatización, la 
discriminación y las ideas erróneas 
sobre la discapacidad. 
e) La inexistencia de programas ade-
cuados de asistencia y servicios de 
atención primaria de salud. 
f) Los obstáculos, como la falta de 
recursos, las distancias geográficas y 
las barreras sociales, que impiden a 
mucha gente beneficiarse de los ser-
vicios disponibles. 
g) La canalización de recursos a ser-
vicios muy especializados, que son 
irrelevantes para las necesidades de 
la mayoría de las personas que re-
quieren ayuda. 
h) La falta absoluta, o la situación 
deficiente, de la infraestructura de 
servicios relativos a asistencia social, 
sanidad, educación, formación profe-
sional y empleo. 
i) La baja prioridad concedida, en el 
contexto del desarrollo social y eco-
nómico, a las actividades relativas a 

equiparación de oportunidades, pre-
vención de deficiencias y su rehabili-
tación. 
b) Los terremotos y otras catástrofes 

naturales. 
c) La contaminación del medio am-

biente. 
m) El estado de tensión y otros pro-
blemas psicosociales que entraña el 
paso de una sociedad tradicional a 
una moderna. 
n) El uso imprudente de medicamen-
tos, el empleo indebido de sustancias 
terapéuticas y el uso ilícito de drogas 
y estimulantes. 
o) El tratamiento incorrecto de los 
lesionados en momentos de catástro-
fe, que puede ser la causa de defi-
ciencias evitables. 
p) La urbanización y el crecimiento 
demográfico y otros factores indirec-
tos.  
 
Desde un enfoque de derechos, resti-
tutivo y garantista de aquellos que les 
han sido violados a los niños y niñas 
con capacidades diferentes, y tenien-
do en cuenta los factores enumera-
dos anteriormente, la equiparación de 
oportunidades pasaría por acciones 
como: 
 
a) El combate a la pobreza, la violen-
cia, las epidemias los grandes movi-
mientos de población.  
b) La disminución del analfabetismo y 
la promoción de la conciencia en ma-
teria de servicios sociales básicos o 
de medidas sanitarias y educativas. 
c) La sensibilización y la promoción 
del conocimiento en torno a las capa-
cidades diferentes, sus causas, su 
prevención y sus tratamientos 
d) La eliminación de obstáculos, co-
mo la carencia o la inadecuada distri-
bución de los recursos, así como las 
barreras físicas y sociales que impi-



 

den a muchos niños y niñas benefi-
ciarse de los servicios disponibles. 
f) El mejoramiento sustantivo de la 
infraestructura de servicios relativos a 
asistencia social, sanidad, educación, 
formación profesional y empleo. 
 
Estas acciones, entre otras, harían 
posible la prevención de las capaci-
dades diferentes, al tiempo que con-
tribuirían a proteger a la niñez con 
estas diferencias para superar o miti-
gar sus circunstancias y generar las 
condiciones para derribar las barreras 
que la excluyen de la vida cotidiana y 
les impiden el acceso a la estructura 
de oportunidades.  
 
 
Tegucigalpa, octubre de 2003
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INTRODUCCIÓN 
 
En primer lugar darles la bienvenida a 
todos por estar compartiendo estas 
jornadas en este país que nos ha re-
cibido tan bien. Y también, por que 
quienes están aquí, son personas 
muy sensibles al tema de las capaci-
dades diferentes y que, sin dudar,  
serán multiplicadores para aquellos 
que no han podido acompañarnos. 
 
Deseamos desarrollar esta exposi-
ción, enfocando el tema que nos con-
voca básicamente en lo que se de-
nomina ciudadanía.   
Analizaremos, en primer término, la 
normativa internacional de forma de 
hacer visible la presencia del tema. 
Luego, veremos cuál es el proceso de 
adopción de una norma y por qué, 
frente a la normativa, la sociedad no 
cumple en cuanto a  su implementa-
ción. Es decir, qué sucede en  la rela-
ción de la norma  respecto al ejercicio 
de la misma.  Por último, señalar la 
inclusión como un derecho, el cual, 
no está legitimado socialmente y ver 
el proceso de construcción ciudadana 
en este marco. 
 
REFERENCIA A LAS NORMATIVAS 

INTERNACIONALES 
 
Breve recorrido por sus principales  
normas: 
 
 

 
 
 
La normativa internacional sobre la 
niñez con discapacidad es amplia, y 
entre la misma podemos encontrar 
las siguientes referencias básicas 
para el tratamiento del tema: 
 
* Convención sobre los Derechos del  
Niño (Asamblea General de Naciones 
Unidas, 20 de noviembre de l989) 
 
* Convención Interamericana para la 
eliminación de Todas las Formas de 
Discriminación contra las personas 
con discapacidad (Organización de 
Estados Americanos, 7 de junio de 
1999) 
 
* Normas Uniformes para la Igualdad 
de Oportunidades para la para perso-
nas con discapacidad (Naciones Uni-
das, 20 de diciembre de 1993) 
 
* Conferencia Mundial sobre Necesi-
dades Educativas Especiales, Decla-
ración de Salamanca, (UNESCO, ju-
nio de 1994)  
 
*  Declaración de  SANTIAGO   en la 
Segunda Cumbre de las Américas 
(abril, 1998) 
 
*  Foro Mundial de la Educación de 
Dakar, (2000) 
 
*  Reunión de Ministros de Educación 
de Iberoamérica  (julio, 2000) 



 

• Cumbre del Milenio, (Nueva York, 
2000) 
 
* VII Congreso Mundial de Inclusión 
Educativa,  (San Luis, octubre 2002) 
 
* Taller subregional sobre Políticas 
Públicas para la Inclusión Educativa y 
Social de la Niñez con Capacidades 
Diferentes, Montevideo, 2002. 
 
Estas Convenciones, leyes, decretos, 
declaraciones  y reglamentaciones 
expresan compromisos de los Esta-
dos miembros dirigidas a incorporar 
de manera efectiva a la población con 
capacidades diferentes a los distintos 
aspectos de la vida. Estos instrumen-
tos jurídicos internacionales,  recogen 
el principio de Protección a los Dere-
chos Humanos de toda persona, 
siendo su fin el logro del mayor bien 
para todos y cada uno de los indivi-
duos. Si bien presentan distintos al-
cances en cuanto a su aplicación, es 
motivo principal rechazar la discrimi-
nación en tanto constituye una ame-
naza al cumplimiento de los derechos 
de los niños y adolescentes. Implica 
asimismo, el reconocimiento de la 
inclusión de los derechos de las per-
sonas con discapacidad como cues-
tión concreta de política. Pero, lamen-
tablemente, a pesar de esos com-
promisos asumidos, aun no se ha 
podido modificar sustantivamente la 
vida de las personas con discapaci-
dad.  
 
Es interesante observar, que la histo-
ria documentada acerca de la disca-
pacidad, es relativamente reciente, 
comenzando en 1971 con la Declara-
ción de los Derechos del Retrasado 
Mental, aprobada por la Asamblea 
General de Naciones Unidas. La de-

nominación de esta Declaración, de-
muestra la visión que  
 
se tenía y aún se mantiene, del indi-
viduo con capacidades diferentes en 
el caso especifico de las capacidades 
cognitivas. 
 
Veamos las principales normativas 
que Uds. encontrarán en el diskette. 
 
La Convención sobre los Derechos 
del Niño es la que ha sentado un 
marco normativo para la protección 
de los derechos y la vida de niños/as 
y adolescentes en todo el mundo. Ha 
avanzado en concepciones y temas 
que están referidos al logro de los 
derechos humanos. Identifica como 
derechos fundamentales el derecho 
al más alto nivel posible de salud, el 
derecho a una educación de calidad y 
el derecho a un nivel de vida adecua-
do. Dicho marco ha modificado la 
percepción de la infancia y adoles-
cencia desde la óptica del niño como 
objeto de derechos,  al niño  sujeto de 
derechos. Además, supone incorpo-
rar el interés superior del niño, como 
principio fundamental de todos los 
programas y servicios responsables 
del cuidado y la protección de la ni-
ñez y adolescencia. 
 
Pero también,  ha realizado 
interesantes aportes desde el artículo 
23 al referirse a uno de los grupos 
más vulnerables en la infancia: la 
niñez y adolescencia con disca-
pacidad. En este artículo, a los países 
firmantes, se les encomienda  la 
responsabilidad por la protección de 
los niños con discapacidad por medio 
de la promoción de  su dignidad, 
autoestima y logro de una activa 
participación en sus comunidades 
(art. 23, inc. 1). También, y en este 
ámbito subregional en el cual 



 

nal en el cual trabajaremos estos dos 
días, es conveniente detenernos en el 
inciso 4 el cual establece la necesi-
dad de la cooperación internacional. 
Obsérvese, que si bien estamos a 
dos décadas de su promulgación, aún 
no se ha avanzado en lograr informa-
ción sobre la discapacidad. Incorporar 
en la Encuesta de Hogares algunas 
preguntas que permitan detectar la 
situación, como lograr un correcto 
entrenamiento a los encuestadores, 
es una tarea pendiente para los paí-
ses de la región 12. 
 
En cuanto a la Convención Interame-
ricana de Derechos Humanos de la 
OEA, la misma  fue adoptada  en 
1999 como resultado de una larga 
campaña que se realizara, tanto por 
parte de organizaciones dedicadas a 
las capacidades diferentes, como de 
Estados sensibilizados en el tema. 
Expone pautas de implementación a 
partir de la adopción de medidas de 
carácter legislativo, social, educativo, 
laboral o de cualquier otra índole para 
eliminar la discriminación contra las 
personas con discapacidad y propi-
ciar su plena integración en la socie-
dad. Presenta una guía de Políticas 
Generales para la prevención y elimi-
nación de todas las formas de discri-
                                                 
12 Art. 23 Inc.1.   Los Estados Partes reconocen que el niño 
Art mental o físicamente impedido deberá disfrutar de una 
vida plena y decente en condiciones que aseguren su digni-
dad, le permitan llegar a bastarse a sí mismo y faciliten la 
participación activa del niño en la comunidad. 
 Inc. 4. Los Estados Partes promoverán, con espíritu de 
cooperación internacional, el intercambio de información 
adecuada en la esfera de la atención sanitaria preventiva y 
del tratamiento médico, psicológico y funcional de los niños 
impedidos, incluida la difusión de información sobre los 
métodos de rehabilitación y los servicios de enseñanza y 
formación profesional, así como el acceso a esa información 
a fin de que los Estados Partes puedan mejorar su capacidad 
y conocimientos y ampliar su experiencia en estas esferas. A 
este respecto, se tendrán especialmente en cuenta las nece-
sidades de los países en desarrollo. (Subrayado propio) 
 

minación hacia las capacidades dife-
rentes y para la promoción y plena 
integración a la sociedad de este gru-
po.  
 
El acta de las Normas Uniformes so-
bre Igualdad de Oportunidades para 
las Personas con Discapacidad 
(1993), detalla los elementos claves a 
ser considerados con mayor preci-
sión, de forma de acceder a la igual-
dad de oportunidades. Si bien carece 
de fuerza legal, suponen un compro-
miso moral y político de los Estados. 
Representan un acuerdo de la mayo-
ría de los países del mundo sobre lo 
que se debe hacer para lograr la 
igualdad de oportunidades. Estas 
normas pretenden garantizar que ni-
ños, niñas, adolescentes y adultos 
con discapacidad, en su calidad de 
miembros de sus respectivas socie-
dades, puedan tener los mismos de-
rechos y obligaciones que el resto de 
los integrantes de la sociedad. Las 
comunidades deben continuar derri-
bando obstáculos que impiden y limi-
tan a las personas con discapacidad 
el ejercicio de sus derechos y liberta-
des. Han ejercido una importante in-
fluencia en la promoción, formulación 
y evaluación de las políticas, planes y 
programas en los planos nacional, 
regional e internacional. Sirven como 
instrumento para la formulación de 
políticas y como base para desarrollar 
acciones de cooperación técnica y 
económica e incluyen posibles meca-
nismos de seguimiento. 
 
En este proceso de sensibilización, el 
IIN ha desarrollado en Montevideo, 
en el 2002, un Taller similar al que 
hoy estamos desarrollando. Se de-
nominó: Taller Subregional sobre Po-
líticas Públicas para la Inclusión Edu-
cativa y Social de la Niñez con Capa-



 

cidades Diferentes, participando los 
países del Mercosur, Bolivia y Chile. 
Pueden acceder al mismo en la pági-
na web del IIN, en el Programa de los 
Derechos del Niño. 
 

PROCESOS DE IMPLEMENTACIÓN 
DE UNA NORMA 

 
Los países presentan distintos meca-
nismos para la incorporación a sus 
legislaciones de los acuerdos suscri-
tos en el ámbito internacional. A partir 
de la firma,  comienza la adaptación 
de  dichos instrumentos jurídicos, a 
sus leyes y normativas internas. En el 
área de “Inclusión y Educación de 
Personas con Capacidades Diferen-
tes”,  se ha procesado con distinta 
celeridad.  
 
Este proceso ha sido estudiado por 
psicólogos y sociólogos. Sabemos 
que se deben cumplir una serie de 
etapas, pero veremos que las mismas 
pueden ser cumplidas por distintos 
procedimientos. 
 
Es posible observar la brecha 
existente entre el espíritu de la norma 
y la conducta de los individuos, pues 
para que una norma alcance plena 
vigencia, no sólo debe haber sido 
aprobada por instancias legislativas 
pertinentes y que exista, 
posteriormente,  un aparato represivo 
encargado de hacerlas cumplir, si no 
que la comunidad deberá estar 
identificada con los contenidos de la 
norma.   
Dicho  proceso es largo y supone una 
absorción social que comienza por la 
costumbre (entendida como el uso 
que descansa en el ejercicio de un 

hecho con arraigo duradero13), luego 
pasa a ser convención (costumbre 
que dentro de un círculo de hombres 
se considera como válida y que está 
garantizada por la reprobación de la 
conducta discordante) y por último se 
convierte en ley, etapa en la cual de-
berá existir un cuerpo de hombres 
designados por el Estado, que garan-
tizarán su aplicación y cumplimiento.  
 
Pero en el caso actual, frente al tema 
de la discriminación y exclusión, es-
tamos en una situación contraria: 
existe la norma, pero no se ha esta-
blecido la costumbre. Estamos frente 
a la sanción de una norma legal como 
parte de un tratado, y es necesario 
comenzar una tarea que supone 
desmontar temores y resistencias, 
siendo necesario desautorizarlas y 
reformular los relatos compartibles 
acerca de la discapacidades. 
 
Nos encontramos en un caso similar 
al ocurrido en el siglo XIX en Estados 
Unidos  con la abolición de la esclavi-
tud. Este es el ejemplo al cual se re-
curre habitualmente porque es un 
hecho hartamente conocido.  La nor-
ma era justa, suponía un claro avan-
ce respecto a la costumbre imperante 
en la época. Sin embargo no fue aca-
tada por todos. Y la carencia en el 
acatamiento provino tanto de los pa-
trones como de los propios esclavos 
de la región sur de Estados Unidos. 
El liberto tenía la condición pero no 
podía ejercerla, no sabía en definitiva 
convivir con la misma. 
 
¿Qué nos sucede al ver los adelantos 
que se producen en las normativas 
señaladas? 
 
                                                 
13 Max Weber, Economía y Sociedad, página 22. 



 

Sucede algo similar: estamos todos 
de acuerdo en el tenor de estas Con-
venciones, de estas normas, sin em-
bargo, en la aplicación de las mis-
mas, nos encontramos transitando  
un camino que tiene muchos obstácu-
los para vencer, obstáculos que su-
ponen prejuicios incorporados en el 
imaginario colectivo y que son nece-
sarios derribar. Ese camino es nece-
sario recorrerlo, porque estamos fren-
te a un derecho reconocido. 
 
Permítanme realizar entonces, algu-
nas posibles explicaciones a este fe-
nómeno: 
 

• la discapacidad históricamente 
estuvo relegada a esferas de 
lo oculto y vergonzoso 

• estableció un fuerte vínculo 
con la pobreza (elemento que 
aun persiste) 

• no se  concibió a las personas 
con discapacidad, como gene-
radores de recursos económi-
cos 

• más que como sujeto de dere-
chos, se la concibe como per-
sonas a las cuales es necesa-
rio “proteger” y merecedoras 
de actitudes asistencialistas 

• se ha considerado necesario 
realizar un agrupamiento entre 
las discapacidades que impi-
den su inserción con los de-
más ciudadanos, produciéndo-
se una doble relación nefasta: 

        / se autoexcluyen 
   / los excluimos  
 
No es mi intención en esta ponencia 
debatir el tema conceptual de si de-
bemos utilizar la palabra inclusión o 
integración. Será rico escuchar las 
distintas exposiciones que se realicen 

en las dos jornadas al respecto. La 
INCLUSIÓN se basa en el reconoci-
miento de que la presencia de niños 
con discapacidad en las familias, es-
cuelas, colegios y lugares recreativos, 
y su posterior inserción en ámbitos 
laborales,  determinará cambios posi-
tivos y beneficiosos en los aspectos 
culturales, sociales y económicos,  
que redundarán en la esfera indivi-
dual y comunitaria. 
 
Me quiero detener en el tema de la 
pobreza, entendida como la privación 
de las capacidades. Nuestra América 
Latina, presenta un panorama som-
brío en lo que se refiere a la niñez y 
adolescencia en situación de pobre-
za.  Existe un estrecho vínculo entre 
pobreza y discapacidad. La pobreza 
trae discapacidad y la discapacidad, 
pobreza. Hay factores como las ca-
rencias nutricionales, insuficientes 
servicios de salud, falta de agua po-
table, enfermedades infecto contagio-
sas que podrían ser evitadas, etc. 
que pueden constituirse en factores 
de riesgo para la aparición de disca-
pacidades. 
 
Un estudio a propósito de la pobreza 
y la ceguera, realizado en Uruguay 
por la Fundación Braille a partir de 
datos de UNESCO,  se identifican los 
países más pobres del mundo con las 
tasas más altas de ceguera. 
 
El Programa de Acción Mundial para 
las Personas con Discapacidad, es-
tablece las siguientes causas como 
aumento de las discapacidades: 
 
a) Las guerras y sus consecuencias 

y otras formas de violencia y des-
trucción; el hambre, la pobreza, 
las epidemias y los grandes mo-
vimientos de población. 



 

b) La elevada proporción de familias 
sobrecargadas y empobrecidas; 
hacinamiento e insalubridad en vi-
vienda y condiciones de vida. 

c) Poblaciones con alto porcentaje 
de analfabetismo y escasa toma 
de conciencia en materia de servi-
cios sociales básicos o de medi-
das sanitarias y educativas. 

d) Falta de conocimientos precisos 
sobre la discapacidad, sus cau-
sas, prevención y tratamiento; es-
to incluye la estigmatización, la 
discriminación y las ideas erró-
neas sobre la discapacidad. 

e) Programas inadecuados de asis-
tencia y servicios de atención pri-
maria de salud. 

f) Obstáculos, como la falta de re-
cursos, las distancias geográficas 
y las barreras sociales, que impi-
den a mucha gente beneficiarse 
de los servicios disponibles. 

g) La canalización de recursos a ser-
vicios muy especializados, que 
son irrelevantes para las necesi-
dades de la mayoría de las perso-
nas que requieren ayuda. 

h) Falta absoluta, o situación defi-
ciente, de la infraestructura de 
servicios relativos a asistencia so-
cial, sanidad, educación, forma-
ción profesional y empleo. 

i) La baja prioridad concedida, en el 
contexto del desarrollo social y 
económico, a las actividades rela-
tivas a equiparación de oportuni-
dades, prevención de deficiencias 
y su rehabilitación. 

j) Los accidentes en la industria, la 
agricultura o en relación con los 
transportes. 

k) Los terremotos y otras catástrofes 
naturales. 

l) La contaminación del medio am-
biente. 

m) El estado de tensión y otros pro-
blemas psicosociales que entraña 
el paso de una sociedad tradicio-
nal a una moderna. 

n) El uso imprudente de medicamen-
tos, el empleo indebido de sustan-
cias terapéuticas y el uso ilícito de 
drogas y estimulantes. 

o) El tratamiento incorrecto de los 
lesionados en momentos de ca-
tástrofe, que puede ser la causa 
de deficiencias evitables. 

p) La urbanización y el crecimiento 
demográfico y otros factores indi-
rectos. 

 
Estas causas determinan que una 
parte de la población sufra la exclu-
sión, concepto que se opone al de 
inclusión. Inclusión que, entendemos, 
debe ser en todos los órdenes. No 
podemos tener sociedades formadas 
con individuos excluidos. Pensar en 
las causas que determinan  discapa-
cidades, supone pensar en cómo to-
das las personas deben ser integra-
das a una comunidad, sintiendo que 
participan en su construcción.  
 

INCLUSIÓN Y CIUDADANÍA 
 
Por ciudadanía entendemos aquel 
proceso por el cual se van adquirien-
do las pautas que permiten una vida 
en sociedad, la pertenencia a una 
comunidad compartida de valores en 
la que se presenta una similar rela-
ción de los miembros, donde todos 
tienen un mismo status. 
 
Este concepto, que ya fuera trabajado 
por los griegos, fue desarrollado des-
de el punto de vista sociológico por 
T.H. Marshall. Lo interesante de su 
planteo reside en que coloca los de-
rechos en dos grandes grupos: los 



 

derechos civiles y políticos que son 
inherentes a una democracia liberal, y 
por otro lado, los derechos sociales,   
que corresponden a aspectos rela-
cionados con el bienestar de los indi-
viduos. 
 
No es posible desarrollar los distintos 
componentes y fases de la misma, 
pero digamos que desde la adquisi-
ción de los derechos civiles del siglo 
XVIII, pasando por los políticos del 
siglo XIX, a los derechos sociales del 
siglo XX, se ha recorrido un largo 
camino. Los derechos sociales son 
los que se están adquiriendo en for-
ma lenta, y se encuentran asociados 
a los derechos referidos a lograr nive-
les adecuados de salud, educación, 
habitación y seguridad social, de 
acuerdo a los estándares 
prevalecientes de la comunidad 
política de referencia.  
 
Disfrutar de estos derechos supone la 
pertenencia a esa comunidad, y para 
que el individuo pertenezca, es nece-
sario que participe en su  comunidad, 
en su cultura, que pueda ser actor en 
la construcción de la misma. 
 
Como señala Amartya Sen, la cultura 
“No es algo que está afuera como las 
Pirámides, si no que es un proceso 
dinámico y constructivo con activida-
des de emulación e imitación. Es im-
portante estudiar cómo se forman y 
transforman los valores, cómo cam-
bian e interactúan con otros valores y 
culturas”.  
 
De ahí que, el trabajo que supone la 
tolerancia y el respeto a la diversidad, 
entendida en todos los ámbitos que la 
misma puede presentarse,  es una 
labor que concierne a todos los ciu-

dadanos, a todos quienes se sienten 
perteneciendo a una sociedad. 
 

ACCIONES  POSIBLES 
 
Zulhy Sayeed, Consejera Internacio-
nal para la Inclusión de la Niñez, de 
Canadian Association for Community 
Living, señala tres pasos concretos 
para que sea posible la inclusión 
educativa: 
 
*  Creación de redes de conocimiento 
e información para el cambio 
 
*  Establecer relaciones entre las 
ONG y sectores de la sociedad civil 
para trabajar para el cambio 
* Desarrollar un marco de monitoreo 
para medir los progresos de inclusión 
 
A esto, pensando en una inclusión 
social, puede agregarse: 
 
* Que las organizaciones no estén 
formadas únicamente por personas 
que tiene discapacidad o familiares 
con discapacidad 
* La inclusión deberá ser en todos los 
ámbitos, tratando de acelerar los pro-
cesos de sensibilización a nivel de 
padres, docentes y toda la comuni-
dad. 
*  Modificar las estructuras creadas 
por el hombre, para que todos poda-
mos andar los mismos caminos sin 
barreras que separen. 
 
Para terminar, retomemos entonces 
lo señalado con anterioridad: es tarea 
de todos nosotros desmontar temores 
y resistencias que se han generado al 
nivel de la sociedad hacia este grupo.  
 
La propuesta planteada en la Con-
vención de los Derechos del Niño es 



 

clara en avanzar a un mundo en don-
de los niños/as y adolescentes pue-
dan crecer con dignidad, libertad, 
equidad y paz. 
 
El Taller sobre Políticas de Inclusión 
Educativa para niños con capacida-
des diferentes, es un hito de sensibili-
zación y un espacio desde el cual se 
puedan abordar algunas esferas que 
una Inclusión Educativa y Social su-
pongan.  
 
El cambio se debe procesar en todos 
los ámbitos: desde las decisiones 
políticas, la comunidad en general, 
los docentes, los padres y la institu-
ción educativa. La sensibilización se-
rá un aspecto fundamental en tanto 
convoque a todos los actores. Las  
jornadas que estaremos compartien-
do, constituyen elementos que apun-
tan al camino de la INCLUSIÓN.  
Sean bienvenidas. 
 
Muchas gracias.   

M
u
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I. INTRODUCCION 
 
Esta ponencia expone brevemente el 
origen, contexto y cronología de los 
principales acontecimientos que han 
servido de pilar para el proceso de 
Integración e inclusión social y educa-
tiva de la niñez con discapacidad en 
Honduras, impulsado por el sector 
privado. 
 
Mediante un inventario del marco ju-
rídico vigente y análisis comparativo  
establece la vinculación  entre la le-
gislación nacional, documento pro-
puesta de Políticas Sociales para la 
prevención de la discapacidad, Aten-
ción y Rehabilitación Integral de las 
Personas con Discapacidad y Promo-
ción y Protección de sus Derechos y 
Deberes, convenios y tratados inter-
nacionales suscritos por el país; valo-
ra su aplicabilidad e impacto en ase-
gurar las condiciones de plena inte-
gración e inclusión de la niñez con 
discapacidad.  
 
En el apartado de magnitud de la dis-
capacidad en Honduras describe los 
programas y proyectos privados dedi-
cados a la Educación Especial, Inte-
gración e Inclusión Educativa, esta-
dísticas, cobertura, oferta, logros y 
limitaciones de la ejecución. Da cuen-
ta de los avances y lecciones apren-
didas en materia de calidad de los 

servicios, participación de las perso-
nas con discapacidad, familias y con-
formación de redes.  
 
Concluyendo con una reflexión basa-
da en la experiencia del sector priva-
do, familia y personas con discapaci-
dad. 
 
II. OBJETIVOS 
 
Socializar los avances nacionales en 
materia de Educación Especial, inte-
gración e inclusión Educativa de la 
Niñez con discapacidad desde la 
perspectiva de la sociedad civil orga-
nizada involucrada. 
 
III. ANTECEDENTES DE LA INTE-
GRACION E INCLUSION SOCIO-
EDUCATIVA EN HONDURAS. 
 
CONTEXTO HISTORICO EN QUE 
SE DESARROLLA LA ATENCIÓN 
 
En el período de 1994-1998, la Comi-
sión Nacional de Modernización del 
Estado, realiza la reforma del Sector 
Público Central, pretendiendo una 
mayor Descentralización y  participa-
ción de la Sociedad Civil Organizada 
en respuesta a la problemática social.  
 
Algunas de  las  acciones  que afecta-
ron positiva  y negativamente el sec-
tor, específicamente la Educación 



 

Especial y proceso de Integración 
Educativa son los siguientes: 
 
A finales de 1980 se crea por iniciati-
va privada, con apoyo del Cuerpo de 
Paz y  en coordinación con la Secre-
taria de Educación  la primera Aula 
Recurso del país en la Escuela Ra-
món Rosa, Proyecto posteriormente 
ampliado por la Secretaria a otras 
zonas del país y descontinuado en 
los años 90.  
1985 Con el  objetivo de suplir la ca-
rencia de docentes especializados en 
el campo que respondieran a las ne-
cesidades del proyecto, se crea la 
carrera corta (dos años) en la Escue-
la Superior del Profesorado Francisco 
Morazán actual Universidad Pedagó-
gica Nacional Francisco Morazán, 
UPNFM, dirigida a docentes regula-
res en servicio que trabajarían en 
esta modalidad.  
 
Según estadísticas establecidas en 
1993 por el  Ministerio de Educación 
3,725 niños eran atendidos en aulas 
recursos, con una extensión comuni-
taria hasta 2,775, haciendo un total 
de 6,500 en las aulas recursos y el 
sector no formal. INE, Septiembre 
2002   
 
En 1994 por iniciativa del Sector Pri-
vado con apoyo financiero del AID, se 
reestructura la Carrera de Educación 
Especial en la UPNFM, con el objeti-
vo de formar docentes especialistas 
con un enfoque integral, actualmente 
esta Universidad forma profesionales 
a nivel de licenciatura con un enfoque 
integral  pero se carece de las orien-
taciones a especialidades.   
 
En 1994  La Universidad Nacional 
Autónoma de Honduras UNAH, crea 
en la Carrera de Pedagogía la Orien-

tación de Educación Especial con 
énfasis en Retardo mental y Proble-
mas de Aprendizaje y el Servicio de 
Apoyo a Estudiantes con Discapaci-
dad SED. 
 
En 1986 se funda la Sección de Edu-
cación Especial en la Secretaria de 
Educación, la cual fue cerrada en 
1995 provocando estancamiento del 
Apoyo al sector y desvinculación  in-
tersectorial 
 
1990, por Decreto 184/87 Ley de 
Habilitación y Rehabilitación de la 
Persona Minusválida, inicia funciones 
el Instituto Hondureño de Habilitación 
y Rehabilitación de la Persona Mi-
nusválida IHRM, organismo encarga-
do de rectorar, dirigir, controlar y su-
pervisar las acciones en materia de 
rehabilitación integral a nivel nacional, 
emanadas por el Consejo Consultivo 
Intersectorial. En 1992 por Acuerdo 
Presidencial se crea el Consejo Na-
cional para  la Atención del Menor 
con Discapacidad, CONAMED, que a 
su vez formo parte del Consejo Re-
gional para la Atención del Menor con 
Discapacidad CORAMED, ambos 
adscritos a la Secretaria de Educa-
ción, decaen totalmente con el cierre 
de la Sección hasta dejar de funcio-
nar. 
 
1995 Se cierra el IHRM, por mandato 
de la Comisión Presidencial de Mo-
dernización del Estado, traspasándo-
se  sus funciones intersectoriales a  la 
Secretaria de Salud, por Decreto Eje-
cutivo No. PCM-030-95, como una 
división de Rehabilitación Integral 
dependiente de Riesgos Poblaciona-
les. Actualmente conformado como 
Departamento de Rehabilitación y 
Atención Integral  a la Persona con 
Discapacidad. 



 

Cabe destacar el esfuerzo en  la 
prestación de servicios de Educación 
Especial de parte de ONG Ś, Organi-
zaciones de Personas con Discapaci-
dad, padres y madres de familia que 
data desde 1938 para las personas 
con discapacidad auditiva y 1940 vi-
sual, ampliándose sucesivamente la 
cobertura hacia otras discapacidades.  
 
En los años 90 se observa un auge 
de organizaciones de personas con 
discapacidad, y centros privados para 
la Rehabilitación y Educación Espe-
cial. Actualmente se registran en el 
directorio de la Coordinadora de Insti-
tuciones y Asociaciones de Rehabili-
tación de Honduras CIARH 2003, 38 
Centros  de Educación Especial y 
programas de Integración Educativa a 
nivel nacional, de los cuales cuatro 
son estatales, dos dependientes del 
Instituto Hondureño de la Familia 
IHNFA, uno de la Alcaldía Municipal 
de San Pedro Sula, uno de la Univer-
sidad Nacional Autónoma de Hondu-
ras. 
 
A partir de la década de los 90 entre 
los principales aportes del Sector en-
caminados hacia la Integración se 
destacan: Sensibilización para el ac-
ceso, capacitación a docentes del 
Sistema Educativo Nacional y técnico 
del campo apoyo a propuestas de 
Legislación como el Decreto 184/87, 
Políticas Nacionales de Educación 
Especial decreto 1662-93. entre 
otros. Este proceso fue acompañado 
por Compañeros de las Americas 
Honduras, Vermont, padres de familia 
y profesionales del campo que reque-
rían de respuestas sociales y educa-
tivas. 
 
 A partir de 1996 surgen las redes del 
Sector  motivadas por la necesidad 

de coordinación Inter-institucional, 
intersectorial, mayor participación 
nacional, cumplimiento de derechos, 
búsqueda de sostenibilidad social, 
técnica y económica, carencia de  
una Política rectora nacional, incum-
plimiento de legislación del área entre 
otros, como ser la Coordinadora de 
Instituciones y Asociaciones de Re-
habilitación de Honduras CIARH en 
1996, Federación Nacional de Orga-
nismos de Personas con Discapaci-
dad en Honduras FENOPDIH  2001 y 
la Federación Nacional de Padres de 
Personas con Necesidades Especia-
les de Honduras FENAPAPENESH 
reactivada en el año 2000. 
 
Después de hacer un recuento de los 
acontecimiento históricos relaciona-
dos con el desarrollo de la Educación 
Especial, integración e inclusión Edu-
cativa en el país, se destacan mo-
mentos claves que han impactado el 
campo, como la aprobación del De-
creto 184-87 que contempla, la crea-
ción del Consejo Consultivo intersec-
torial y del Instituto Hondureño de 
Habilitación y Rehabilitación de la 
Persona Minusválida, como el orga-
nismo encargado de rectorar, dirigir y 
supervisar las acciones en materia de 
rehabilitación y habilitación de la 
"Persona Minusvalidas". 
 
Su cierre en 1995, el de la Sección de 
Educación Especial en la Secretaria 
de Educación, como el del Consejo 
Nacional Para La Atención al Menor 
con Discapacidad CONAMED adscri-
to a la Secretaria, paralizaron las ac-
ciones nacionales iniciadas encami-
nadas al proceso de integración edu-
cativa,  provocando  estancamiento y 
la desarticulación entre los diferentes 
involucrados a nivel  nacional. 
 



 

Con la fundación de las redes del 
sector de Discapacidad antes descri-
tos. Se ha logrado superar en parte el 
vacío de la participación Estatal, 
coordinar y ejecutar acciones locales, 
regionales y nacionales. 
 
IV. LEGISLACIÓN 
 
Después de realizado un inventario y 
análisis comparativo de la legislación 
vigente, documento de propuesta de 
Políticas Sociales para la prevención 
de la discapacidad, Atención y Reha-
bilitación Integral de las Personas con 
Discapacidad y Promoción y Protec-
ción de sus Derechos y Deberes, va-
lorar su aplicabilidad y vinculación 
con el marco jurídico, convenios y 
tratados internacionales al cual el 
país esta suscrito se concluye lo si-
guiente: 
 
Entre la Legislación General del País 
que hacen referencia o incluyen a las 
personas con discapacidad se desta-
ca: 
 
La Constitución de la República  con 
15 Artículos 
 
Ley General de Educación, con 8 Ar-
tículos 
 
Comisionado Nacional de Derechos 
Humanos: Decreto Ejecutivo Número 
26-92 
 
Comisionado de Derechos Humanos, 
Decreto 153-95 
 
Ley de Equidad Tributaria e incenti-
vos al Empleo: Decreto 54-96, Artícu-
los 1,2 
 
Ley del Instituto Hondureño de la Ni-
ñez y la Familia  

 
Código de Salud, Decreto Legislativo 
número 65-91,  18 Artículos  
 
Ley del Ministerio Público, Decreto 
228-93: 2 Artículos 
 
La Constitución de la República data 
del principio de los años 80, reflejo de 
un contexto en que el Estado es de 
corte benefactor, por ejemplo el Arti-
culo 169, establece que el Estado 
sostendrá y fomentara la educación 
de los minusválidos lo que muestra 
una perspectiva paternalista, no obs-
tante después de transcurrido estas 
dos décadas se ha reestructurado, 
observando que parte de este contra-
to social se ha roto y cada vez mas el 
Estado se ha des- responsabilizado, 
asumiendo en gran parte su rol las 
Organizaciones privadas del campo.  
 
El Artículo 120 de la Constitución de 
la República obliga al Estado a crear 
Legislación especial para la rehabili-
tación y protección del minusválido. 
El Estado de Honduras ha cumplido 
con estas exigencias incluyendo en el 
Sistema Jurídico General a la perso-
na con discapacidad y creando Legis-
lación especial.  
 
La Ley de Educación, en su capítulos 
I artículos 52, 53, 54, 55, 56, 57 y 
Capitulo II, artículos 58,59, están diri-
gidos hacia la Educación Especial  de 
niños/jóvenes y adultos en institucio-
nes especializadas o en los centros 
educativos  regulares, públicos o pri-
vados. 
 
Esta ley tiene como objetivos garanti-
zar  una atención oportuna y de cali-
dad, ofrecer formación individualizada 
e integral, orientada al desarrollo de 
la personalidad, facilitar la integración 



 

en la educación regular, evitar la se-
gregación por problemas de aprendi-
zaje.  
 
Aunque La Ley de Educación con-
templa ampliamente a la niñez con 
discapacidad  y desde 1990 se cuen-
ta con el Acuerdo 1662-EP-91 Políti-
cas Oficiales de Educación Especial, 
emitidas por la Secretaria estas no 
fueron socializadas ni cumplidas. Ac-
tualmente no existe un plan nacional, 
estrategias ni supervisión de parte del 
Sector de Educación. Esta situación 
tiene como consecuencia la escasa 
cobertura, carencia de unificación de 
criterios  y falta de coordinación de 
acciones.  
 
No obstante la Secretaria de educa-
ción aporta al presupuesto  y ha do-
tado de  plazas de maestros a algu-
nas de las instituciones de Educación 
Especial.  
 
Cabe destacar que estas Leyes ante-
ceden a la Convención sobre los De-
rechos del Niño, entrada en vigor en 
Septiembre 2 de 1990, que en Hon-
duras toma fuerza con el Código de la 
Niñez y la Adolescencia en 1996. 
 
Entre la Legislación Especial se enu-
meran las siguientes: 
 
1. Decreto 926, creación del Consejo 
Nacional de Rehabilitación Integral.  
2. Decreto 56-84 creación del Día 
Hondureño de Solidaridad del Limita-
do. 
3. Decreto 184-87 Ley de Habilitación 
y Rehabilitación de la Persona Mi-
nusválida, en cuyo capitulo V se crea 
el Instituto Hondureño de Habilitación 
y Rehabilitación de la Persona Mi-
nusválida,  

4. El Decreto 17-91, la Ley de Pro-
moción de Empleo para Personas 
Minusvalidas.  
5. Acuerdo No 1662-EP 91: Políticas 
oficiales de Educación Especial,  
6. Consejo Nacional para la Atención 
al Menor con Discapacidad (CONA-
MED),  
7. Acuerdo Presidencial de XII Cum-
bre Presidencial de 1992.  
8. La Fiscalia Especial del Menor y 
Discapacitado, Ministerio Público 
1994.  
9. Documento Propuesta de Políticas 
Sociales para la Prevención de la 
Discapacidad, Atención y Rehabilita-
ción Integral de las Personas con 
Discapacidad y Promoción y Protec-
ción de sus Derechos y Deberes.  
 
Este documento esta vinculado en su 
totalidad a los convenios y tratados 
internacionales del campo con espe-
cial mención a las Normas Uniformes 
sobre la Igualdad de Oportunidades 
Para las Personas con Discapacidad, 
Aprobado por las Naciones Unidas, 
mediante resolución 48/96 del 20 de 
Diciembre de 1993.  
En resumen, existe en Honduras un 
amplio marco jurídico de once leyes 
generales que incluyen artículos rela-
cionados con la niñez con discapaci-
dad y siete Leyes específicas en el 
campo de la Rehabilitación, sin sufi-
ciente divulgación.  
 
Las Leyes Generales y especiales del 
sector se caracterizan por una amplia 
tendencia proteccionista, uso de ter-
minología obsoleta y carencia de re-
glamentación que permita su aplica-
ción. 
 
El documento Propuesta de Políticas 
Sociales Para La Prevención de la 
Discapacidad, Atención y Rehabilita-



 

ción Integral de las Personas con 
Discapacidad, Promoción y protec-
ción de sus Derechos y Deberes. En-
tre sus estrategias contempla la crea-
ción del Consejo Nacional Multisecto-
rial de Rehabilitación que fungirá co-
mo ente rector a nivel nacional. Al 
entrar en vigencia se contará con en-
tidades técnicas ejecutivas directa-
mente responsables en las diferentes 
Secretarias de Estado, que en pleno 
constituirán el nivel ejecutivo, norma-
tivo.  
 
Con esto se dará un fuerte apoyo a 
las acciones internas de cada secre-
taria e intra e intersectoriales, su  
coordinación permitirá la racionaliza-
ción de recursos nacionales, el dise-
ño e implementación de un Plan Na-
cional, su organización, implementa-
ción  y regulación.   
 
En consecuencia como país se ob-
tendrá un mayor impacto a favor de 
las personas con discapacidad y su 
familia.  
 
V. MAGNITUD DE LA DISCAPACI-
DAD EN HONDURAS 
 
NIVEL EDUCATIVO DE LA POBLA-
CION CON Y SIN DISCAPACIDAD 

 

El 53% de las personas con discapa-
cidad no han alcanzado ningún  nivel 
educativo, y solamente el 7 % han 
recibidos estudios de secundaria. 
Esta distribución es significativamente 
diferente de la distribución de la po-
blación hondureña global. INE, Sep-
tiembre 2002.  
En el grafico de población con disca-
pacidad por nivel educativo y sin dis-
capacidad, hay diferencia de 21 pun-
tos porcentuales en la categoría de 
los que no tienen ninguna escolari-
dad, lo que muestra el abandono y 
dificultad de acceso a los servicios 
educativos, debido a la ineficiencia de 
la política de equidad dirigida a po-
blaciones excluidas. 
 
ANALFABETISMO SEGUN INE 2002 
Datos comparativos respecto al anal-
fabetismo  de la población general y 
la población con discapacidad, mues-
tran diferencia que son más significa-
tivas en los grupos más jóvenes. El 
51% de las personas con discapaci-
dad, mayores de 15 años, no saben 
leer ni escribir, cuando para este 
mismo rango de edad es del 20% de 
la población. 
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La tasa de analfabetismo es particu-
larmente elevada cuando las perso-
nas no hablan (87%) tienen retardo 
mental (85%) sordera total (76%). 

 
NIVEL EDUCATIVO DE LOS NIÑOS 
SEGÚN INE 2002 
 
Se puede observar que los niños con 
deficiencia sensorial o con deficiencia 
física, han logrado en promedio sólo 
1.5 años, es decir 3 veces menos que 
el promedio nacional. 

 
En el caso de los niños con una defi-
ciencia mental el promedio disminuye 
a 0.8 (6 veces inferior al promedio 
nacional). 

El 8 % de los niños hondureños  de 7 
a 17 años, no han ingresado a prima-
ria;  en el caso  de los niños con dis-
capacidad esta proporción alcanza el 
44%. Se puede observar que en el 
caso de niños con deficiencia mental 
el 70% no han entrado a primaria. 
 
 

 
En este apartado se ha mostrado la 
prevalencia de la pobreza en disca-
pacidad, se ha podido ver las dificul-
tades de acceso a los servicios edu-
cativos, los altos niveles de analfabe-
tismo, la ineficiencia del sistema 
escolar de mantener los niños y niñas 
dentro del sistema educativo. 
 
COBERTURA GEOGRÁFICA DE LA 
ATENCIÓN PRIVADA: 
 
Como respuesta a las necesidades 
de atención educativa de la población 
con discapacidad en el país y en vista 
de la ausencia de servicios estatales, 
las organizaciones privadas realizan 
desde 1938 un gran esfuerzo a nivel 
nacional por brindar alternativas en 
prevención, rehabilitación funcional, 
educación especial y Rehabilitación 
Profesional. 
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Fuente: Encuesta CIARH 2003 
 
Se observa una tendencia al aumento 
de la participación privada en la aten-
ción de personas con discapacidad, 
ello ha incurrido simultáneamente a 
que el Estado se ha ido modernizan-
do y con estas mejoras abandonando 
el modelo del Estado de bienestar, se 
ha estimulado el crecimiento de orga-
nizaciones privadas.  
 
Adicionalmente este proceso se debe 
a las mayores capacidades que ha 
ido logrando la sociedad civil, es no-
torio el aumento en los primeros años 
de esta década, que sugiere un cre-
cimiento exponencial.  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

Según encuesta de CIARH 2003, 
existen en Honduras 38 Centros de 
Educación Especial e Integración 
Educativa, en su mayoría ubicados 
en Tegucigalpa y San Pedro Sula, 
fundados a partir de 1938 por iniciati-
vas de ONG s̀ y fundaciones priva-
das, con la excepción de dos centros 
dependientes del Instituto Hondureño 
de la Niñez y la Familia IHNFA, uno 
de la Municipalidad de San Pedro 
Sula y un Servicio de Apoyo a Estu-
diantes con Discapacidad SED de la 
Universidad Nacional Autónoma de 
Honduras. 
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Las instituciones de Educación Espe-
cial cuentan con programas dirigidos 
a los niveles de Pre-básico, Básico y 
Pre-vocacional. 
 
Su mayoría ha adoptado la estrategia 
de Integración Educativa,  Rehabilita-
ción RIC /Rehabilitación Basada en la 
Comunidad. Aunque en la  mayoría 
de las sedes de las instituciones se 
localizan en las principales ciudades 
y cabeceras departamentales han 
desarrollado una estructura de base 
comunitaria en zonas rurales y ba-
rrios urbano-marginales más poster-
gados como por ejemplo  Zapote Nor-
te, Sur, El Pantanal, Las Pavas, San 
Francisco, Villa Nueva, Los Laureles, 
Iberia, el Centavo en el Municipio del 
Distrito Central, San Ignacio, Cedros, 
Guaimaca y el Porvenir en Francisco 
Morazán, Cofradía, Chamelecón, Po-
trerillos, Pimienta en Cortés, San 
Marcos de Colón en Choluteca, San 
Lorenzo en Valle, Tocoa, Trujillo en 
Colón, Isleta en Yoro entre otros. 
  
 

 
 
 
 

 
Según encuesta a 22 Instituciones de 
Educación Especial e Integración 
CIARH 2003, estas actúan en ámbi-
tos urbanos y rurales, en la grafica 
anterior se observa que el 43% traba-
jan combinadamente y otro 43% que 
trabaja a nivel rural.  
     

 
Según la encuesta de CIARH del 
2003, las discapacidades a nivel na-
cional más atendidas por las institu-
ciones son la discapacidad intelec-
tual, Parálisis Cerebral infantil. Las 
menos cubiertas autismo y Proble-
mas de aprendizaje, esta última debi-
do a que las instituciones abordan 
esta área desde la estrategia de Inte-
gración educativa, pero a excepción 
de tres organizaciones no cuentan 
con un programa especifico.  
 
         
 
 
 
 
 

Cobertura Geográfica de las 
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De las 38 instituciones de Educación 
Especial e Integración Educativa re-
gistradas en CIARH, se destaca que 
en su mayoría atienden varios tipos 
de discapacidades, en promedio 3. 
 
 

 
 
22 de las 38 Instituciones que aplica-
ron la encuesta de CIARH 2003, re-
gistran una atención en el Centro de 
Educación Especial de 2,336 perso-
nas con discapacidad, siendo el ran-
go de edad más atendido el corres-
pondiente a 7-14 años y el menos 

atendido de 4-6 años. El nivel Pre-
escolar se divide por áreas de madu-
ración, e incluye Estimulación Tem-
prana. Esta es la edad más propicia 
para la atención, sin embargo existe 
poca vinculación entre los servicios 
maternos infantiles, centros de reha-
bilitación y educación especial, ade-
más de la escasa información, orien-
tación a la familia y comunidad como 
estrategias de prevención.  
 
De 7-14 años en la mayoría de las 22 
Instituciones encuestadas se  divide 
para la atención niveles de madura-
ción, habilidades, siguiendo un currí-
culum adaptado al concluir el proceso 
y certifican por si mismo. En algunos 
casos se organizan como una escue-
la de Educación Especial basados en 
el currículum regular de Educación 
Básica, integrando a la escuela regu-
lar a partir de tercer grado para ello 
se cuenta con un convenio con la 
Secretaria de Educación de convali-
dación entre el nivel cursado en Edu-
cación Especial y el grado en que se 
integra. En otros casos cursan en el 
centro de Educación Especial el Nivel 
Básico completo obteniendo al finali-
zar el certificado de la Secretaria de 
Educación. 
 
En el rango de 15-35 años, si perma-
necen en el Centro de Educación Es-
pecial, continúan en  programas, Pre-
Vocacionales o Vocacionales, se 
apoya su integración al Nivel Medio 
superior o son insertados laboralmen-
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te. 
Según 22 instituciones de Educación 
Especial que aplicaron la encuesta  
de CIARH 2003, se atiende un total 
de 2367, el sexo más atendido es el 
masculino con un 56% en compara-
ción al femenino con un 44%, esto 
debido a que en la familia se da prio-
ridad a la atención del varón y se so-
breprotege o discrimina a la mujer. 
 

 
 
 
Las 22 instituciones que remitieron 
información de la encuesta de CIARH 
2003, 20 cuentan con un programa 
de integración o inclusión educativa y 
registran 1882 personas con discapa-
cidad apoyadas en los diferentes ni-
veles del sistema educativo, corres-
pondiendo un 58 % al sexo masculino 
y 42% para el sexo femenino, (316 
personas menos 16%). 

Esta grafica muestra que del total de 
personas con discapacidad apoyados 
en Integración Educativa (1882) la 
mayor cobertura esta en el nivel bási-
co con 51%. Y la menor en nivel su-
perior con un 2%.  
 

 
En los últimos dos años, 9 de los 22 
Instituciones de Educación Especial e 
Integración que aplicaron la encuesta 
CIARH 2003, han capacitado de ma-
nera sistemática a 1321 docentes del 
Sistema regular. 
 
VI. ALGUNAS EVIDENCIAS DE RE-
SULTADOS OBTENIDOS 
 
El área de discapacidad ha sido un 
sector tradicionalmente excluido de la 
agenda pública con profundas caren-
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cias presupuestarias y desde su sur-
gimiento las ONG‘S dedicadas a la 
prestación de este tipo de servicios 
han desarrollada estrategias para su 
fortalecimiento a través de la gestión 
local e internacional y en menor pro-
porción captan recursos de aporta-
ciones de las familias de los partici-
pantes.  
 
Esta situación llevo además de la 
búsqueda de sostenibilidad financiera 
a la creación de estrategias de soste-
nibilidad comunitaria, destacándose 
la fuerte participación en la atención 
previo entrenamiento de familiares 
particularmente las madres y de per-
sonal voluntario en su mayoría muje-
res altamente comprometido. El im-
portante número de personal volunta-
rio empírico, los 430 docentes y téc-
nicos reportados en el directorio de 
CIARH 2003, que laboran en 27 de 
los 38 Centros de Educación Especial  
e Integración Educativa, exigen la 
capacitación permanente como una 
constante institucional.     
 
Si bien es cierto en esta década ha 
habido un incremento sustancial del 
recurso humano comparado con las 
anteriores, una de los principales difi-
cultades de las organizaciones consti-
tuye la obtención de personal espe-
cializado ya que en el país se forman 
recursos humanos sin una especiali-
zación que los habilite para trabajar 
con discapacidades especificas.  
 
En el documento 45 Años de Aporte a 
la Educación Nacional en Honduras, 
de la Dirección de Investigación de la 
Universidad Pedagógica Francisco 
Morazán UPNFM 2001, se brindan 
estadísticas que indican que en el 
periodo de1985 al 2002, esta institu-
ción ha graduado 270 profesionales 

siendo el promedio de egresados por 
año de 16.  Otros se forman con el 
aval de esa entidad a nivel del Diplo-
mado de Rehabilitación Basada en la 
Comunidad RBC, habiendo egresado 
en dos promociones un total de 220 
personas.  
 
El personal del sector se ha caracte-
rizado por el desempeño de múltiples 
funciones que van desde la preven-
ción comunitaria de discapacidades, 
atención directa, capacitación, sensi-
bilización a la comunidad, entrena-
miento a padres, cabildeo y gestión. 
Pese a la multiplicidad de funciones 
esta década se destaca porque las 
ONG S̀, del área de discapacidad 
atienden a nivel nacional una amplia 
gama de discapacidades.  
 
La situación del recurso humano im-
pacta en la atención específica de las 
diferentes discapacidades como es el 
caso de los niños/niñas autistas, de 
baja visión y discapacidades múlti-
ples, cuya oferta es reciente, aun es-
casa. Con respecto a los niños/niñas 
superdotados no existen estadísticas, 
ni ofertas de servicios. 
 
En el caso de las personas con baja 
visión se han atendido tradicional-
mente como personas ciegas cuando 
su intervención debe ser diferenciada 
y debe procurar el máximo aprove-
chamiento de su capacidad visual 
residual.  
 
La calidad en la atención exige eva-
luaciones especializadas, medica-
mentos, atención en muchos de los 
casos individualizada, equipo, mate-
riales didácticos y ayudas técnicas en 
su mayoría importadas, las ong ś han 
asumido el reto a través de la gestión 
permanente ya que es solo hasta en 



 

el año 2002 que el sector cuenta con 
fondos asignados para cubrir parte de 
su presupuesto. 
 
Las ONG ś  han trabajado aislada-
mente, con políticas, procedimientos 
y registros propios a sus necesida-
des, como consecuencia no hay uni-
formidad en la información disponible 
lo que dificulta el dar cuenta del tra-
bajo global realizado en la década.  
 
En este contexto de individualismo 
Institucional y con los escasos recur-
sos disponibles las ONG Ś del sector 
han generado escasas  investigacio-
nes, sistematización de experiencias 
y estadísticas.  
 
Es a partir de 1996 con la creación de 
CIARH, que se cuenta con un espa-
cio de discusión enriquecedora, inter-
cambio de experiencias y se hace un 
esfuerzo por unificar criterios técnicos 
y administrativos, que posibilite el 
cabildeo y gestión conjunta, brindán-
donos una identidad como grupo. 
 
En el 2002 se implementa el Sistema 
de información propio de Centros de 
Rehabilitación Integral NANDO, pro-
movido por CIARH y se cuenta con 
algunas experiencias de sistematiza-
ción relacionadas con la Integración 
Educativa y Rehabilitación Basada en 
la Comunidad. 
 
Entre los resultados obtenidos con las 
redes del sector y sus alianzas estra-
tégicas, se destaca lo siguiente: 
 
Inclusión del sector en el documento 
de Estrategias de Reducción de la 
Pobreza y propuesta de Transforma-
ción de la Educación. Creación del 
renglón Presupuestario del Sector de 
discapacidad en el Presupuesto Ge-

neral de la República, como aporte al 
presupuesto global institucional. Ma-
yor vinculación y participación inter-
institucional e intersectorial, con im-
pacto en la Propuesta de Documento 
de Políticas Sociales para la preven-
ción de la discapacidad, Atención y 
Rehabilitación Integral de las Perso-
nas con Discapacidad y Promoción y 
Protección de sus Derechos y Debe-
res, Plan de Gobierno 2002-2005, 
participación en Mesas Sectoriales, 
Mesa de Consulta para otorgamiento 
de Proyectos para Niñez y Juventud 
del Fondo Innovador de Desarrollo y 
Asistencia Social FIDAS-FHIS,  In-
formes Alternativos para el Cumpli-
miento de Metas del acuerdo de Lima 
y de Cumbre Mundial por la Infancia, 
Creación de un sistema de denuncias 
a favor de personas con discapacidad 
entre otros.  
 
En la década de los 90 en Honduras 
se ha dado un giro en la atención en 
Educación Especial, que ha ido de la 
visión clínica de la Rehabilitación a la 
intervención con base comunitaria. 
En donde los padres de familia así 
como las personas con discapacidad 
juegan un papel muy importante, lo 
cual no deja de tener sus implicacio-
nes en términos de desestimular la 
especialización del recurso humano. 
Sin embargo por iniciativa del sector 
se crea en el 2001, el Diplomado en 
Rehabilitación con Base en la Comu-
nidad avalado por la UPNFM.  
 
ALGUNOS MODELOS DE 
ORGANIZACIÓN DE 22  ONG Ś 
 
El nivel Pre-escolar se divide por 
áreas de maduración, e incluye Esti-
mulación Temprana.  
 



 

De 7-14 años equivalente al nivel bá-
sico, se  divide para la atención en 
niveles de maduración, habilidades, 
siguiendo un currículum adaptado. Al 
concluir el proceso lo certifican por si 
mismo. 
 
En algunos casos se organizan como 
una escuela de Educación Especial 
basados en el currículum regular de 
Educación Básica, integrando a la 
escuela regular a partir de tercer gra-
do, para ello se cuenta con un conve-
nio con la Secretaria de Educación de 
convalidación entre el nivel cursado 
en Educación Especial y el grado en 
que se integra.  
 
En otros cursan en el centro de Edu-
cación Especial el Nivel Básico com-
pleto obteniendo al finalizar el certifi-
cado de la Secretaria de Educación. 
 
De 15 a 35 años si permanecen en el 
Centro de Educación Especial, conti-
núan prioritariamente en  programas, 
Pre-Vocacionales o Vocacionales, se 
apoya su integración al Nivel Medio 
superior o son insertados laboralmen-
te. 
 
Se destaca que del modelo de Edu-
cación Especial en Centros de Reha-
bilitación se ha avanzado a la Inte-
gración Educativa cada vez más tem-
prana en escuelas de la comunidad, 
con una clara tendencia hacia el logro 
de una plena inclusión, basada en la 
intervención concertada de todos los 
involucrados. 
 
Desde el punto de vista técnico se 
cuenta con un mayor instrumental 
metodológico como se enuncia a con-
tinuación: 
 

Las escuelas de educación Especial 
e Integración Educativa utilizan una 
diversidad de métodos, técnicas ins-
tructivas y de asesoramiento para 
identificar las diversas preferencias 
de aprendizaje, aprovechamiento del 
potencial residual y promover así un 
participación más activa  en la clase y 
en las diferentes esferas. 
 
Entre los Métodos que enuncian las 
22 Instituciones encuestadas están 
los siguientes:  
 
Para Personas ciegas y con baja vi-
sión 
Entrenamiento visual, de Nataly Ba-
rraga  
Palabras Normales, (adaptado).  
Ecológico, Belkys León 
Visión Ecológica de la Estimulación 
Visual, David Bayme 
Ivey, para entrenamiento en baja vi-
sión, James Schott, Rikcard Chap-
man, Universidad de Florida. 
Desarrollo Perceptivo, Maria de Jesús  
Vicente Mosquete  
Uso del Ábaco para la enseñanza de 
las matemáticas 
Estenografía, para abreviaciones de 
la escritura Braille 
Diferencias e Igualdades para la En-
señanza de la escritura Braille. 
 
Con Propositos múltiples: 
Montessori, Maria Montessori   
Interactivo, Glenn y Cunningham 
Multisensorial, Flo Longhorn 
Aprender Haciendo, John Dewey 
Asociación 
Integración Neurosensorial 
Bobath. para Parálisis Cerebral Infan-
til Phd. Bertha y Karen Bobath, (Lon-
dres)  
 
Alfabetización de Adultos 



 

Método Interactivo, Padre F. Statten 
Bach (Alemania)  
Palabras Normales ó Generadoras, 
Kramer (Alemania)  
ABC, de Español, Javier Quintero  
(Colombia) 
 
Para Personas con discapacidad au-
ditiva y de Lenguaje 
Comunicación Total 
Comunicación Alternativa 
Lenguaje de señas 
Lectura Labio-facial 
Verbo-tonal 
 
Otras alternativas de atención se des-
tacan: 
Músico terapia 
Terapia de Relajación Acuática 
Hipo terapia / Equino terapia 
Terapia Recreativa 
Terapia Ocupacional 
 
Entre las Principales Estrategias de 
abordaje se enuncian:  
Rehabilitación Integral Comunitaria / 
Rehabilitación Integral Comunitaria 
Integración Educativa 
Inclusión Educativa 
Instrucción a niveles múltiples, Schulz 
& Turnbull, 1984 
Maestro en Ayuda de Maestro, Dr. 
Gordon L. Porter, 1995 
Intervención Individualizada 
Adaptación Curricular 
Protagonismo Infantil 
De niño a niño 
Apoyo pedagógico / tutorial 
Protagonismo de Personas con Dis-
capacidad 
Conformación de Equipos Inter-
disciplinario y Trans-disciplinarios 
Participación Activa de la Familia 
(Padres pro-activos, de Padre a Pa-
dre, Escuela para Padres) 
Comunicación facilitada, Glenn Do-
man 

Acceso a la Comunicación e informa-
ción a través de Transcripciones al 
Braille, ampliaciones para baja visión, 
uso de Software Adaptativos para 
computo, utilización de interpretes y 
guías videntes entre otras. 
 
VII. REFLEXIÓN FINAL 
 
El modelo actual de reducción y re-
pliegue del Estado para efectos de 
discapacidad no ha sido totalmente 
funcional y es insostenible por lo que 
se requiere de una reforma a un Es-
tado fuerte, sólido, con tendencia a 
rectorar y fortalecer el Sector. 
  
A través de la gestión, cabildeo, sen-
sibilización y buenas practicas profe-
sionales de las ONG Ś, el Estado a 
tomado mayor conciencia de la im-
portancia de la Educación Especial 
en apoyo al cumplimiento  de com-
promisos nacionales adquiridos en el 
marco de Educación para Todos para 
el año 2015, Normas Uniformes sobre 
la Igualdad de Oportunidades para 
las Personas con Discapacidad, Do-
cumento Propuesta de Políticas 2003.  
 
Este hecho se evidencia en el marco 
del Proyecto Salvemos Primer Grado, 
conformación de la red de ONG Ś 
trabajando en Educación CONCOR-
DÉ, inclusión del tema dentro de la 
Estrategia de Reducción de Pobreza, 
en el nuevo Currículum Nacional Bá-
sico y para el Nivel Medio, donde la 
atención a la diversidad constituye 
uno de los ejes fundamentales de 
actuación y con la decisión explicita 
de restablecer al interior de la Secre-
taria una dependencia responsable. 
 
Actualmente se pueden contar con 38 
Instituciones en el área de Educación 
Especial e Integración formalmente 



 

constituidas  que atienden aproxima-
damente un 30% de la población con 
discapacidad a nivel Nacional y que 
muestra evidentemente que queda 
una gran deuda social por asumir en 
este tema, no obstante hay que apun-
tar logros importantes producidos de 
iniciativas privadas. Cubriendo una 
gama importante de discapacidades.  
 
Es predecible el incremento de la par-
ticipación de la Sociedad Civil Orga-
nizada especialmente de Organiza-
ciones de Redes de Personas con 
Discapacidad así como el fortaleci-
miento entre Sectores trabajando en 
Educación lo que redundara en el 
mayor bienestar de las Personas con 
Discapacidad, Familia y Comunidad. 
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I. Marco conceptual 
 
La exclusión es sus diferentes varian-
tes y manifestaciones, ha marcado 
con una impronta profunda a la so-
ciedad humana. Hoy día los extraor-
dinarios frutos del progreso científico 
y tecnológico, no benefician a la 
humanidad entera; un porcentaje mi-
noritario, que vive en los países des-
arrollados y las élites de los países en 
desarrollo, son los dominantemente 
beneficiarios de tal progreso. El resto 
es víctima de distintos grados de ex-
clusión. 
 
Tal marca excluyente aparece afec-
tando a diversos sectores de nuestras 
sociedades, ya sea por razones de 
género, etáreas, étnicas, raciales, 
entre otras, o la que nos ocupa, en 
este trabajo: por la condición de dis-
capacidad. 
 
En nuestras sociedades, en las cua-
les prevalecen entornos culturales, 
que subestiman, discriminan y exclu-
yen a las personas con discapacidad, 
estas personas no tienen, en la prác-
tica, los mismos derechos que el re-
sto de los ciudadanos, aún cuando la 
normativa vigente establezca la 
igualdad como un principio 
fundamental. 

 
La imbricación existente entre los 
paradigmas tradicionales en el campo 
de la discapacidad y el modelo médi-
co rehabilitador, colocan a las perso-
nas con discapacidad en una posición 
subordinada, pasiva, dependiente, 
objeto de la beneficencia privada o 
pública. 
 
No obstante los avances jurídicos, 
tanto en los ámbitos internacional 
como nacional, el reconocimiento 
efectivo de los derechos de las per-
sonas con discapacidad, todavía no 
es real ni práctica.  
 
El avance que se ha dado en la últi-
ma década, a raíz de la adopción por 
parte de la Naciones Unidas de las 
Normas Uniformes para la Igualdad 
de Oportunidades para las Personas 
con Discapacidad, la aprobación y 
entrada en vigor de la Convención 
Interamericana para la Eliminación de 
Todas las Formas de Discriminación 
contra las Personas con Discapaci-
dad del Sistema de la Organización 
de Estados Americanos (OEA) y los 
avances en normativa específica en 
los países, todavía está lejos de tra-
ducirse en prácticas antidiscriminato-
rias e inclusivas. 

 



 

En algunos países al tenor de los 
avances normativos y paradigmáticos 
en el campo de la discapacidad, se 
muestran algunos avances relativos. 
Por ejemplo, de la exclusión histórica 
se ha pasado a diferentes formas de 
integración tanto educativa como so-
cial. Aún reconociendo que esto re-
presenta un paso de avance, tal si-
tuación no resuelva plenamente el 
reconocimiento efectivo de los dere-
chos humanos de las personas con 
discapacidad. Quizás la principal limi-
tación de la integración, es que la 
persona con discapacidad debe 
adaptarse al sistema que la sociedad 
le ofrece y no se da lo que sería lo 
más justo y apropiado: que la socie-
dad se ajuste a las necesidades de 
todos sus miembros; es decir que sea 
plenamente incluyente. 

 
El paradigma de los derechos huma-
nos, por el contrario, clama por una 
auténtica inclusión, en todas las esfe-
ras de la sociedad. Aquí la sociedad 
debe adaptarse, en sus valores cultu-
rales (eliminando prejuicios subesti-
mativos y actitudes discriminatorias y 
excluyentes), en sus variados servi-
cios, en la accesibilidad física y arqui-
tectónica, en la universalidad de sus 
diseños, a todas las personas que las 
conforman y no a un prototipo (arque-
tipo) con ciertas características espe-
cíficas. 

 
Compartimos el enfoque sobre las 
diferencias éticas entre integración e 
inclusión planteado por la brasileña, 
Claudia Werneck que establece que 
la integración está basada en la ética 
de la igualdad mientras que la inclu-
sión, se fundamenta en la ética de 
diversidad humana. Concebimos 
asimismo a la discapacidad como una 
condición que agrega un elemento 

más a la diversidad existente en la 
humanidad y no como un componen-
te totalizador del ser humano que la 
tiene y que lo marca, para siempre, 
en las relaciones sociales, en una 
situación de irrespeto de sus dere-
chos humanos. 

 
Tal es el marco conceptual en que 
ubicamos el tema de la inclusión edu-
cativa y social de la niñez y adoles-
cencia con discapacidad de los paí-
ses de la subregión. 
 
 
II. La inclusión educativa y social 
en la normativa jurídica 
 
 En los últimos cuatros lustros, 
se ha dado un significativo avance 
jurídico, en el ámbito tanto internacio-
nal e interamericano, en el campo de 
los derechos humanos de la persona 
con discapacidad. Igualmente se han 
empezado a dar importantes cambios 
paradigmáticos, que se reflejan en los 
avances normativos y empiezan a 
hacer sentir su influencia –en algunos 
casos, todavía tímidamente—en la 
formulación de algunas políticas pú-
blicas, que emergen en nuestros paí-
ses. 
 
La atención del tema ha ido creciendo 
en el seno de las Naciones Unidas. 
Prueba de ello fue la declaratoria de 
este organismo del Año Internacional 
de los Impedidos (1981), el cual tuvo 
como producto más relevante, el Pro-
grama de Acción Mundial para los 
Impedidos. 

 
Tal y como lo indica el capítulo de 
antecedentes de las Normas Unifor-
mes:  “Ambos subrayaron el derecho 
de las personas con discapacidad a 
las mismas oportunidades que los 



 

demás ciudadanos y a disfrutar en un 
pie de igualdad de las mejoras en las 
condiciones de vida resultantes del 
desarrollo económico y social.  Tam-
bién por primera vez se definió la dis-
capacidad como función de la rela-
ción entre las personas con discapa-
cidad y su entorno.” 

 
Con la aprobación de tales Normas 
Uniformes, el 20 de diciembre de 
1993, se avanzó en el reconocimiento 
de los derechos humanos como en 
una visión paradigmática más inclusi-
va; sin embargo la principal debilidad 
de tales normas era su falta de vincu-
lancia en relación con las medidas 
que adoptaran los Estados, a diferen-
cia de convenciones o tratados vigen-
tes en el campo de los derechos 
humanos. No obstante, tal limitación, 
al calor de estas normas, se han po-
dido establecer algunos adelantos. 
Algunos países, por ejemplo, tomaron 
como modelo aspectos importantes 
de las Normas Uniformes, a la hora 
de aprobar leyes específicas relacio-
nadas con los derechos de las perso-
nas con discapacidad. 

 
Cabe ahora esperar un avance más 
sustantivo a partir de que Naciones 
Unidas apruebe una convención “am-
plia e integral, que proteja la dignidad 
y los derechos humanos de las per-
sonas con discapacidad”. Esta con-
vención se viene fraguando, con fuer-
za, desde que la Asamblea General 
de la ONU, aprobara el 19 de diciem-
bre del 2001, la Resolución 56/ 168, 
presentada por México, mediante la 
cual se creó una comisión especial 
abierta a la participación de los Esta-
dos, la cual viene llevando adelante 
este proceso. 

 

También se debe incluir en este 
avance sobre normas y aspectos pa-
radigmáticos, la adopción de conve-
nios y declaraciones en organismos 
especializados de la ONU, como la 
OIT, la OMS, la UNESCO, etc. 

 
La Declaración de Salamanca y el 
Marco de Acción Mundial sobre Ne-
cesidades Educativas Especiales: 
Acceso y Calidad, entre otros docu-
mentos, se han constituido en impor-
tantes referentes en lo que se refiere 
a inclusión de las personas con dis-
capacidad, particularmente, en el 
ámbito educativo. 

 
Otra legislación que da soporte a la 
inclusión de la niñez y la adolescen-
cia con discapacidad, tanto desde la 
perspectiva educativa como social, en 
general, es la Convención de los De-
rechos del Niño, adoptada por Nacio-
nes Unidas el 20 de noviembre de 
1989. En este sentido, el artículo 23 
de tal tratado es, particularmente, 
esclarecedor. 

 
Otra normativa a la que se puede 
hacer referencia en el contexto regio-
nal y subregional, es la Convención 
Interamericana para la Eliminación de 
Todas las Formas de Discriminación 
contra las Personas con Discapaci-
dad, aprobada por la OEA en 1999. 
Es de esperar una mayor contribución 
emanada de esta normativa, una vez 
que el Comité encargado de vigilar el 
cumplimiento efectivo de este instru-
mento antidiscriminatorio, empiece a 
funcionar. 

  
Con respecto a Costa Rica, cabe se-
ñalar que los instrumentos jurídicos 
más relevantes en materia de disca-
pacidad, son: 
 



 

-la ley número 5347, de creación del 
Consejo Nacional de Rehabilitación y 
Educación Especial, 
 
-la ley 7600 de Igualdad de Oportuni-
dades para las Personas con disca-
pacidad, promulgada en mayo de 
1996 y su reglamento, dos años des-
pués. 
 
 Esta última ley (declarada de 
interés público) va ofrecer un marco 
normativo amplio y fundamentado en 
los derechos humanos. En el campo 
educativo, establece a través de su 
artículo 14 que “El Estado garantizará 
el acceso oportuno a la educación a 
las personas, independientemente de 
su discapacidad, desde la estimula-
ción temprana hasta la educación 
superior. Esta disposición incluye tan-
to la educación pública como la pri-
vada en todas las modalidades del 
Sistema Educativo Nacional.” 
 
 Aparte de estos instrumentos 
jurídicos internacionales, regionales y 
nacionales, en Costa Rica, se han 
impulsado políticas públicas en el 
campo de la discapacidad (CNREE, 
2001-2010) y resoluciones como la 
emitida por el Consejo Superior de 
Educación, que complementaría una 
buena base jurídica y política para 
avanzar en la inclusión social y edu-
cativa de la niñez y la adolescencia 
con discapacidad. Asimismo en el 
plan nacional de desarrollo de la ac-
tual administración (2002-2006), se 
contemplan políticas y acciones 
orientadas al fortalecimiento de los 
servicios sociales, el acceso a los 
servicios de salud integral, el acceso 
a la educación y a la formación técni-
ca de los niños, niñas y adolescentes 
con discapacidad.   
 

III. Cal y arena 
 
 En el campo de la educación, 
en general, Costa Rica exhibe algu-
nos importantes logros. El 15 de abril 
de 1869, en el Gobierno de Jesús 
Jiménez, se declara la gratuidad y 
obligatoriedad de la escuela primaria.  
 
La abolición del ejército, después de 
la guerra civil de 1948, marca tam-
bién un hito en la historia costarricen-
se. De cara al desarrollo social la 
abolición de la institución castrense, 
tuvo su importancia ya que como lo 
declaraba José Figueres Ferrer, 
quien encabezara al triunfante Ejérci-
to de Liberación Nacional en 1948, el 
dinero que nos ahorramos en el gasto 
militar lo dedicaremos a la educación 
y la salud. 

 
Así las cosas, la Constitución Política 
que emerge de tal coyuntura (1949), 
establece que un 6 % del presupues-
to nacional se orientará a la educa-
ción. La importancia que se da a la 
educación se refleja en el avance 
alcanzado en alfabetismo (menos de 
un 5 % de la población es analfabe-
ta). 

 
Sobre bases de estabilidad política, 
social y económica, el país adquiere 
cierto desarrollo en la segunda parte 
del siglo XXI. Tal acumulación lo si-
gue colocando en un lugar destacado 
en el Índice de Desarrollo Humano 
(IDH) del Programa de Naciones Uni-
das para el Desarrollo (PNUD).  En el 
presente año 2003, Costa Rica se 
coloca en el lugar 42, tercer lugar en 
América Latina y El Caribe; sólo su-
perado por Argentina y Uruguay. 

 
Asimismo el indicador de pobreza en 
Costa Rica, indica que un 21 % de 



 

hogares en este país centroamerica-
no de 4 millones doscientos mil habi-
tantes, está por debajo de la línea de 
pobreza. 

 
No obstante lo acumulado hasta el 
presente y la existencia de algunos 
indicadores favorables, la situación 
costarricense ha venido cambiando, 
en los últimos años, especialmente 
en el campo del desarrollo social. Así 
que aunque el porcentaje de pobreza 
es menor  si se compara con algunos 
países de la región, la verdad es que 
ese porcentaje se ha mantenido en 
los últimos ocho años. Hay un estan-
camiento en este campo, sino un re-
troceso, ya que lo que no dice tal ín-
dice, es que a partir de un desmejo-
ramiento de la distribución del ingreso 
nacional, cada vez más familias reci-
ben ingresos, que están muy cerca-
nos a los propios de esa línea de po-
breza. 

 
Desde mediados de la década de los 
años ochenta, diferentes gobiernos 
han venido aplicando medidas eco-
nómicas, de carácter neoliberal, que, 
poco a poco, han debilitado progra-
mas sociales, que se desarrollaron en 
años anteriores. 

 
Éste, desde luego, no es el medio 
más adecuado para el desarrollo in-
clusivo de las personas con discapa-
cidad. 

 
IV. El acceso a la educación  

 
4.1. Tres opciones educativas 
Para los niños, niñas y adolescentes 
con discapacidad, en Costa Rica 
existen y se mantienen, de manera 
imbricada, las tres opciones de la 
educación para las personas con dis-
capacidad: 

 
Educación especial: Se desarrolla 
en centros que sólo matriculan a ni-
ños con discapacidad, los atienden 
educadores y educadoras que se han 
formado específicamente en este 
campo. 
 
Educación integrada: Los y las es-
tudiantes con discapacidad van a los 
mismos centros educativos regulares, 
pero son ubicados en una aula dife-
rente y reciben una atención particu-
lar. Consecuentemente, se mantiene 
la segregación. 
 
Educación inclusiva: Es aquella en 
la cual se educa bajo un único siste-
ma de educación para todos y todas, 
en el cual cada quien aprende de 
acuerdo a sus capacidades y en 
arreglo a un método adecuado. 

 
4.2. La educación para las perso-
nas con discapacidad en números 
 
El más reciente informe del Departa-
mento de Educación Especial del Mi-
nisterio de Educación Pública (MEP) 
(1), fija la siguiente situación hasta el 
año 2.002: 

 
“Los centros de educación especial, 
que representan la estructura educa-
tiva más segregada funcionaron en  
número de 22 y atienden alumnos y 
alumnas con retardo mental, sordera, 
discapacidad auditiva, problemas 
emocionales, discapacidad visual y 
discapacidad múltiple,  que requieren 
apoyos de alta intensidad y durabili-
dad.” 

 
Al abrirse en el presente año un nue-
vo centro, se pasó a 23 centros, que 
se encuentran concentrados en las 
ciudades principales, particularmente 



 

en el gran área metropolitana. Con-
secuentemente, no se puede afirmar 
que exista una oferta de carácter na-
cional. 

 
Esos centros educativos de primaria 
(I y II ciclo) recibieron durante el año 
2.002, un total de 5.280 estudiantes, 
incluidos los de atención directa y de 
apoyos fijo e itinerante. 

 
Por otro lado, también en primer ciclo 
pero no en centros de educación es-
pecial, fueron matriculados 14.470 de 
apoyo fijo y 3.272 de apoyo itineran-
te.} 

 
En educación preescolar con apoyo 
fijo, hubo una matrícula de 583 niñas 
y niños. En aula integrada fueron ma-
triculados 6.652 alumnos con retraso 
mental, 292 sordos y 345 con disca-
pacidad múltiple. 

 
En el III y en el IV ciclo diversificado 
de la educación especial (prevoca-
cionales), se matricularon 3637 estu-
diantes con discapacidad. Por su par-
te, en el campo de la educación para 
adultos (centros socio-laborales), in-
gresaron 995 estudiantes. 
Esto totaliza 34.531 estudiantes, se-
gún lo indicado por el informe del 
MEP. 

 
En relación con el desarrollo de la 
educación inclusiva y otros aspectos 
asociados a ella, en el citado informe, 
elaborado por Gerardo Monge, Direc-
tor del mencionado departamento, se 
señala lo siguiente: 
 
“La educación inclusiva toma au-
ge: Esta modalidad educativa, que se 
da  en las secundarias regulares, 
continua siendo una modalidad relati-
vamente segregada, por lo que ha 

planteado al Consejo Superior de 
Educación que apruebe un proyecto 
piloto  denominado “Inclusión de 
Estudiantes de III y IV ciclo de Edu-
cación Especial en Educación 
Técnica”, que consiste en atender en 
los cursos  regulares de educación 
técnica a los estudiantes con necesi-
dades educativas asociadas a disca-
pacidad,  para que tengan mayores 
opciones de formación y desarrollo 
social. Los profesores especiales y de 
materias técnico-profesionales siguen 
apoyando al personal y a los estu-
diantes. El pilotaje se platea a des-
arrollarse en 6 secundarias de dife-
rentes modalidades  y en diversas 
regiones del país.” 
   
“Los estudiantes con necesidades 
educativas llegan a las aulas regu-
lares: Sin embargo el paradigma de 
atención educativa a estudiantes con 
necesidades educativas asociadas a 
discapacidad ha venido transformán-
dose en un accionar que  busca la 
atención educativa en los medios 
educativos menos restringidos. Esto 
es el aula regular. Según datos preli-
minares del Departamento de Esta-
dística de este Ministerio,  si  se asu-
me el crecimiento que se obtuvo del 
año 2000 al 2001,  en el año 2002 
asistieron a las aulas regulares una 
cifra aproximada de 79.600 estudian-
tes con  necesidades educativas,  
asociadas a diferentes discapacida-
des.”  
 
“Un 10.13 % muy importante: El 
Departamento de Estadística reporta 
que en el año 2002 el país contó con 
una población estudiantil de 937.154 
estudiantes.  De estos,  79.600 pre-
sentan algún tipo de necesidad edu-
cativa asociada a discapacidad, lo  
que corresponde al 8.49 %  de la po-



 

blación total estudiantil.  De la misma 
manera 15.448 estudiantes asisten a 
servicios de educación especial, lo 
que corresponde a un 1.64 %, para 
un total general de 10.13 % de estu-
diantes con necesidades educativas 
en el Sistema Educativo Costarricen-
se.” 
 
 “Un apoyo nuevo; los maestros de 
apoyo: En estos  casos  los estudian-
tes asisten al aula regular y reciben 
los apoyos educativos de parte de los 
maestros  de apoyo, ya sean estos 
fijos o itinerantes.” 
 
“En el año 2.002,  1.753 estudiantes 
recibieron apoyos con maestros es-
peciales directamente desde los cen-
tros de educación especial y 17.742  
con maestros de apoyo nombrados 
en las escuelas regulares, para un 
total de 19.495 estudiantes. 

 

En total son 1050 maestros de apoyo 
que atienden estudiantes con necesi-
dades   educativas asociadas a dife-
rentes discapacidades, con lo que se 
está dando un cambio en el rol de los 
profesionales en educación especial 
para ajustarlos al nuevo paradigma 
de atención educativa. Apoyos espe-
cíficos son aportados por el Ministerio 
de Educación Pública para estudian-
tes con retraso mental, problemas de 
conducta, sordera, problemas del 
lenguaje, problemas de aprendizaje, 
discapacidad múltiple y enfermeda-
des neuro-degenerativas.”  
 
“A la vez, a este grupo estudiantil,  se 
le brindaron  en   el Sistema Educati-
vo   adecuaciones curriculares, como 
rampas para el acceso al espacio 
físico, modificaciones al plan de estu-
dios y ayudas técnicas, entre otras  
de la siguiente manera:

 
 

POBLACION ESTUDIANTIL  SEGÚN NIVEL EDUCATIVO 
Y  TIPO DE ADECUACION RECIBIDA 

Costa Rica 2002 
 

TIPO DE ADECUACION  PREESCOLAR I y II CICLO ESCUELAS 
NOCTURNAS 

III CICLO y DI-
VERSIFICADA 

TOTAL 

Acceso 767 8003 97 1900 10767 
No significativa 2156 57920 18 18516 78610 
Significativa 253 4510 6 375 5144 
TOTAL 3176 70433 121 20791 94521 

Fuente: Departamento de Estadística MEP 
 

 
 

En el cuadro anterior puede visuali-
zarse que las adecuaciones curricula-
res de carácter significativo, repre-
sentan únicamente el 5.44 de las 
adecuaciones aplicadas a los estu-
diantes, que corresponden a los es-
tudiantes con retraso mental que 
asisten a la educación regular.” 
 

4.3. Pero… 
 
No obstante que estos datos estadís-
ticos muestran esfuerzos y avances 
en el campo del acceso y la inclusión 
educativa de los niños, niñas y ado-
lescentes con discapacidad en Costa 
Rica, todavía se está lejos de una 



 

verdadera inclusión, que posibilite su 
mejor desarrollo educativo y social. 
 
Una de las principales fuentes de ac-
ciones en la Defensoría de los Habi-
tantes, son las denuncias asociadas a 
diferentes formas de discriminación 
educativa, que sufren las personas 
con discapacidad. 
 
En los períodos de matrícula, no son 
pocas las quejas, que publican los 
medios de comunicación de padres 
de familia que denuncian sobre niños 
y niñas con discapacidad rechazados 
en centros educativos privados y pú-
blicos. Igualmente, la Sala Constitu-
cional es receptora de recursos de 
amparo contra estas escuelas, que 
pretenden desconocer el derecho a la 
educación de estos niños y niñas. 
 
Un muy alto porcentaje de superviso-
res, quienes tienen un importante rol 
en las 20 regiones educativas en que 
está dividido el país, no mantienen 
una posición abierta a la matrícula de 
niños y jóvenes con discapacidad en 
las aulas regulares, aún cuando exis-
te una clara normativa en este cam-
po. 
 
De la misma manera, todavía muchos 
educadores y educadoras de primaria 
y de secundaria, mantienen prejuicios 
subestimativos y discriminatorios 
frente a estudiantes con discapaci-
dad. “A mi me  formaron para educar 
a niños normales”, “yo no sé nada 
sobre adecuaciones curriculares”, 
“por atender al niño minusválido, se 
me va atrasar el resto del grupo” y así 
por el estilo, son frases que se repi-
ten. Es de reconocer que el MEP ha 
venido haciendo esfuerzos para ca-
pacitar a los educadores y educado-
ras en el campo de la discapacidad, 

en función de eliminar actitudes dis-
criminatorias. 
 
La creación en el 2.002 del Centro 
Nacional de Recursos para la Inclu-
sión Educativa (CNRIE), se ubica en 
este marco de esfuerzos. Este centro 
que tiene también funciones en el 
campo de la información, la investi-
gación, el apoyo y asesoría en ayu-
das técnicas y la resolución alternati-
va en conflictos educativos, ha venido 
desarrollando actividades de capaci-
tación para educadores, que irán 
dando mejores resultados en la inclu-
sión educativa, en la medida que pro-
fundice y consolide su trabajo. 
 
Uno de los problemas que se señalan 
es el hecho de que los educadores y 
educadoras que forman tanto las uni-
versidades públicas como privadas, 
no reciben los conocimientos necesa-
rios en el campo de la discapacidad, 
que les permita desarrollar una labor 
respetuosa de la diversidad y plena-
mente inclusiva. Aunque esto se ha 
empezado a corregir, todavía los es-
fuerzos son limitados e insuficientes. 
A estos problemas se le debe sumar 
la resistencia que presentan algunos 
educadores especiales hacia la edu-
cación inclusiva. Hay que recordar 
que fueron formados en paradigmas 
que aceptaban la segregación; lo que 
hace que el cambio no se dé con la 
celeridad deseada. 
 
Todas estas dificultades y resisten-
cias se dan teniendo como gran mar-
co, la existencia de un entorno socio-
cultural, que subestima y discrimina a 
la población con discapacidad. 
   
 Es importante también señalar 
en este punto que la mayoría de es-
cuelas y colegios no cuentan con 



 

condiciones de accesibilidad. En el 
Plan Nacional de Desarrollo 2002-
2006, se reconoce que sólo el 18 de 
los centros educativos son accesi-
bles. Este porcentaje indudablemente 
bajará si se trata de definir centros 
plenamente accesibles, con rampas 
adecuadas para su ingreso y despla-
zamiento interior, con baños accesi-
bles, etc. 
 
Finalmente, es oportuno indicar que 
si bien es cierto hay cierto avance en 
lo que se refiere a dotación de ayu-
das técnicas (relacionadas con nece-
sidades educativas), la demanda, 
especialmente de estudiantes pobres 
está muy por encima de la oferta 
existente. 
 
V. Inclusión social 
 
Un elemento clave de la inclusión 
social es la participación económica a 
través de la incorporación laboral y 
productiva. Cuando se llega a la edad 
adulta, la independencia estará irre-
misiblemente asociada al acceso al 
trabajo. De otra manera, la vida de la 
persona con discapacidad estará 
marcada por la dependencia familiar, 
de la caridad privada o de la asisten-
cia pública. 
 
No es posible descartar la necesidad 
de diversos tipos de apoyos en arre-
glo a determinadas condiciones y tipo 
de discapacidades, sin embargo, de-
be la sociedad, en primer término, 
brindar las oportunidades para que 
toda persona pueda trabajar, producir 
y desarrollarse al máximo de sus po-
tencialidades. 
 
En el campo del acceso al empleo, la 
situación de las personas con disca-
pacidad es sumamente difícil. Se es-

tima que más de dos tercios de las 
personas con discapacidad, en con-
diciones y con deseos de trabajar, no 
lograr conseguir un empleo debido, 
especialmente, por la subestimación 
productiva y por el hecho de que mu-
chos potenciales empleadores, tanto 
públicos como privados, son influen-
ciados por el entorno socio-cultural 
dominante, que asocia discapacidad 
con enfermedad. 
 
A esta barrera de carácter actitudinal, 
se le debe sumar la calidad de la 
oferta laboral (relativamente baja de-
bido a la exclusión histórica, educati-
va y en formación técnica). Tal situa-
ción complica las cosas en sistemas 
de producción cada vez más competi-
tivos y exigentes en requisitos. En 
esta suerte de darwinismo productivo, 
sólo las personas mejor preparadas 
compiten y ganan. El rezago formati-
vo que presenta un porcentaje eleva-
do de la población con discapacidad 
(causado, en gran medida, por las 
desventajas estructurales), hace que 
en la búsqueda de un puesto de tra-
bajo en el mercado laboral competiti-
vo, tienda a ser colocado de último el 
solicitante de empleo con discapaci-
dad. 
 
Los números son elocuentes: de cada 
100 personas con discapacidad que 
acuden a la Dirección Nacional de 
Empleo del Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social de Costa Rica, me-
nos de 10 logran, eventualmente, 
colocarse. 
 
Igualmente, la opción del auto-
empleo a través de la microempresa 
individual o familiar, tampoco no es 
una opción significativa. La falta de 
crédito accesible en los bancos, la 
escasa o casi nula formación geren-



 

cial, entre otros factores, hace que 
sean muy pocos los emprendimientos 
que se conviertan en experiencias 
exitosas de auto-empleo de personas 
con discapacidad.  
 
Desafortunadamente, este panorama 
tan poco alentador, que cuestiona el 
derecho al trabajo y la equiparación 
de oportunidades en el empleo para 
las personas con discapacidad, tien-
de a avizorase aún más crítico en el 
futuro si prevalecen las actuales ten-
dencias económicas. 
 
De ahí que debamos preocuparnos 
mucho, de cara al futuro, sobre la 
inclusión productiva y laboral de 
quienes, aún con los problemas y 
limitaciones planteadas más arriba, 
ha logrado tener acceso a la educa-
ción.  
 
La inclusión no es otra cosa que un 
proceso integral, que toca todas las 
esferas del desarrollo humano. Poco 
avanzamos si los niños, niñas y ado-
lescentes con discapacidad, que se 
suman hoy y en el futuro a sistemas 
educativos cada vez más inclusivos, 
si luego la sociedad no les permite su 
desarrollo pleno a través de procesos 
de equiparación de oportunidades en 
la vida política, social, económica y 
cultural.  
 
VI. Algunas conclusiones 
 
-Existe un desfase entre la teoría y la 
práctica en materia de inclusión edu-
cativa y social. 
-La Ley 7600, que es de carácter 
programático y está basada en prin-
cipios de derechos humanos, de 
igualdad de oportunidades y de vida 
independiente, debe enfrentar un en-
torno donde domina la subestimación, 

la sobreprotección, la discriminación y 
la exclusión social de las personas 
con discapacidad (hay avances pero 
son muy lentos e insuficientes). 
-Las políticas económicas que se han 
desarrollado en los últimos lustros 
han debilitado los programas sociales 
que en el campo de la discapacidad 
son muy importantes como mecanis-
mos compensatorios o de acción 
afirmativa. 
-La mayoría de educadores y educa-
doras participan de estos prejuicios lo 
que hace que en vez de ser impulso-
res del cambio necesario en el entor-
no socio-cultural, más bien se con-
viertan en reproductores de estos 
prejuicios y actitudes subestimativas 
y discriminantes. 
-Persisten muchos casos de discrimi-
nación contra niños, niñas y adoles-
centes con discapacidad en centros 
educativos, tanto públicos y privados. 
-Insuficiente desarrollo en infraestruc-
tura educativa accesible para garanti-
zar la inclusión. 
-Avance relativo en dotación de ayu-
das técnicas pero todavía deficitario e 
insuficiente. 
-Falta de conocimientos técnicos en 
el campo de las readecuaciones cu-
rriculares de la mayoría de los edu-
cadores y educadoras.. 
-Experiencia educativa del país (en 
general y en el campo específico) 
acumulada debe canalizarse adecua-
damente dentro de los nuevos enfo-
ques paradigmáticos y filosóficos en 
discapacidad. 
 
VII. Recomendaciones 
 
-Es necesaria la promoción del cam-
bio hacia sociedades cada vez más 
inclusivas y respetuosas de la diver-
sidad humana; a través de la educa-



 

ción, comunicación y acción e inci-
dencia política.  
 
-Fortalecimiento y aplicación de los 
instrumentos jurídicos, particularmen-
te en lo que se refiere a sanciones. 
Asimismo, participación activa de los 
Estados en el proceso hacia la adop-
ción de una Convención Internacional 
de Derechos Humanos de las Perso-
nas con Discapacidad; así como su 
posterior firma y ratificación. 
 
-Se requiere un esfuerzo institucional 
mayor (incluida la necesaria inversión 
social) en cumplimiento de la ley 
7600 y otros instrumentos jurídicos 
vigentes en el país, en general, en lo 
atinente a la inclusión social de las 
personas con discapacidad y, particu-
larmente, en la inclusión educativa de 
las niñas, niños y jóvenes con disca-
pacidad. 
 
-Garantizar la adecuada formación de 
los y las profesionales en educación 
(o en campos relacionados) en mate-
ria de discapacidad, que los convierta 
en agentes del respeto a la diversidad 
y de la inclusión social y educativa 
(centros de educación superior). 
 
-Ampliar las acciones de capacitación 
(particularmente, el MEP) entre los 
educadores y educadoras, que los y 
las capacite para educar alumnos y 
alumnas con discapacidad y que les 

permita participar adecuadamente en 
los procesos de readecuación curricu-
lar. 
 
-Desarrollar una más eficaz oferta de 
formación técnica, orientada a la in-
serción laboral y productiva, y acom-
pañada por procesos de prospección, 
promoción y colocación en el empleo 
y auto-empleo. 
 
-Avanzar sostenidamente en la acce-
sibilidad física, en el transporte, en la 
información y la comunicación (inclui-
das las TIC). 
 
-Participación activa en esfuerzos de 
incidencia por políticas públicas más 
eficaces de las organizaciones de la 
sociedad civil, particularmente, las 
pertenecientes al movimiento asocia-
tivo de las personas con discapaci-
dad. 
 
¡Sin Patria inclusiva y accesible, 
la Democracia es imposible! 
 
Notas: 
 
1) Gerardo Monge, Director del 
Departamento de Educación Especial del 
Ministerio de Educación Pública(MEP), La 
influencia de la Ley 7600 de Igualdad de 
Oportunidades para las Personas con 
Discapacidad en el Sistema Educativo 
Costarricense: Informe Costa Rica 2002 

 



 

POLÍTICAS PÚBLICAS DE LA INCLUSIÓN EN EL 
SALVADOR 

 
Ing. Edgar Arnoldo Durán 

Vicepresidente de FESALPAD, Inclusión Interamericana 
 

Desde sus orígenes el enfoque para 
la atención de personas con discapa-
cidad, ha sido predominantemente 
médico y, en la mayoría de los casos, 
asistencialista.  Este modelo médico 
tradicional (etiología - patología - ma-
nifestación) ha sido difícil de cambiar, 
enfatiza las funciones importantes de 
rehabilitación y habilitación, pero ex-
cluye una visión más integral de la 
atención, orientada a apoyar la inte-
gración de las personas con discapa-
cidad, mediante mejoramiento del 
acceso a la educación, salud, trabajo 
y a la ampliación de espacios de rea-
lización y participación en la familia, 
la comunidad y la vida nacional. 
 
El nuevo enfoque, para ser efectivo, 
debe: 
 
a) Superar la visión que considera la 

discapacidad como un problema 
exclusivo del Estado y del sector 
Salud.  El modelo médico tradicio-
nal debe cambiarse por uno que 
incorpore la prevención, atención 
oportuna, rehabilitación integral y 
equiparación de oportunidades 
para la participación activa de las 
personas con discapacidad en los 
distintos ámbitos de la vida nacio-
nal. 

b) Propiciar la incorporación y co-
rresponsabilidad de los actores 
claves de la sociedad (sector pri-
vado; comunidad, gobiernos loca-
les), en la priorización, financia-
miento y provisión de servicios, 

planes y programas de atención 
integral a la población con disca-
pacidad. 

 
¿Cuántas son las personas con 
discapacidad? 
 
En El Salvador no existe un sistema 
de información completo y funcional 
que registre fehacientemente a las 
personas con discapacidad.  Las 
fuentes de información que se tienen 
en la actualidad provienen básica-
mente de instituciones estatales de 
rehabilitación y habilitación.  Estos 
datos son parciales y aislados ya que 
únicamente registran a sus usuarios. 
 
 En 1992, la Dirección de Estadísticas 
y Censos presentó, por primera vez,  
cifras nacionales de la población con 
discapacidad, estimándola en 1.6% 
de la población total. Este dato 
subestima a la población con 
discapacidad ya que el Censo solo 
registró la población con impedi-
mentos físicos, sin tomar en cuenta 
todos los otros tipos de discapacidad 
en la locomoción, comunicación, 
destreza, disposición corporal y 
conducta.  
Estimados de la OMS/OPS, determi-
nan que un mínimo del 10% de  la 
población adolece de algún tipo de 
limitación física, sensorial  (visual y 
auditiva) o intelectual,  cifra se incre-
menta notoriamente en países en 
desarrollo y particularmente en aque-
llos afectados por problemas socioe-



 

conómicos o de conflictos armados. 
que han sufrido conflictos armados. 
 
¿Cuáles son sus necesidades y 
demandas? 
 
En ejercicios participativos, talleres 
de análisis, grupos de enfoque, en-
trevistas con directivos de institucio-
nes y usuarios de servicios para per-
sonas con discapacidad se han plan-
teado las necesidades más sentidas, 
las cuales se han definido en cinco 
grandes áreas: 
 
a. Promoción de la salud y pre-

vención de discapacidades; 
b. Acceso a los servicios de salud 

y rehabilitación;  
c. Educación; 
d. Inserción Laboral y Trabajo; 
e. Integración comunitaria y vida 

autónoma. 
 

Una política moderna e integral para 
enfrentar las necesidades de las per-
sonas con discapacidad debe funda-
mentarse en principios que sustenten 
los contenidos mínimos de atención, 
las acciones y las prioridades de los 
actores más importantes de esta ac-
ción. Estos principios orientan y defi-
nen parámetros para garantizar la 
atención de las personas con disca-
pacidad, es integral, adecuada, res-
petuosa, efectiva, facilita la integra-
ción e igualdad de oportunidades.  
Entre estos principios se encuentran: 

 
1. La integración de las perso-

nas con discapacidad: 
 

          Las personas con discapacidad no 
pueden ser aisladas de la comunidad 
de la que forman parte.  Pueden y 
tienen el derecho de vivir, estudiar, 
laborar y disfrutar de su tiempo libre 

en la forma que lo hace el resto de 
personas de su comunidad.  En tal 
sentido y en la medida de lo posible, 
la provisión de servicios de atención 
integral debe realizarse en condicio-
nes similares a las del resto de la po-
blación. 

 
2. Equiparación de oportunidades: 
 
Es decir, establecer condiciones 
equiparables por medio de apoyos 
que complementen capacidades y 
eliminen obstáculos que limitan o ex-
cluyan a las personas con discapaci-
dad en el acceso o disfrute de los 
servicios y bienes de la sociedad, en 
general, y de su comunidad, en la 
particular. 

 
3. Promoción de la Autonomía y 
protagonismo de las personas con 
discapacidad en la solución de sus 
problemas: 
 
Romper con esquemas y estrategias 
de atención basadas en el proteccio-
nismo asistencialista que generan 
dependencia extrema y pasividad.  
Una nueva política integral debe es-
timular la participación activa y directa 
de las personas con discapacidad en 
las decisiones y acciones que los in-
volucren; incentivar la autonomía per-
sonal y la autosuficiencia laboral; im-
pulsar el creciente protagonismo indi-
vidual y colectivo en la resolución de 
conflictos y problemas propios. 
 
Para la vigilancia de estos principios 
deben establecerse mecanismos de 
evaluación ciudadana en la provisión 
de servicios, con la participación de 
padres de familia, fundaciones sin 
fines de lucro e instancias representa-
tivas de personas con discapacidad. 

 



 

ACTORES DE LA POLÍTICA, DEFI-
NICIÓN Y FUNCIONES  
 
La Política Nacional de Equiparación 
De Oportunidades Para Las Personas 
Con Discapacidades, promueve la 
ejecución coordinada de una serie de 
líneas de acción a través de los dife-
rentes niveles de atención íntra o ex-
trasectoriales, haciendo necesario la 
definición o redefinición de roles y 
funciones de cada una de las institu-
ciones que participan en la atención 
integral de esta población, redefini-
ción de los roles y funciones de cada 
uno de las instituciones que partici-
pan en la atención integral de esta 
población, redefiniendo el modelo de 
atención y de gestión de los servicios. 
 
Al determinar, particularmente las 
responsabilidades y competencia de 
cada uno de los actores con el fin de 
brindar una atención integral profe-
sional y  efectiva, se incentiva el buen 
uso de los recursos financieros y de 
personal, eliminando la duplicación 
de esfuerzos. 
  
ROL DEL ESTADO (GOBIERNO 
CENTRAL Y MUNICIPAL): 
 
El Estado es responsable de asegu-
rar a las personas con discapacidad 
el goce de la libertad, la educación, 
salud, cultura, bienestar económico y 
justicia social, así como asumir la 
coordinación de las acciones encami-
nadas a proveer una atención integral 
y equiparación de oportunidades a las 
personas con discapacidad; en térmi-
nos de liderar la elaboración de políti-
cas, impulsar la formulación de pla-
nes y programas, determinar las 
áreas temáticas prioritarias, financiar 
los servicios de atención para las 
personas en situación de pobreza, 

aprobar las normas y vigilar la calidad 
de los servicios. Para obtener mayor 
eficacia y eficiencia, el Estado deberá 
desprenderse progresivamente de la 
administración de establecimientos 
que puedan ser gerenciados por otras 
organizaciones privadas o fundacio-
nes. 
 
El ente público rector para cada área 
especializada de atención debe de 
ser regido de la siguiente manera:   
 
• Ministerio de Salud Publica y Asis-

tencia Social (MSPAS): preven-
ción, detección temprana y aten-
ción en rehabilitación física, men-
tal y psicológica. 

• Ministerio de Educación (MINED): 
educación escolar y profesional. 

• Ministerio del Trabajo y Previsión 
Social: rehabilitación profesional e 
inserción  laboral. 

• Ministerio de Obras Publicas: eli-
minación de barreras urbano-
arquitectónicas y del transporte. 

  
Rol de las Organizaciones No Gu-
bernamentales Voluntarias (Aso-
ciación de Personas con Discapa-
cidades o Familiares de Personas 
con Discapacidades, otras ONGs 
de fomento, apoyo, religiosas y 
gremiales). 
 
Sus competencias serán de coopera-
ción con las entidades que dirigen y 
lideran acciones de prevención, de-
tección temprana y referencia oportu-
na de discapacidades, rehabilitación 
integral, educación y trabajo, entre 
otros.  Apoyarán acciones relaciona-
das con la prevención primaria, pro-
tección social, económica  y jurídica.  
Las acciones deberán ser coordina-



 

das con el CONAIPD y serán sujetas 
a revisión y a convenios. 
 
Para lograr la participación de las 
fundaciones, Organismos No Guber-
namentales, Cooperativas de Médi-
cos, enfermeras y otros, así como de 
empresas comerciales que estén inte-
resadas en brindar estos servicios, es 
necesario descentralizar los servicios 
de atención que actualmente brinda 
el Estado y estudiar los mecanismos 
indispensables para lograr su fácil 
transición.  Siendo los campos de 
actuación múltiples y complejos, las 
diferentes entidades deberán actuar 
coordinadamente bajo un mismo 
marco de política común. 
 
Rol de las Organizaciones No Gu-
bernamentales del Sector Privado: 
 
El papel que desempeñan los Orga-
nismos No Gubernamentales del Sec-
tor Privado como Fundaciones priva-
das y otros actores, son de extrema 
importancia en el desarrollo personal 
e integración social de las personas 
con discapacidad, cuyas necesidades  
son múltiples y la capacidad de finan-
ciamiento y provisión de los servicios 
por parte del Estado, limitadas.  En 
este sentido, es importante fortalecer 
la participación de estas instancias en 
el financiamiento y provisión de aten-
ción integral de las personas con dis-
capacidad. 
 
Persona con Discapacidad: 
 
La persona con discapacidad como 
centro primordial de atención, tiene 
un rol activo, ya que sin su iniciativa y 
su colaboración todo esfuerzo sería 
en vano. Por ello, deben abrirse es-
pacios para su participación en la de-
finición de las políticas y prioridades 

de acción. Además, la persona con 
discapacidad debe  participar, cumplir 
con puntualidad y mostrar perseve-
rancia en los programas educativos, 
laborales, de salud, deportivos y otros 
que ejecuten en su beneficio, mante-
ner la disciplina y actuar con respon-
sabilidad en las empresas que lo con-
traten como trabajador.  Su actitud 
deberá ser positiva y optimista, y re-
portar al CONAIPD, de cualquier si-
tuación que le impida su adecuada 
superación personal e integración 
social. 
 
Rol de las Comunidades: 
 
Todos dependemos de los bienes 
colectivos para obtener vida autóno-
ma e independencia.  La vida se enri-
quece o empobrece en función de la 
colectividad a la que se pertenece.  El 
voluntariado, la colaboración de la 
comunidad en las soluciones de las 
necesidades especiales de las perso-
nas con discapacidad, serán más fac-
tibles si la comunidad favorece la in-
tegración y es solidaria. 
 
V. ESTRATEGIAS GENERALES 
 
Las estrategias generales están ba-
sadas en la redefinición de roles y 
funciones desarrolladas en el acápite 
anterior para la gestión, organización 
y administración de los recursos. 
 
1. Aumentar los recursos para la 
prevención, atención y referencia 
oportuna de las personas con dis-
capacidad. 

 
La prevención, atención y referencia 
oportuna requiere de una fuerte in-
versión de recursos públicos y priva-
dos, los cuales administrados eficien-
temente, pueden disminuir la inciden-



 

cia de discapacidades en el país, be-
neficiándose de esto no solo las per-
sonas potencialmente afectadas sino 
que toda la sociedad salvadoreña. 
Sin embargo, es importante recalcar, 
que el aumento de los recursos  debe 
hacerse utilizando  mecanismos fi-
nancieros sostenibles, control social, 
coparticipación y corresponsabilidad 
financiera de los diferente actores 
involucrados. 
 
2. Incentivar la participación y soli-
daridad ciudadanas. 
 
La integración de las personas con 
discapacidad a la vida social y pro-
ductiva no sólo es una tarea del Es-
tado sino de la sociedad en su con-
junto.  Para ello es necesario impul-
sar el desarrollo de programas de 
Rehabilitación Basada en la Comuni-
dad, Rehabilitación Profesional de 
Base Comunitaria y de Desarrollo 
Comunitario en general. 
 
3. Descentralización de servicios. 

 
Impulsar la descentralización de la 
prestación de servicios de todo tipo  a 
todas las regiones del país, tanto a 
nivel urbano como rural, para que 
sean accesibles a la población nece-
sitada de los mismos. 

 
4. Fortalecer la coordinación insti-
tucional íntra e íntersectorial y te-
rritorial 

 
Una política integral de equiparación 
de oportunidades requiere una coor-
dinación y armonización efectiva de 
decisiones y acciones  de numerosas 
instituciones que aportan diversos 
servicios para la atención de las ne-
cesidades especiales (educación, 
salud, centros comunales de convi-

vencia, espacios colectivos urbanos y 
rurales, centros de referencia diver-
sos, etc.) de las personas con disca-
pacidad. 
 
Esta coordinación debe garantizar 
que los proyectos compartidos por 
diversas organizaciones, respeten la 
autonomía de funciones y competen-
cias, mantengan criterios comunes, 
planes y programas conjuntos. Ade-
más, se debe procurar, el acceso 
equitativo a los recursos y calidad de 
las atenciones en todo el territorio 
nacional y para todos los grupos de 
discapacitados y/o de riesgo. 

 
Para la coordinación a nivel territorial, 
debe impulsarse  corresponsable-
mente  la participación de los gobier-
nos locales. 

 
5. Priorizar y Promover la preven-
ción 

  
Promover la prevención de deficien-
cias y discapacidades, tales las pro-
vocadas por accidentes laborales y 
de tránsito, conflictos bélicos, defi-
ciencias vitamínicas, de ácido fólico y 
otras sustancias con efecto en el me-
tabolismo, problemas genéticos, defi-
ciencias por razones o factores pre, 
peri y post-natales y por enfermeda-
des invalidantes. La prevención es 
mucho menos costosa que la aten-
ción médica y de rehabilitación. 
 
6. Fortalecer la participación priva-
da en la provisión de servicios de 
atención 
 
La mejora de la calidad de los servi-
cios a las personas con discapacidad 
debe perseguir efectividad en el uso 
de recursos y satisfacción de los 
usuarios. Un mecanismo importante 



 

para mejorar los servicios es aumen-
tar la participación privada en áreas 
tales como provisión de servicios,  
programas de investigación e innova-
ción, de formación de personal espe-
cializado en diversas ramas, apoyo 
de centros técnicos y evaluación 
permanente de procesos y resulta-
dos. CONAIPD es la institución más 
adecuada para supervisar la acción 
de los actores privados en este ámbi-
to. 
 
7. Priorizar la investigación y la 
disponibilidad de información ve-
raz y oportuna. 
 
Para ello es necesario que el CO-
NAIPD impulse la creación del  Sis-
tema Nacional de Información de las 
Personas con Discapacidad, que 
identifique a las mismas según indi-
cadores actualizados a la luz de pa-
radigmas de derechos humanos y la 
visión social de la discapacidad.  
 
ÁREAS DE ACCIÓN Y OBJETIVOS. 
 
Es necesario impulsar medidas de 
políticas y acciones en cinco áreas 
especificas de atención integral, para 
lograr la prevención del aparecimien-
to de deficiencias, desventajas y dis-
capacidades, evitar o disminuir las 
secuelas físicas, psíquicas y sociales 
que las mismas provocan; poner al 
alcance de las personas con discapa-
cidades los recursos, y servicios, 
sean estos Estatales o del Sector Pri-
vado, así como la ejecución de medi-
das especificas de rehabilitación e 
integración.  Estas áreas son: 
  

• Promoción de Salud y Pre-
vención de Discapacidades. 

• Acceso a Servicios de Salud y 
Rehabilitación. 

• Inserción laboral. 
• Acceso e integración al Sis-

tema Educativo de las perso-
nas con Necesidades Educa-
tivas Especiales. 

• Integración comunitaria y vida 
autónoma. 

 
OBJETIVO GENERAL 
 

Establecer un marco de referencia 
para la implementación de medidas, 
estrategias y mecanismos eficaces, 
con cobertura nacional, orientados a 
la prevención de las discapacida-
des, la atención oportuna, la rehabi-
litación integral, la participación ple-
na y la igualdad de oportunidades 
de las personas con discapacidad. 

 
CONCLUSIÓN 
  

Es positivo el contar con un marco 
legal respaldado por una Política 
Nacional y una Ley de Equiparación 
de oportunidades, pero estos ins-
trumentos cobran valor al ser pues-
tos en practica, al ser utilizados por 
la población con discapacidad en su 
lucha por una vida digna. 
Pero la realidad es que si no existe 
una voluntad política para dar cum-
plimiento a lo establecido, pasa a 
ser simple letra muerta; se hace ne-
cesario un proceso de sensibiliza-
ción social, un proceso en el cual se 
pueda recuperar el valor del ser 
humano y evitar con ello el llegar a 
convertirnos en simples maquinas 
productivas, en donde las personas 
con discapacidad siempre estarán 
en desventaja y no tanto por sus 
capacidades sino por la falta de 
oportunidades. 
Los instrumentos existen y su exis-
tencia ha sido mas fruto del trabajo 



 

de las asociaciones de padres y 
ong’s que del mismo gobierno, y es 
esa realidad la que nos indica que 
el trabajo apenas comienza, que la 
lucha continua y no solo contra el 

desconocimiento y la marginación, 
sino contra todas aquellas medidas 
sociales y económicas que promue-
ven valores inhumanos. 

 
 
 

  



 

INCLUSIÓN DE LOS DERECHOS EDUCATIVOS DE 
LOS NIÑOS, NIÑAS Y JOVENES  

CON DISCAPACIDAD 
 

María Elena de Berducido 
Guatemala 

 
En el marco de la Declaración de los 
Derechos Humanos y partiendo de la 
premisa de que la Diversidad es el 
factor fundamental de riqueza de la 
especie humana el mundo actual se a  
propuesto el desarrollo del potencial 
de las personas sin distingo de su 
condición. 
 
“ Para asegurar el bienestar social 
para todas las personas, las socieda-
des se tienen que basar en la justicia, 
igualdad, equidad, integración e in-
terdependencia y reconocer y aceptar 
la diversidad.  Las sociedades deben 
también considerar sus  miembros 
por encima de todo, como personas y 
asegurar su dignidad, derechos auto-
determinación, acceso total a los re-
cursos sociales y la oportunidad de 
contribuir a la vida comunitaria” (De-
claración de Managua 1993) 
 
En el caso especifico de Guatemala, 
el Marco Legal que rige el sector 
Educativo es en primera instancia  la  
Constitución Política de la Republica,  
en el que se establece:   el Derecho a 
la Educación inicial Pre primaria, pri-
maria y básicos , dentro de los limites 
de edad que fija la ley , garantizando 
la libertad de enseñanza y de criterio 
docente. 
 
En la sección IV del a Constitución 
Política de la República se hace refe-
rencia que es obligación del Estado 

proporcionar y facilitar educación a 
sus habitantes sin discriminación a 
alguna. 
 
Declara que el fin primordial de la 
educación es: “El desarrollo integral 
de la persona humana y el conoci-
miento de la realidad y la cultura na-
cional y universal”.  
 
De igual forma en la Ley de Educa-
ción Nacional se define un capitulo 
sobre la Educación Especial, indican-
do que se debe propiciar el desarrollo 
integral de las personas con necesi-
dades educativas especiales y pro-
mover la integración y la normaliza-
ción de las personas con discapaci-
dad.  
 
El Estado guatemalteco en las últi-
mas décadas a establecido una serie 
de compromisos relacionados a la 
reforma y fortalecimiento del sistema 
educativo en Guatemala. 
 
Entre estos acuerdos y compromisos 
pueden mencionarse: 
 

• Acuerdos de Paz: 
Que contemplan los compromisos en 
materia educativa especialmente en 
el Acuerdo sobre identidad y Derecho 
de los Pueblos indígenas y el acuerdo 
sobre Aspectos Socioeconomicos y 
Situación Agraria. 
 



 

Estos Acuerdos contemplan as-
pectos importantes  como el pro-
ceso de Reforma Educativa, y de-
ntro de ella: 
 
�� La transformación Curricular 
�� La formación Profesionalización 

docente. 
�� La educación bilingüe 
�� Programas de apoyo y 
�� Asistencia complementaria: 
�� Alfabetismo 
�� Cobertura educativa 
�� El gasto educativo. 
 
Entre los principales Compromisos 
adquiridos en el Marco de acción de 
Dakár se establece: 
 
• El fortalecimiento de las condi-

ciones de equidad y calidad de la 
educación estableciendo progra-
mas educativos especiales inno-
vadores, flexibles y adecuados a 
las necesidades específicas de 
los diversos grupos de población 
que procuren la mayor incorpora-
ción permanencia y éxito de es-
tos en el sistema educativo. 

 
Formular e implementar programas 
de educación inclusiva  para atender 
con calidad a la población con nece-
sidades educativas especiales procu-
rando su integración mediante ade-
cuaciones curriculares y el fomento 
de relaciones con la comunidad esco-
lar. 
 
De acuerdo con  el Diagnóstico del 
sector Educativo en Guatemala,  rea-
lizado en el mes de julio del año en 
curso,  se desarrollan tres componen-
tes principales: 
�� Cobertura  
�� Calidad 
�� Financiamiento 

Los hallazgos mas importantes en 
relación a Cobertura:  
 
�� Baja cobertura en todos los nive-

les. 
�� Ausencia de métodos homogé-

neos  de diagnóstico y evalua-
ción y sobre todo de registro. 

�� Existencia de limitaciones técni-
cas para detectar a las personas 
con discapacidad. 

�� Usualmente los censos y en-
cuestas dejan por fuera los pro-
blemas menos severos y eviden-
tes. 

 
LA PARTICIPACIÓN COMO UNA 
NUEVA OPCIÓN PARA EL DESA-
RROLLO DE LAS PERSONAS CON 
DISCAPACIDAD EN GUATEMALA 
 
REFLEXIONES PARA EL CAMBIO 
 
Cuando las culturas se enfrentan a 
nuevos paradigmas y los empiezan a 
incorporar a su vivencia cotidiana, 
muchas interrogantes aparecen sobre 
el tipo y la extensión de los cambios 
que se necesitan para dar lugar al 
nuevo orden de cosas. 
  
¿¿DDee  qquuéé  ssee  ttrraattaa  eell  ccaammbbiioo??  
Hablar de cambio en el contexto de la 
discapacidad en Guatemala, es 
hablar de participación e inclusión en 
el espacio familiar, institucional y  
comunitario. 
 
�� Es reconocer el nuevo contexto 

en el que estamos interactuando 
hoy, el  

    contexto de los Derechos Huma-
nos. 
�� Asumir el nuevo rol  de profesio-

nales interactivos . 
�� Entender la nueva dinámica de 

interrelaciones. 



 

�� Identificar para qué queremos 
participar. 

 
LAS GRANDES DECISIONES 
 
¿¿QQuuéé  eessttaammooss  hhaacciieennddoo  eenn  
GGuuaatteemmaallaa?? 
 
El proceso de Reforma Educativa  
aspira a desarrollar un modelo educa-
tivo que asume el respeto a la diver-
sidad como principio y a las  
diferencias como aportes que enri-
quecen a la sociedad en su conjunto. 
 
Desde la Sociedad Civil se han plan-
teado propuestas a fin de que el tema 
sea tomado en consideración en la 
Reforma Educativa para que los 
cambios que se generen permitan 
garantizar el Mandato de Educación 
para Todos (Dakár2002). 
 
Los Derechos Educativos de las Per-
sonas con Discapacidad deben incor-
porarse plenamente en todos los 
componentes propios de la Reforma 
Educativa  y es tarea del Ministerio de 
Educación y de la Comisión Consulti-
va para  asegurarlo. 
 
Esto significa  abordar el tema , en 
términos de lo inmediato en: 
 
• Transformación Curricular, de 

manera que,  desde el macro currí-
culo, se contemple la  educación 
inclusiva como un Derecho. 

• Contenidos programáticos a nivel 
pre primario, primario y medio. 

• La formación profesional de los 
Docentes en servicio. 

• La formulación del Plan Educativo 
Nacional a largo plazo. 

 

• Implica además preparar las con-
diciones para que los intereses y 
necesidades       

   educativas de las personas con dis-
capacidad sean contempladas en 
todos los ejes temáticos que se abor-
den a futuro , como las Reformas Le-
gales, y los cambios en las Escuelas 
normales, así como el respaldo legal 
a la Política y Normativa de acceso a 
la población con necesidades educa-
tivas especiales.   
 
Y para finalizar los dejo con la si-
guiente reflexión: 
 
“LA EQUIDAD Y LA PERTINENCIA 
NOS UBICAN EN EL SITIO ADE-
CUADO PARA CONSTRUIR UNA 
SOCIEDAD LIBRE. DONDE LAS DI-
FERENCIAS PERMITAN CONFOR-
MAR UNA NUEVA ESTRUCTURA, 
QUE NO IMPLICA NECESARIA-
MENTE UN CONSENSO, SINO LA 
COLABORACIÓN HACIA UN PRO-
YECTO COMÚN: “EL MANTENI-
MIENTO DEL RECONOCIMIENTO 
RECÍPROCO” 
 
Normativa Jurídica que rige al País 
 
Guatemala: 
 
 •  El Ministerio de Educación de Edu-
cación suscribió, en el mes de Mayo, 
en conjunto con los Ministros de Edu-
cación de la región centroamericana,  
un acuerdo para impulsar el proceso 
de Educación inclusiva en beneficio 
de las personas con Educación`me. 
 
•  El Estado Guatemalteco ha ratifica-
do  la Convención  Interamericana 
para la Eliminación de toda forma de 
discriminación contra las personas 
con Discapacidad, aprobada por la  



 

Organización  de Estados America-
nos en Guatemala en el año 1999. 
 
•  En la Constitución Política de la 
República, en el artículo 53, el Estado 
garantiza la protección de los minus-
válidos y personas que adolecen de 
limitaciones físicas, psíquicas o sen-
soriales. 
 
•   La sección cuarta de la Constitu-
ción Política de la República, se hace 
referencia a que:  es obligación del 
Estado proporcionar y facilitar Educa-
ción a sus habitantes sin discrimina-
ción alguna.   
 
 
•   La Ley de Educación Nacional:  en 
el capítulo I, se plantea la Promoción 
y el apoyo a la Educación especial 
diversificada y Extraescolar en todos 
los niveles y áreas que lo ameriten.  
En el Capítulo III, artículo 48, se es-
pecifican las Educación de la Educa-
ción Especial. 
 
•   El Decreto Ley 135-96, Ley de 
Educación a las Personas con Disca-
pacidad, la cual, en el Capítulo IV, se 
refiere Específicamente al tema de 
Educación. 

 
• Acuerdos de Paz, en el principio 

número 12, el que establece la re-
inserción de la URNG, a la vida so-
cial específicamente a las personas 

con discapacidad victimas del  
  conflicto armado. 
 
• Pacto Nacional de Derechos Eco-

nómicos, sociales y culturales de 
las personas con discapacidad, rati-
ficado por el estado de Guatemala, 
en el año 2001, donde establece  el 
artículo 13 y 14: Derecho a la edu-
cación, el comentario general No. 5 
más allá de esto y hace alusión a 
las Normas Uniformes, que apoyan 
la educación inclusiva. 

 
• La Convención de los Derechos 

del Niño rarificada por el estado de 
Guatemala, en el año de 1990. 

 
• Finalmente existen otros informes 

Internacionales elaborados por Na-
ciones Unidas para establecer el 
estatus de las personas con disca-
pacidad. 

 

 
 

 
 

 
 



 

INCLUSIÓN EDUCATIVA Y SOCIAL 
 

Gerardo Mejía Baltodano 
Asociación Nicaragüense para la Integración Comunitaria (ASNIC) 

NICARAGUA
 

En relación con el tema de Niñez y 
Familia, nuestra organización tiene 
como objetivos: 
 
Influir en las instituciones correspon-
dientes y monitorear la implementa-
ción de la Convención de los Dere-
chos de los Niños de la ONU. Código 
de la Niñez y Adolescencia. ASNIC, 
es un organismo no gubernamental, 
sin fines de lucro, con estatutos y 
personería jurídica, cuyo fin es “lu-
char por la integración plena de las 
personas con discapaicdad en la so-
ciedad desde una perspectiva de de-
rechos humanos y de participación 
ciudadana plena”. Somos miembros 
de Inclusión Internacional y de Inclu-
sión Interamericana (antes CILPE-
DIM).  Siguiendo las líneas de trabajo 
de Inclusión Internacional, trabajamos 
para cumplir nuestros objetivos en 4 
ejes principales:  
 
♦Niñez y Familia, Valores y Etica, 
Educación Inclusiva y Reducción de 
la Pobreza 
 
♦Actividades de coordinación de tra-
bajo con otros organismos que traba-
jan en la promoción de los derechos 
de los niños (MIFAMILIA, MINSA, 
MECD, Procuraduría Especial para la 
Niñez, SNP, otros ONG’s). 
 
 
 
 

 
♦Educar a la familia en una cultura 
de derecho y de respeto mutuo entre 
los prestadores de servicios y las 
personas pertenecientes a grupos 
segregados, marginados y tradicio-
nalmente olvidados. 
 
En el tema de Valores y Ética, 
nuestra misión es: 
 
* Motivar una discusión basada en el 
respeto a los derechos humanos con 
grupos de    ofesionales, institucio-
nes, grupos marginados, periodistas, 
juristas, etc., sobre los avances tec-
nocientíficos y sus implicaciones en la 
diversidad.  
 
* Fomentar el estudio de documen-
tos-testimonios sobre situaciones 
concretas donde se violan los dere-
chos de personas pertenecientes a 
grupos socialmente discriminados. 
 
* Influir en el sistema educativo a to-
dos los niveles para mejorar la cali-
dad humana de los profesionales y 
técnicos y corregir actitudes negati-
vas hacia los grupos segregados. 
En el campo de la Educación Inclusi-
va, nos proponemos:  
 



 

- Promover la creación de políticas 
estatales que favorezcan la inclusión 
educativa. 

- Demostrar al estado y a la sociedad 
que la inclusión educativa es lo mejor 
para los niños con y sin discapacidad 

- Capacitar a los profesores sobre las 
técnicas de trabajo con niños con 
discapacidad. 

- Educar a los padres de familia sobre 
la importancia de la educación inclu-
siva. 

- Reducción de la Pobreza 
- Influir en las políticas gubernamenta-

les de tal manera que se cumplan las 
leyes que benefician a los sectores 
segregados (ley 202 en Nicaragua). 

- Demostrar a los estados que las fa-
milias que tienen personas con dis-
capacidad tienen mayores gastos 
que otras y que la discapacidad está 
estrechamente vinculada a la pobre-
za. 

- Denunciar los abusos cometidos en 
la seguridad social y los empleadores 
cuando una persona adquiere una 
discapacidad o tiene un hijo con dis-
capacidad. 

 
Consideramos que las fortalezas que 
nuestra organización, otras organiza-
ciones del sector en Nicaragua y el 
movimiento a favor de los derechos 
de las Personas con Discapacidad 
tenemos se encuentran resumidas en 
los siguientes aspectos: 
- Mayor articulación interinstitucional 

sobre la problemática de la niñez. 
- Mejores relaciones entre instituciones 

gubernamentales y organismos no 
gubernamentales que trabajan por la 
niñez. 

- Mayor nivel de conocimiento de los 
padres de familia sobre los derechos 
humanos, la legislación y la inclusión. 

- Mayores niveles de sensibilización 
social. 

 
Por otro lado, las principales debilida-
des que nuestra organización, otras 

organizaciones y el movimiento social 
en Nicaragua enfrentamos son las 
que señalamos a continuación: 
- Políticas gubernamentales vs. Políti-

cas estatales. 
- Alta rotación de funcionarios en car-

gos públicos. 
- Politización de las instituciones esta-

tales. 
- Bajo nivel de escolaridad de la pobla-

ción en general. 
- Bajo ingreso escolar. 
- Servicios médicos, educativos y so-

ciales de muy baja calidad y poca 
cobertura. 

- Intereses de las agencias internacio-
nales, organismos donantes y go-
bierno. 

- Falta de cohesión de los organismos 
de la sociedad civil. 

- Poco o nulo cumplimiento de la cons-
titución y otras legislaciones. 

 
Actualmente nuestra organización 
cuenta con los siguientes programas 
vigentes: 
- Revista ATREVETE. 
- Atención directa a Padres de Familia 

que tienen hijos con discapacidad. 
- Programa de capacitación: Derechos 

Humanos, Legislacion y Discapaci-
dad Mental. 

- Red Juvenil de Defensa y Promoción 
de los Derechos Humanos (LA RED). 

- Proyecto “Ayuda Médica a Nicara-
gua” 

 
Tenemos en proyección algunos pro-
yectos que persiguen cumplir nues-
tros objetivos y que pensamos ten-
drán un impacto importante en la me-
joría de la calidad de vida de las Per-
sonas con Discapacidad en Nicara-
gua y que son los siguientes: 
- Proyecto “Mejorar calidad de vida de 

Personas con Discapacidad” 
-  Campaña Escuelas Inclusivas. 
- Generación de empleos a familias 

con personas con discapacidad. 



 

- Fortalecimiento organizativo de los 
padres de familia. 

- Fortalecimiento organizativo de LA 
RED. 

 
CONCLUSIONES: 
 
1. La situación de la niñez con disca-
pacidad en Nicaragua sigue siendo 
muy poco inclusiva. 
 
2. El gobierno en general y los minis-
terios involucrados en la inclusión de 
la niñez con discapacidad en particu-
lar, tienen pocos recursos y hacen 
pocos esfuerzos por mejorar esta 
situación. 
 
3. Las organizaciones de la sociedad 
civil que trabajan a favor de la niñez 
con discapacidad en Nicaragua están 
desarticuladas y no trabajan en con-
junto. 
 
4. El conocimiento científico del per-
sonal de salud y educación para la 
atención de la niñez con discapacidad 
es muy pobre. 
 
5. Se requiere mayores proyectos de 
accesibilidad en sitios públicos (es-
cuelas, cines, parques, unidades de 
salud, etc) para mejorar la inclusión 
de la niñez con discapacidad. 
 
6. La situación de pobreza extrema 
de la gran mayoría de las familias 
donde hay niños con discapacidad es 
un agravante importante para la no 
inclusión de los mismos en la socie-
dad. 
 
RECOMENDACIONES: 
 
1. Que los gobiernos incluyan dentro 
de la planificación económica y so-

cial, aspectos tendientes a la inclu-
sión de la niñez con discapacidad. 
 
2. Que se gestione con los organis-
mos financieros internacionales (BID, 
Banco Mundial, etc), el cambio de 
deuda externa por educación para 
todos. 
 
3. Impulsar estrategias de reducción 
de la pobreza incluyendo a familias 
que tienen en su seno a niños con 
discapacidad. 
 
4. Mejorar la capacitación del perso-
nal involucrado en la atención integral 
(salud, educación, etc) a la niñez con 
discapacidad. 
 
5. Fortalecer el papel de las familias 
que tienen hijos con discapacidad en 
la comunidad y lograr la inclusión 
plena de ellos en el seno de su co-
munidad. 
 
6. Impulsar la unión de los sectores 
que trabajan por la niñez en general y 
con la niñez con discapacidad en par-
ticular, para poder tener más fuerzas 
en las actividades que se realizan y 
en la exigencia por el cumplimiento 
de los compromisos asumidos por el 
gobierno y otras instancias. 
 
EJES  

- Niñez/Familia. 
- Valores/Etica. 
- Educación Inclusiva. 
- Reducción Pobreza. 

 
Documentos: 
 
DECLARACIÓN MANAGUA (IIA / IIN 
socios) 
 
DECLARACIÓN QUÉBEC 
 



 

DECLARACIÓN COLOMBIA  
 
FORTALEZAS 
- Articulación interinstitucional. 
- Relaciones Gobierno/ONG’s. 
- Preparación Padres. 
- Sensibilización. 
 

♦ EDUCACIÓN PARA TODOS.   
♦ CECC. 

 
DEBILIDADES 

- Políticas gubernamentales. 
- Rotación funcionarios. 
- Politización institucional. 
- Nivel escolar. 
- Ingreso escolar. 

 
Niños atendidos. 
 
DEBILIDADES 

- Servicios baja calidad/cobertura. 
- Desinterés organismos financieros 

y gobierno. 
- Falta cohesión sociedad civil. 
- Cumplimiento constitución/leyes. 

 
PROGRAMAS VIGENTES 

- Revista ATREVETE. 
- Atención Padres. 

- DH, Legislación y DM. 
- Red Juvenil. 
- Windsor Community Living 
 
FUTUROS PROYECTOS 
- Mejorar calidad vida. 
- Escuelas Inclusivas. 
- Empleos familias. 
- Fortalecimiento ASNIC. 
- Fortalecimiento LA RED. 
 
CONCLUSIONES 
- Inclusión aún sueño. 
- Condiciones socio-económicas 

desfavorece Inclusión. 
- Esfuerzos insuficientes. 
- Debilidad asociativa. 
- Inclusión y sector privado. 
- Inclusión más por favores que por 

políticas. 
 
RECOMENDACIONES 

♦ Políticas inclusivas.  
♦ Mayor presupuesto.  
♦ Propaganda importancia INCLUSIÓN. 
♦ Capacitar en Inclusión Educativa. 
♦ DEUDA EXTERNA POR EDUCA-

CION.



 

INCLUSIÓN EDUCATIVA EN PANAMÁ: UN 
FENÓMENO EN PROCESO DE GESTACIÓN 

 
Lic. Mercedes de Bonilla 

Ministerio de la Mujer, la Familia y la Niñez 
Dirección Nacional de Personas con Discapacidad 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

SITUACIÓN EDUCATIVA 
 

A. NIVEL DE ANALFABETISMO:   
 
De acuerdo al Censo del año 2000, en 
nuestro país se registro 1.8% de perso-
nas con discapacidad entre la población 

total.  A partir de tales registros se han 
podido establecer importantes hallazgos  
vinculados a las variables de educación y 
discapacidad, como se muestra a 
continuación:  

 
TIPO DE DISCAPACIDAD PORCENTAJE DE ANAL-

FABETISMO 
 
1. Ceguera 

 
26.0 

 
2. Sordera 

 
30.0 

  



 

3. Retardo Mental 37.0 
 
4. Parálisis Cerebral 

 
36.2 

 
5. Deficiencia Física 

 
22.2 

 
6. Otro 

 
20.9 

 
7. No declarado 

 
10.9 

 
   TOTAL 

 
27.5 

 
 
En Panamá el grado de analfabetis-
mo de la población total es de 7.8%, 
por tanto el 27.5% de analfabetismo 
de las personas con discapacidad 
constituye un gran desafío para las 
políticas en materia educativa. 
 
B. NIVEL DE ESCOLARIDAD:  
 
Para fines comparativos, debe cono-
cerse  que en Panamá el grado de 
analfabetismo es de 7.8% entre la 
población total, en tal sentido el 
27.5% de analfabetismo entre la po-
blación con discapacidad constituye 
un gran desafío en materia de política 

educativa, no obstante esté indicador 
representa a su vez un avance signi-
ficativo, toda vez que algunas estima-
ciones precedentes ubicaban el anal-
fabetismo entre esta población, en 
porcentajes más elevados. 
 

 La población con discapacidad no 
alfabetizada, más la población con 
discapacidad de nivel primario suma 
un total de 64%, la cual se traduce en 
personas con discapacidad con bajo 
niveles de ingreso, de desocupación, 
de mano no calificada con grandes 
dificultades para acceder al mercado 
laboral.
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DE LA SEGREGACIÓN A LA IN-
CLUSIÓN: 

  
A. Etapa Segregativa (Década del 40 
al inicio de los 70): Predominio de 
escuelas residenciales o especiales 
para niñas y niños ciegos, sordos y con 
retardo mental. 
 
En está etapa los objetivos de tales 

escuelas eran: 
a. Habilitación y Educación de 

niñas y niños Ciegos: Consis-
tía en lograr el desarrollo de 
actividades funcionales y de 
comunicación, y procesos 
educativos que cumplieran con 
las exigencias del currículum 
regular dentro de una escuela 
especializada hasta el 6to gra-
do. 

b. Habilitación de las Niñas y los 
Niños Sordos: Consistía en lo-
grar niveles de comunicación 
por partes de los sordos a tra-
vés del método oralista. 

c. Habilitación de Niños y Niñas 
con Retardo Mental: Consistía 
en lograr la realización de acti-
vidades funcionales para su 
desenvolvimiento en la vida 
diaria.  

 
           B.  Proceso de Integración (Década 
del 70 al 90):  

Se inició, con un programa de inte-
gración para niñas y niños ciegos, 
sordos y con retardo mental a escue-
las primarias del sistema regular.  
Dicha integración se desarrollo aten-
diendo a los siguientes criterios: 
  
1. Aptitud: consistía en inte-
grar a los alumnos considerados más 
aptos o con cualidades  sobresalien-
tes. 

2. Habilitación:  Alude a la se-
lección de estudiantes atendiendo al 
grado de dominio de las herramientas 
o sistemas comunicacionales (siste-
ma braille, método oral, lectura labial, 
entre otros) y otras habilidades parti-
cularmente en el caso de niñas y ni-
ños con déficit sensorial. 
3. Gradualidad: en el caso de 
las niñas y los niños ciegos, se opto 
por incorporarlos a escuela regulares, 
enviando en un primer momento, 
aquellos que cursaban grados supe-
riores y en años subsiguientes se 
incorporaron a niñas y niños de gra-
dos menores. 
4. Practicidad: significó canali-
zar la formación de las niñas y los 
niños sordos prioritariamente en acti-
vidades de orden vocacional, de mo-
do que difícilmente los sordos incur-
sionarían en actividades académicas 
de carácter intelectual. 
 
5. Socialización: aún cuando 
tal vez, este criterio fungió como prin-
cipio determinante para impulsar los 
procesos de inclusión, teniendo como 
propósito último, la eliminación de 
actitudes discriminatorias entre los 
niños y niñas sin discapacidad; en la 
práctica, en el caso de los niños y 
niñas con retardo, se tradujo en el 
envío de éstos  a colegios  regulares 
para ser atendidos en aulas especia-
les, proyectando de este modo, para-
dójicamente, el concepto de que los 
niños con discapacidad intelectual, 
son distintos  a los demás. 
 
III. SITUACIÓN ACTUAL:   

 
A. Plan   de   Acción   Nacional   

sobre   Inclusión   Educativa  
 (2000-2006):  



 

 Supone, al nivel de estructura, la 
creación de una comisión de enlace 
entre el Ministerio de Educación, ins-
tancia rectora  y el Instituto Paname-
ño de Habilitación Especial (I.P.H.E.) 
instancia operativa. 

 
 Supone la conformación de 13 cen-

tros educativos como base experi-
mental de un plan piloto.  Tales cen-
tros deben estar debidamente acon-
dicionados, equipados y dotados de 
personal técnico y servicios de apoyo 
para desarrollar procesos de educa-
ción inclusiva que fungirían como  
modelos para el resto  de los plante-
les educativos. 

 
 Supone la capacitación en adecua-

ciones curriculares dirigidas a perso-
nal directivo y docente  de los distin-
tos colegios e igualmente supone un 
proceso continúo de sensibilización 
dirigidos a padres, madres y 
estudiantes sin discapacidad a objeto 
de construir un ambiente de 
aceptación, atención y normalización 
hacia los niños  y niñas con 
discapacidad.  

 En los actuales momentos se obser-
van dificultades en el adecuado 

acondicionamiento de los centros 
educativos experimentales, lo cual 
impide una evaluación correcta acer-
ca del proceso inclusivo de educa-
ción. 

 
 Se advierte igualmente  acciones de 

capacitación y sensibilización, no 
obstante,la misma se realiza  al mar-
gen de lo previsto originalmente en el 
Plan de Educación Inclusiva.    

 
a. Situación actual del proceso inclusi-

vo: En la actualidad la gran mayoría 
de los niños y niñas con discapaci-
dad se encuentran incluidos en el 
sistema educativo regular atendidos 
por maestros regulares con el apo-
yo de un educador especializado, 
quien trabaja de manera permanen-
te en  los colegios dentro de un aula 
de recursos o de manera itinerante 
si se trata de un docente especiali-
zado que atiende varias escuelas.  
Según las estadísticas proporciona-
das por el Instituto Panameño de 
Habilitación Especial (I.P.H.E.) en la 
actualidad existen 8,775 niñas y ni-
ños atendidos por está entidad.  De 
los cuales: 

 
PROCENTAJE DE POBLACIÓN INFANTIL CON  

DISCAPACIDAD INCLUIDA O NO INCLUIDA  
EN EL SISTEMA EDUCARIVO REGULAR 

 
   - Matrícula Total de Población: 8,775 niñas y niños 
   - Población Atendida en Planta: 30.07% 
   - Población Atendida Individual: 3.34% 
   - Población  Atendida  en  Inclusión Parcial: 20.96% 
   - Población  Atendida  en Inclusión Total: 28.34% 
   - Población  Atendida  en  Aula Especial: 17.29% 
 



 

 
 

 
Los niños y niñas con discapacidad 

que en estos momentos se atienden 
en planta, presentan el siguiente per-
fil. 

 
 La escuela nacional de ciegos Helen 

Keller atiende en planta, principal-
mente a niños y niñas con discapaci-
dades múltiples incluyendo la cegue-
ra.  La escuela de enseñanza espe-
cial para niños y niñas con retardo 
mental, atienden en planta priorita-
riamente a niños y niñas con retardo 
severo, que no tienen control de es-
fíncter y la escuela nacional de sor-
dos atiende en planta a niños y niñas 
exclusivamente sordos en edad pre-
escolar, quienes deben recibir habili-
tación en el aspecto comunicacional, 
fundamentalmente de lectura y escri-

tura, para luego ser incorporados en 
el sistema educativo regular. 

 
 b. Problemas y debilidades del proce-
so de educación inclusiva: 
1. Calidad de los servicios: El proceso 

de educación inclusiva ha significa-
do indefectiblemente una dispersión 
y ampliación de los servicios de 
atención habilitatorios y educativos, 
lo cual se ha traducido en un dete-
rioro de la calidad de tales servicios, 
por razón de las limitaciones de re-
cursos en materiales didácticos, 
personal docente calificado y es-
tructuras físicas adecuadas. El de-
terioro de la calidad de estos servi-
cios se evidencian, entre otras co-
sas: 

- En el caso de la atención a niñas 
y niños ciegos, en la falta de do-

Aula 
Especial
17.29%

Inclusión 
Total

28.34%
Inclusión 
Parcial
20.96%

Atención 
Individual3.

34%

Planta
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minio del sistema Braille, de técni-
cas especializadas de enseñanza,  
por parte de muchos docentes 
que operan en las áreas distantes 
al Centro Especializado. 

- En el caso de la atención a niñas 
y niños sordos, se advierten pro-
blemas de comunicación de los 
contenidos curriculares, por la fal-
ta de dominio y técnicas comuni-
cacionales, significando posible-
mente una deficiencia notable, en 
los procesos educativos de esta 
población.  

 
2. Acceso a los servicios educativos y 
habilitatorios: De conformidad con las 
cifras obtenidas, el problema del acce-
so a los servicios educativos se  advier-
te tanto en el área urbana como en el 
área rural. En el área urbana se pre-
senta el problema de la transportación 
de los niños y niñas con discapacidad a 
los centros educativos, en las familias 
de escasos recursos, de modo que por 
ejemplo; una madre soltera tiene que 
elegir entre llevar a hijo o hija con 
deficiencia  al colegio o trabajar para 
obtener ingresos, lo cual implica nece-
sariamente que opte por la última 
alternativa.  En el área rural se presen-
ta el problema de la falta de acceso a 
los servicios educativos en razón de 
que usualmente los maestros rurales 
no reciben a los niños y niñas que 
presentan algún tipo de deficiencia y 
usualmente los padres campesinos e 
indígenas no cuentan con medios para 
enviar a sus hijos e hijas a centros 
educativos en las áreas urbanas, por 
tal razón el 27.5% de analfabetismos 
entre la población con discapacidad se 
centra en las áreas rurales.   

 
IV. ASPECTO LEGALES Y SOCIA-
LES  

Aspecto Legales:  
Entre las disposiciones más importan-
tes que rigen la protección de los ni-
ños con discapacidad están las si-
guientes: 
Código de la Familia:  
- Establece la continuidad de la 
patria potestad en  los padres que 
tengan hijos o hijas con discapacidad 
profunda que hayan cumplido la ma-
yoría de edad. 
- Consigna la protección contra 
toda forma de explotación, abuso, 
maltrato, o discriminación que me-
noscabe la dignidad y derecho de los 
niños y niñas con discapacidad. 
(Art.348, Art.518 al 520). 
 
Ley Nº 42 de Equiparación de Opor-
tunidades: 
- Establece el derecho de asisten-
cia y tutela a las niñas y los niños con 
discapacidad profunda; el derecho de 
recursos financieros del estado para 
garantizar el acceso de los servicios 
educativos entre los niños y niñas con 
discapacidad de las áreas rurales que 
no puedan acceder a tales servicios, 
e igualmente dispone el derecho de 
los padres y madres a un tiempo de 
permiso adicional de trabajo para que 
sus hijos con discapacidad puedan 
recibir los servicios de tratamientos 
que requieran. (Art.1, Art.22, Art.17)  
 
Aspecto Social:   
Alude al desarrollo de algunos pro-
gramas que lleva a cabo el Ministerio 
de La Juventud, La Mujer, La Niñez y 
La familia a través de la Dirección 
Nacional de Personas con Discapaci-
dad, dirigidos a mejorar la calidad de 
vida de las niñas y los niños con dis-
capacidad. 
 
Rehabilitación Basada en la Co-
munidad con Tecnología Apropia-



 

da: Consiste en el entrenamiento y 
capacitación de padres y madres 
campesinos e indígenas quienes tie-
nen hijos e hijas con parálisis cerebral 
en la práctica de terapia domiciliaria, 

equinoterapia y la elaboración de 
auxiliares técnicos para el desarrollo 
funcional de estos, que usualmente 
no tienen acceso a servicios de fisio-
terapia. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 



 

 
 
Capacitación para la Nutrición: Se 
trata del desarrollo de granjas familia-
res, tipo avícola dirigidas a familias 
campesinas e indígenas de extremas 
pobreza que cuentan con algún 
miembro con discapacidad. Estos 
pequeños proyectos familiares tiene 

por objetivo mejorar los niveles de 
nutrición y generar algún tipo de in-
greso para su autosostenibilidad.  
Mediante la reproducción  sucesiva 
de los mismos lo cual debe traducirse 
en el desarrollo de una micro empre-
sa estable.  

 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

VI. CONCLUSIONES Y RECOMEN-
DACIONES 
 
El mejoramiento de la calidad de vida 
de las niñas y los niños con discapa-
cidad se alcanzará en la medida en 
que se desarrollen acciones coordi-
nadas,  se les de prioridad a las áreas 

de intervención, se haga frente a los 
vacíos, se desarrollen investigaciones 
pertinentes, se optimice la utilización 
de recursos humanos y financieros y 
se sensibilice la comunidad  en torno 
a las necesidades de atención de la 
población de niños y niñas con disca-
pacidad. 

  



 

  
PROGRAMAS Y REPUESTAS DE LA ASOCIACIÓN 
DOMINICANA DE REHABILITACIÓN  PARA LA IN-
CLUSIÓN EDUCATIVA Y SOCIAL DE LA NIÑEZ Y 

LA ADOLESCENCIA CON DISCAPACIDAD 
  

  
Elsa Isabel Hernández, M.A. 

República Dominicana 
 
La Asociación Dominicana de 
Rehabilitación es un organismo no 
gubernamental, con 17 centros de 
rehabilitación en el ámbito nacional, 
que ofrece servicios para la atención 
integral a personas con discapacidad 
física e intelectual. 

 Objetivo : 

 Desarrollar programas de preven-
ción, habilitación, y rehabilitación a 
toda persona con discapacidad física 
e intelectual. 

Servicios  que se ofrecen: 

Para asistir la población la Asociación 
demandante la ADR cuenta con: 

- Programa de Medicina Física. 
- Escuela de Educación Especial 
- Servicio de Rehabilitación Profe-

sional 
- Rehabilitación Basada en la Co-

munidad. 

Programas para la inclusión educa-
tiva. 

Para lograr la inclusión educativa y 
socio-laboral de los niños y jóvenes 
con discapacidad física e intelectual, 
la ADR  lo logra a través de los Pro-

gramas de la Escuela de Educación 
Especial y del Servicio de Rehabilita-
ción Profesional.  

La Escuela trabaja con la población 
de 0 a 16 años y Rehabilitación Pro-
fesional de 16 años en adelante. 

Programas de inclusión para la ni-
ñez. 

- Estimulación Temprana. 

Tiene como objetivo evitar que el da-
ño se produzca, una vez producido 
minimizar sus consecuencias. 

La estrategia que  utilizada es  se-
guimiento del especialista al niño y a 
los profesores del centro educativo al 
que éste asiste.  

La población beneficiaria es  niñ@s 
con retraso sicomotor y déficit agre-
gado. Edad de 0- 6 años. 

- Educación en el Hogar 

Este programa tiene como objetivo 
convertir a los padres en maestros y 
terapistas de sus hijos. 



 

La estrategia utilizada es la atención 
del niñ@ en su hogar con participa-
ción de la familia. 

La población asistida es  niñ@s de 
alto riesgo por causas prenatales, 
peri natal y post natal de origen orgá-
nico, biológico y ambiental con  edad 
de 0-6 años. 

- Programa Ambulatorio 

Su propósito es ofrecer atención edu-
cativa a niñ@s que necesitan apoyo 
del maestro especializado. 

La estrategia usada es la asistencia 
al niñ@ en el hogar una vez por se-
mana para entrenamiento a los pa-
dres. Edad : 6-14 años. 

 - Terapia de Aprendizaje.  

Este servicio se le ofrece a niñ@s de 
6 a 16 años con necesidades educa-
tivas especiales cuyo coeficiente inte-
lectual no le permite un aprendizaje al 
ritmo de los demás con el propósito 
de agilizar sus funciones. 

La estrategia utilizada es: apoyo al 
niñ@ en coordinación con maestros y 
psicólogos de los centros regulares. 

Población Adolescente. 

Para la inclusión de l@s  adolescente 
la institución desarrolla desde el 1980 
el Programa de Adiestramiento en la 
Comunidad.  La población beneficia-
ria son los  jóvenes de 16 años en 
adelante  con discapacidad física e 
intelectual. 

Es una modalidad de formación vo-
cacional que utiliza la capacidad de la 

mediana empresa, centros educativos 
y vocacionales para la capacitación y 
posterior inserción laboral. 

Resultados.                                                                             

Población adolescente       7,000 jó-
venes integrados y colocados labo-
ralmente. 

Población Escolar             10,160 
niñ@s beneficiados, padres y maes-
tros.                     

FORTALEZAS. 

En el tiempo que se vienen desarro-
llando estos programas se han identi-
ficado fortalezas y debilidades. 

Dentro de las fortalezas podemos 
destacar:  

- Participación activa de la familia 
y la comunidad. 

- Mejoría en los niveles educati-
vos. 

- Educación sobre la base de re-
sultados. 

- Se facilita la integración social. 
- Diversificación de la formación y 

de la oferta laboral. 

 DEBILIDADES  

- Percepción de los maestros regu-
lares de  que la inclusión sido im-
puestas 

- Barreras arquitectónicas y actitu-
dinales. 

- Escasez de maestros especiali-
zados. 

- Falta de preparación de los pa-
dres. 

- Desintegración familiar. 
- Falta de voluntad política. 



 

- Resistencia al cambio por parte 
de los maestros regulares del en-
foque pedagógico.. 

- Baja disponibilidad de recursos. 

Estos programas se mantienen vigen-
tes, ya que son un medio para romper 
tabúes, actitudes y comportamientos 
contra la inclusión educativa. 

La sensibilidad a la comunidad se 
realiza mediante reportajes en la 
prensa escrita, actividades deportivas 
y culturales, desarrollo de programas 
de sensibilización y reconocimiento 
de los derechos de participación de la 
personas con discapacidad así como 
el lanzamiento y difusión de campa-
ñas de publicidad. 

En la actualidad se está desarrollan-
do el proyecto “De la Exclusión a la 
Inclusión’’. Tiene como objetivo con-
formar una comisión nacional de jó-
venes con discapacidad, con repre-
sentación de género y localización 
geográfica para que asuman un ma-
yor liderazgo y participación.. 

Conclusión 

La inclusión educativa puede ser 
considerada como el resultado de un 
proceso que ha sufrido cambio en lo 
social, psicológico, filosófico y legal. 

Es importante destacar que no son 
los muros de la escuela especial los 
que segregan, la barrera más difícil 
de romper es la aceptación por parte 
de los maestros regulares.  

Inclusión, no significa reducir las dife-
rencias de los niñ@s con discapaci-
dad. Esta requiere de un proceso de 
reforma del sistema educativo tradi-
cional para aceptar y corregir las fa-
llas que impiden satisfacer las nece-
sidades de los alumnos especiales y 
supone una estrecha colaboración 
entre el personal educativo regular y 
el especializado. 

Recomendaciones 

- Impulsar una estrategia global de 
cambio que involucre al sistema 
educativo en su conjunto ( edu-
cación especial y regular). 

- Las escuelas necesitan redefinir 
sus proyectos educativos, flexibi-
lizar el currículo e implementar 
sistemas de apoyo, seguimiento 
y evaluación de las necesidades 
educativas especiales. 

- Capacitación a los docentes, y 
apoyo permanente para modificar 
sus actitudes y prácticas peda-
gógicas. 

- Dar respuestas adecuadas y 
apoyos a los alumnos con nece-
sidades educativas especiales 
que le permitan participar y pro-
gresar en el currículum escolar 
común con las adaptaciones per-
tinentes. 

Cito  una frase del poeta Jhon Donne 
que dice: 

“Ningún hombre es una isla, algo 
completo en sí mismo. Todo hombre 
es un fragmento del continente, una 
parte de un conjunto”.

 

 



 

NORMA MODELO SOBRE DISCAPACIDAD EN  
NIÑOS Y ADOLESCENTES EN LAS AMÉRICAS 
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I.- HACIA UNA NORMA MODELO 
SOBRE DISCAPACIDAD EN PER-
SONAS MENORES DE EDAD 
 
1.- El Instituto Interamericano del Ni-
ño (IIN) consciente que el tema de 
discapacidad no está debidamente 
desarrollado en la mayoría de las le-
gislaciones de los Estados parte de la 
Organización de Estados Americanos 
(OEA), propone una norma prototípi-
ca en la materia, que sirva de guía en 
la materia al legislador y a las institu-
ciones nacionales relacionadas en 
cada Estado. 
 
2.- Una normativa en la materia debe 
estar inspirada en garantizar la plena 
inserción social, económica y cultural 
de las personas que sufren de cual-
quier nivel de discapacidad. Otro as-
pecto, que resalta sobretodo el siste-
ma interamericano es el de la discri-
minación en cualquiera de sus formas 
hacía las personas con discapacidad. 
En ese sentido, una de las normati-
vas internacionales más recientes 
que abordan el tema desde la pers-
pectiva de la infancia con discapaci-
dad es la Convención Internacional 
sobre Derechos del Niño de 1989. En 
su artículo 23 establece: 
 

¨Los Estados partes reconocen 
que el niño  mental o física-
mente impedido deberá disfru-
tar de una vida plena y decente 
en condiciones que aseguren 

su dignidad, le permitan llegar 
a  bastarse a sí mismo y facili-
ten la participación activa del 
niño en la comunidad. 

 
Los Estados partes reconocen 
el derecho del niño impedido a 
recibir cuidados especiales y 
alentarán  y asegurarán, con 
sujeción a los recursos dispo-
nibles, la prestación al niño 
que reúna las condiciones re-
queridas y a los responsables 
de su cuidado de la asistencia 
que se solicite y que sea ade-
cuada al estado del niño y a 
las circunstancias de sus pa-
dres o de otras personas que 
cuiden de él. 

 
En atención a las necesidades 
especiales del niño impedido, 
la asistencia que se preste 
conforme con el párrafo 2 del 
presente artículo será gratuita 
siempre que sea posible, habi-
da cuenta de la situación eco-
nómica de los padres o de las 
otras personas que cuiden del 
niño, y estará destinada a ase-
gurar que el niño impedido 
tenga un acceso efectivo a la 
educación, la capacitación, los 
servicios sanitarios, los servi-
cios de rehabilitación, la prepa-
ración para el empleo y las 
oportunidades de esparcimien-
to y reciba tales servicios con 
el objeto de que el niño logre la 



 

integración social y el desarro-
llo individual, incluido su 
desarrollo cultural y espiritual, 
en la máxima medida posible. 

 
Los Estados partes promove-
rán, con espíritu de coopera-
ción internacional, el intercam-
bio de información adecuada 
en la esfera de la atención sa-
nitaria preventiva y del trata-
miento médico, psicológico y 
funcional de los niños impedi-
dos, incluida la difusión de in-
formación sobre los métodos 
de rehabilitación y los servicios 
de enseñanza y formación pro-
fesional, así como el acceso a 
esa información a fin de que 
los Estados Partes puedan me-
jorar su capacidad y conoci-
mientos y ampliar sus expe-
riencias en estas esferas. A es-
te respecto, se tendrán espe-
cialmente en cuenta las nece-
sidades de los países en desa-
rrollo14 

 
3.- Además de esta normativa, la Or-
ganización de Naciones Unidas 
(ONU), ha promovido otras Declara-
ciones y Resoluciones, entre ellas 
destacan: 
 
a) El Convenio sobre la readaptación 

profesional y el empleo de perso-
nas inválidas de la Organización 
Internacional del Trabajo (Conve-
nio 159) 

b) Declaración de los Derechos de 
los Impedidos 15. Proclamada por 

                                                 
14 Artículo 23 de la Convención Internacional sobre Derechos 
del Niño 1989. 
15 En 13 artículos se declaran derechos básicos para las 
personas con discapacidad:  derecho a que se respete su 
dignidad humana, goza de los mismos derechos que goza 
cualquier ser humano sin importar edad, sexo, religión o 

la Asamblea General en su Reso-
lución 3447 (XXX) de 9 de di-
ciembre de 1975. 

c) Principios para la Protección de 
los enfermos mentales y el  mejo-
ramiento de la atención de la sa-
lud mental 16. Adoptada por la 
Asamblea General en su Resolu-
ción 46/119, de 17 de diciembre 
de 1991. 

d) Declaración de los Derechos del 
Retrasado Mental.17 Proclamada 

                                                                     
cualquier otra distinción, tiene los derechos civiles y políticos 
al igual que cualquier ser humano salvo las restricciones 
señaladas en la Declaración de los Derechos del Retrasado 
Mental aludidas a su capacidad real para conocer y hacer 
efectivo sus derechos. Además esta Declaración reconoce 
que toda persona con cualquier tipo de discapacidad tiene 
derecho a la mayor autonomía posible, a recibir atención 
médica, psicológica y funcional, incluido el derecho a acceder 
a aparatos de prótesis y ortopedia. A la educación, a la 
readaptación social,  formación profesional, ayudas, consejos 
y servicios de colocación laboral para el desarrollo de sus 
capacidades y aptitudes y la integración social y comunitaria. 
16 Mediante 25 principios esta normativa amplia considera-
blemente el marco de regulación y estimulo a políticas y 
legislación en la materia: Establece la excepción general para 
reconocer a una persona discapacitada de sus derechos 
básicos "Sólo podrá estar sujeto  a las limitaciones previstas 
por la ley que sean necesarias para proteger la salud o la 
seguridad de la persona de que se trate o de otras personas, 
o para proteger la seguridad, el orden, la salud o la moral 
pública y los derechos y libertades fundamentales de terce-
ros". Establece la protección de menores de edad con enfer-
medades mentales, mediante el nombramiento de ser nece-
sario de un representante legal que no sea un miembro de su 
familia.  Hace énfasis en los derechos del discapacitado a 
vivir y trabajar en el contexto comunitario, señala los requisi-
tos para la declaración médica de padecimiento de una 
enfermedad mental, formalidades para el examen médico, 
roles de la comunidad, normas de atención,  tratamientos, 
medicación, consentimiento para el tratamiento,  información 
sobre sus derechos, conservación de su personalidad jurídi-
ca, derecho a una vida privada, recursos mínimos de las 
instituciones psiquiátricas, principios para la admisión de 
enfermos mentales a estas instituciones, la admisión volunta-
ria,  órganos o instancias de revisión del estado y tratamiento, 
garantías procesales mínimas en ese tratamiento,  acceso a 
la información, tratamiento diferenciado por enfermedad leve, 
grave o crónica. Estos principios para la protección de enfer-
mos mentales debería influir leyes y reglamentos sobre la 
materia en los Estados Partes de la OEA. 
17 En la misma tendencia de otras Declaraciones, se estable-
cen en 7 principios, los derechos básicos de las personas con 
atraso mental. La persona con retraso mental debe gozar, 
hasta el máximo grado de viabilidad, de los mismos derechos 
que los demás seres humanos., atención médica y tratamien-



 

por la Asamblea General en su 
Resolución 2856 (XXVI) de 20 de 
diciembre de 1971.y, 

e) El Programa de Acción Mundial 
para las personas con Discapaci-
dad.18 Asamblea General y su 
Resolución 37/52 de 3 de diciem-
bre de 1982. 

 
4.- La evolución en el enfoque sobre 
el tema se puede apreciar fácilmente, 
en estos Principios, Declaraciones y 
Planes. Desde enfoques restrictivos, 
hasta planes integrales de atención al 
discapacitado.  
 
5.- En el sistema Interamericano des-
taca la "Convención Interamericana 
para la Eliminación de todas las for-
mas de Discriminación contra las per-
sonas con Discapacidad", Guatemala 
6 de junio de 1999. Acuña dos con-
ceptos fundamentales válidos para 
las Américas: 

 
Discapacidad (artículo 1). 
  
El término "discapacidad" 
significa una deficiencia física, 
mental o sensorial, ya sea de 
naturaleza permanente o tem-
poral, que limita la capacidad 
de ejercer una o más activida-
des esenciales de la vida dia-
ria, que puede ser causada o 
agravada por el entorno eco-
nómico y social.  
 

                                                                     
to físico, a la educación, la capacitación la rehabilitación,  la 
seguridad económica y un nivel de vida decoroso, a residir 
con su familia, a participar en la vida comunitaria, a la protec-
ción de su persona y sus bienes, a  la protección contra toda 
forma de abuso. 
18 Sin duda el documento más completo e integral hasta la 
fecha emitido por Naciones Unidas en 201 párrafos se des-
arrollan principios de política, legislación y medidas de pro-
tección. 

Discriminación contra las per-
sonas con discapacidad (Artí-
culo 2) 
 
a) El término "discriminación 
contra las personas con disca-
pacidad" significa toda distin-
ción, exclusión o restricción 
basada en una discapacidad, 
antecedente de discapacidad, 
consecuencia de discapacidad 
anterior o percepción de una 
discapacidad presente o pasa-
da, que tenga el efecto o pro-
pósito de impedir o anular el 
reconocimiento, goce o ejerci-
cio por parte de las personas 
con discapacidad, de sus de-
rechos humanos y libertades 
fundamentales.  
 
b) No constituye discriminación 
la distinción o preferencia 
adoptada por un Estado parte 
a fin de promover la integra-
ción social o el desarrollo per-
sonal de las personas con dis-
capacidad, siempre que la dis-
tinción o preferencia no limite 
en sí misma el derecho a la 
igualdad de las personas con 
discapacidad y que los indivi-
duos con discapacidad no se 
vean obligados a aceptar tal 
distinción o preferencia. En los 
casos en que la legislación in-
terna prevea la figura de la de-
claratoria de interdicción, 
cuando sea necesaria y apro-
piada para su bienestar, ésta 
no constituirá discriminación.  
 

6.- Los objetivos de esta Convención 
son la prevención y eliminación de 
todas las formas de discriminación 
contra las personas con discapacidad 



 

y propiciar su plena integración en la 
sociedad. (Artículo 3). 
 

Para lograr los objetivos de es-
ta Convención, los Estados 
parte se comprometen a: 
  
Adoptar las medidas de carác-
ter legislativo, social, educati-
vo, laboral o de cualquier otra 
índole, necesarias para elimi-
nar la discriminación contra las 
personas con discapacidad y 
propiciar su plena integración 
en la sociedad, incluidas las 
que se enumeran a continua-
ción, sin que la lista sea taxati-
va:  
 
a) Medidas para eliminar pro-
gresivamente la discriminación 
y promover la integración por 
parte de las autoridades gu-
bernamentales y/o entidades 
privadas en la prestación o 
suministro de bienes, servicios, 
instalaciones, programas y ac-
tividades, tales como el em-
pleo, el transporte, las comuni-
caciones, la vivienda, la re-
creación, la educación, el de-
porte, el acceso a la justicia y 
los servicios policiales, y las 
actividades políticas y de ad-
ministración;  
 
b) Medidas para que los edifi-
cios, vehículos e instalaciones 
que se construyan o fabriquen 
en sus territorios respectivos 
faciliten el transporte, la comu-
nicación y el acceso para las 
personas con discapacidad;  
c) Medidas para eliminar, en la 
medida de lo posible, los obs-
táculos arquitectónicos, de 
transporte y comunicaciones 

que existan, con la finalidad de 
facilitar el acceso y uso para 
las personas con discapacidad; 
y  
 
d) Medidas para asegurar que 
las personas encargadas de 
aplicar la presente Convención 
y la legislación interna sobre 
esta materia, estén capacita-
dos para hacerlo.  
 
Trabajar prioritariamente en las 
siguientes áreas:  
a)   La prevención de todas las 
formas de discapacidad preve-
nibles;  
 
b) La detección temprana e in-
tervención, tratamiento, rehabi-
litación, educación, formación 
ocupacional y el suministro de 
servicios globales para asegu-
rar un nivel óptimo de inde-
pendencia y de calidad de vida 
para las personas con disca-
pacidad; y  
 
c)  La sensibilización de la po-
blación, a través de campañas 
de educación encaminadas a 
eliminar prejuicios, estereoti-
pos y otras actitudes que aten-
tan contra el derecho de las 
personas a ser iguales, propi-
ciando de esta forma el respe-
to y la convivencia con las per-
sonas con discapacidad. 
 
Para dar seguimiento a los 
compromisos adquiridos en la 
presente Convención se esta-
blecerá un Comité para la 
Eliminación de todas las 
Formas de Discriminación 
contra las Personas con 
Discapacidad, integrado por 
un representante designado 



 

representante designado por 
cada Estado parte.(Artículo 6) 
 

 
II.- MARCO CONCEPTUAL 

 
7.- Será preciso aclarar conceptual-
mente algunos términos que son im-
prescindibles para comprender inte-
gralmente el tema: 
 
8.- La Organización Mundial de la 
salud (OMS) aporta las siguientes 
definiciones clave: 

 
DEFICIENCIA: Toda pérdida o 
anormalidad de una estructura 
o función psicológica, fisiológi-
ca o anatómica. 
 
DISCAPACIDAD: Toda res-
tricción o ausencia (debida a 
una deficiencia) de la capaci-
dad de realizar una actividad. 
 
MINUSVALIA: Una situación 
desventajosa para un individuo 
determinado, consecuencia  de 
una deficiencia o de una dis-
capacidad, que limita o impide 
el desempeño de un rol que es 
normal en su caso (en función 
de edad, sexo y factores socia-
les y culturales). 

 
9.- Para el desarrollo de un política 
integral en  la materia, la OMS define: 

 
PREVENCION: Significa la 
adopción de medidas encami-
nadas a impedir que se pro-
duzcan deficiencias físicas, 
mentales y sensoriales (pre-
vención primaria) o a impedir 
que las deficiencias, cuando se 
han producido, tengan conse-

cuencias físicas, psicológicas y 
sociales negativas. 
 
REHABILITACION: Es un pro-
ceso de duración limitada y 
con un objetivo definido, en-
caminado a permitir que una 
persona con deficiencia alcan-
ce un nivel físico, mental y/o 
social funcional óptimo, pro-
porcionándole así los medios 
de modificar su propia vida. 
Puede comprender medidas 
encaminadas a compensar la 
pérdida de una función o una 
limitación funcional (por ejem-
plo, ayudas técnicas) y otras 
medidas encaminadas a facili-
tar ajustes o reajustes sociales. 
 
EQUIPARACION DE OPOR-
TUNIDADES: Significa el pro-
ceso mediante el cual el siste-
ma general de la sociedad –tal 
como el medio físico y cultural, 
la vivienda y el transporte, los 
servicios sociales y sanitarios, 
las oportunidades de educa-
ción y trabajo, la vida cultural y 
social, incluidas las instalacio-
nes deportivas y de recreo - se 
hace accesible a todos. 
 

 
III.- EJES DE UN PROGRAMA 
DE ATENCION INTEGRAL 

 
10.- POLITICAS DE PREVENCION: 
Una política pública en materia de 
discapacidad, debería priorizar pro-
gramas de reducción de los factores 
generales que producen algún grado 
de discapacidad:  
 
d) Mejora de las condiciones sanita-

rias, en especial mejora de la 
atención pre natal y post natal, 



 

adecuado control de la desnutri-
ción, control de insuficiencia de vi-
taminas y micronutrientes. 

e) Campañas nacionales para la 
prevención de accidentes. 

f) Legislación y prácticas laborales 
sobre trabajo peligroso. 

g) Campañas de pacificación y no 
uso de armas de fuego. 

h) Mejora de las políticas universales 
de educación, salud, cultura, brin-
dada sin discriminación y en for-
ma universal. 

i) Campañas de fomento a la inser-
ción social y laboral de personas 
con discapacidad. 

j) Programas de educación a las 
familias con  personas discapaci-
tadas. 

k) Programas de prevención de de-
sastres naturales. 

l) Detección de factores de riesgo y 
políticas de atención a éstos. 

m) Campañas de prevención de ac-
cidentes de tránsito19 

 
11.- POLITICAS DE REHABILITA-
CION: Las mismas comprenden: 
  
a) Detección temprana, diagnóstico e 

intervención. 
b) Atención y tratamiento médicos. 
c) Asesoramiento y asistencia socia-

les, psicológicos y de otro tipo. 
d) Capacitación en actividades de 

autocuidado, incluido los aspectos 
de la movilidad, la comunicación  
y las habilidades de la vida coti-
diana, con las disposiciones lega-
les que se requieran, por ejemplo 
para las personas con deficiencia 
auditiva, visual o mental. 

e) Suministro de ayudas técnicas y 
de movilidad y otros dispositivos. 

                                                 
19 Programa de acción mundial para las personas 
con discapacidad. Documento A /37/51. 

f) Servicios auditivos especializados. 
g) Servicio de rehabilitación profe-

sional 
h) Seguimiento. 20 
12.- POLITICAS DE EQUIPARA-
CION DE OPORTUNIDADES: Las 
personas con discapacidad requieren 
más que políticas  preventivas y de 
rehabilitación, oportunidades de in-
serción exitosa en sus comunidades. 
El medio social es el principal indica-
dor del efecto de una deficiencia o 
discapacidad en la vida diaria de esa 
persona.  Por ello las políticas de 
equiparación de oportunidades deben 
fundarse en base a los principios de 
igualdad de oportunidades y de plena 
participación. Se debe garantizar la 
participación de los discapacitados en 
las decisiones que les afecten.  
 
13.-Según un estudio se estima en 
más de 500 millones las personas 
con discapacidad. En el caso de los 
niños uno de cada diez tienen un ni-
vel de discapacidad  a nivel mundial. 
De ellos buena parte vive en zonas 
en donde no se dispone de los servi-
cios necesarios para ayudarles a su-
perar sus limitaciones. Una gran parte 
de las personas con discapacidad 
está expuesta a barreras físicas, cul-
turales y sociales que obstaculizan 
sus vidas, aun cuando se disponga 
de ayuda para su rehabilitación.  
 
14.- El aumento del número de per-
sonas con discapacidad y su margi-
nación social puede atribuirse a mu-
chos factores. Entre ellos figuran: 
 
a) Las guerras y sus conse-
cuencias y otras formas de violencia y 
destrucción; el hambre, la pobreza, 

                                                 
20 Idem supra. 



 

las epidemias y los grandes movi-
mientos de población. 
b) La elevada proporción de fami-
lias sobrecargadas y empobrecidas; 
hacinamiento e insalubridad en vi-
vienda y condiciones de vida. 
c) Poblaciones con alto porcenta-
je de analfabetismo y escasa toma de 
conciencia en materia de servicios 
sociales básicos o de medidas sanita-
rias y educativas. 
d) Falta de conocimientos preci-
sos sobre la discapacidad, sus cau-
sas, prevención y tratamiento; esto 
incluye la estigmatización, la discrimi-
nación y las ideas erróneas sobre la 
discapacidad. 
e) Programas inadecuados de 
asistencia y servicios de atención 
primaria de salud. 
f) Obstáculos, como la falta de recur-
sos, las distancias geográficas y las 
barreras sociales, que impiden a mu-
cha gente beneficiarse de los servi-
cios disponibles. 
g) La canalización de recursos a ser-
vicios muy especializados, que son 
irrelevantes para las necesidades de 
la mayoría de las personas que re-
quieren ayuda. 
i) Falta absoluta, o situación de-
ficiente, de la infraestructura de servi-
cios relativos a asistencia social, sa-
nidad, educación, formación profesio-
nal y empleo. 
j) La baja prioridad concedida, en 
el contexto del desarrollo social y 
económico, a las actividades relativas 
a equiparación de oportunidades, 
prevención de deficiencias y su reha-
bilitación. 
k) Los accidentes en la industria, 
la agricultura o en relación con los 
transportes. 
l) Los terremotos y otras catás-
trofes naturales. 

m) La contaminación del medio 
ambiente. 
n) El estado de tensión y otros pro-

blemas psicosociales que entraña 
el paso de una sociedad tradicio-
nal a una moderna. 

o) El uso imprudente de medicamen-
tos, el empleo indebido de sustan-
cias terapéuticas y el uso ilícito de 
drogas y estimulantes. 

p) El tratamiento incorrecto de los 
lesionados en momentos de ca-
tástrofe, que puede ser la causa 
de deficiencias evitables. 

q) La urbanización y el crecimiento 
demográfico y otros factores indi-
rectos.21  

 
15.- La relación entre discapacidad y 
pobreza ha quedado claramente de-
mostrada. Si bien el riesgo de defi-
ciencia es mucho mayor entre los 
pobres, también se da la relación re-
cíproca. El nacimiento de un niño con 
deficiencia o el hecho de que a una 
persona de la familia le sobrevenga 
alguna discapacidad suele imponer 
una pesada carga a los limitados re-
cursos de la familia y afecta a su mo-
ral, sumiéndola aún más en la pobre-
za. El efecto combinado de estos fac-
tores hace que la proporción de per-
sonas con discapacidad sea más alta 
en los estratos más pobres de la so-
ciedad. Por esta razón, el número de 
familias pobres afectadas aumenta 
continuamente en términos absolutos. 
Los efectos negativos de estas ten-
dencias obstaculizan seriamente el 
proceso de desarrollo.22 
  
16.- Con los conocimientos teóricos y 
prácticos existentes sería posible evi-

                                                 
21 Programa de acción mundial para las personas con disca-
pacidad. Op Cit. Supra. 
22 Ibis idem 



 

tar que se produjesen muchas defi-
ciencias y discapacidades, así como 
ayudar a las personas con discapaci-
dad a superar o mitigar sus circuns-
tancias y poner a los países en con-
diciones de derribar las barreras que 
excluyen a aquéllas de la vida coti-
diana.23  
 
 

IV.- INSTRUMENTOS  IN-
TERNACIONALES 

 
17.- Dentro del proceso de diseño de 
una norma modelo para niñez y ju-
ventud con discapacidad se conside-
ró importante partir de instrumentos 
normativos de carácter internacional 
que informan la preocupación por 
evidenciar la problemática de las per-
sonas con discapacidad en el ámbito 
internacional. 
 
18.- Se retoma del documento elabo-
rado por el Relator Especial de la 
Subcomisión de Prevención de Dis-
criminaciones y Protección de las Mi-
norías, Leandro Despouny, titulado 
“Los Derechos Humanos y las Perso-
nas con Discapacidad”,  un resumen 
de las principales normas internacio-
nales relativas a los Derechos Huma-
nos de las personas discapacitadas, 
que para los efectos de este trabajo 
resultan de gran significado, por lo 
que a continuación se hará especial 
mención a pasajes de dicho trabajo.  
19.-  En el tema de las personas con 
discapacidad, la historia documenta-
da es relativamente reciente, pues es 
hasta en la década de los años seten-
ta, en donde comienza a mostrarse 
preocupación en la comunidad inter-
nacional ante los sufrimientos de la 
humanidad en las catástrofes natura-
                                                 
23 Idem. 

les, las guerras y el hambre generali-
zada y por supuesto de la situación 
que enfrentan las personas con dis-
capacidad. Siendo esta preocupación 
la que motivó que se adoptara en la 
Asamblea General de las Naciones 
Unidad  la Declaración de los Dere-
chos del Retrasado Mental, el 20 de 
diciembre de 1971 y de la Declara-
ción de los Derechos de los Impedi-
dos, del 9 de diciembre de 1975.  
 
20.- El 16 de diciembre de 1976, la 
Asamblea General proclamó el año  
1981   Año  Internacional del Impedi-
do , que posteriormente fue conocido 
como el año de “La Participación e 
Igualdades Plenas” y trajo como re-
sultado la creación de un  Fondo Fi-
duciario para apoyar  actividades que 
se sumaran a este propósito y ade-
más se formuló el Programa  de Ac-
ción Mundial para los Impedidos, di-
cho programa fija los lineamientos de 
una estrategia global, tendiente a 
promover la adopción de medidas 
eficaces para la prevención de inca-
pacidades, la rehabilitación y el logro 
de los objetivos de igualdad y plena 
participación de los impedidos en la 
vida social y el desarrollo.  
 
21.- En 1983, la Asamblea General 
aprueba la “Ejecución del Programa 
de Acción Mundial para los Impedi-
dos”; desde esta fecha se venía ins-
tando a los gobiernos sobre el reco-
nocimiento de la igualdad de oportu-
nidades y se hace llamada de aten-
ción sobre la situación desfavorable 
de las impedidos, asimismo se hacía 
notar las dificultades que afrontaban 
los discapacitados para el disfrute de 
los derechos humanos y la necesidad 
de reforzar mecanismos de vigilancia, 
denuncia y control de violaciones de 
estos derechos. 



 

 
22.- En 1984 surge el mandato para 
el nombramiento del Relator Especial 
por parte de la Comisión de Derechos 
Humanos, del Consejo Económico y 
Social y de la Subcomisión, en la que 
se solicita un estudio a fondo acerca 
de “la relación existente entre las vio-
laciones graves de los derechos 
humanos, libertades fundamentales y 
la discapacidad poniendo el acento 
en las recomendaciones y/o progre-
sos alcanzados para remediar esta 
situación, incluye la solicitud un análi-
sis con detenimiento de todas las 
formas de discriminación de que son 
víctimas las personas con discapaci-
dad, así como también la relación que 
exista o pueda existir entre el sistema 
de apartheid y las discapacidades”. 
La Subcomisión pide al Relator Espe-
cial que amplíe su estudio hacia las 
instituciones públicas y privadas, así 
como los posibles abusos institucio-
nales, y que analizase los derechos 
económicos, sociales y culturales en 
su relación con la discapacidad. En 
1985 y 1988, se procedió a la revisión 
de un  examen  preliminar, que ponía 
énfasis en la “necesidad de reflexio-
nar con detenimiento entre los distin-
tos tipos de conflictos, guerras y otras 
formas de violencia en tanto a facto-
res causales de discapacidad, sobre  
el tema de las amputaciones, se re-
comendaba poner énfasis en las defi-
niciones jurídicas y contar con datos 
estadísticos confiables.  
 
23.- En esa época se hizo énfasis en 
algunos grupos vulnerables y fueron 
tomadas en cuenta “las mujeres, las 
poblaciones autóctonas, los trabaja-
dores emigrantes, los refugiados, las 
personas discapacitadas de los paí-
ses en desarrollo”. Este informe reco-
ge además “la preocupación expre-

sada por la relación existente entre 
extrema pobreza, el subdesarrollo y 
las desigualdades sociales, tanto en 
lo que se refiere a la aparición e in-
tensificación de discapacidades como 
al disfrute de los derechos humanos 
por parte de las personas con disca-
pacidad”. Como se puede notar, ni 
aún cuando se mencionan los grupos 
vulnerables se hace una referencia 
clara y específica sobre los derechos 
de los niños, las niñas y los jóvenes 
con discapacidad, el tema es aborda-
do de forma genérica. 
 
24.- En este bloque es necesario 
hacer referencia a normas internacio-
nales, sobre Derechos Humanos y 
que tiene  especial interés para las 
personas con discapacidad: 

 
- En la Carta de las Naciones 

Unidas y la Carta Interna-
cional de Derechos Huma-
nos, se menciona que las 
personas que padecen de 
algún tipo de discapacidad 
no  sólo tienen derecho a 
ejercer la totalidad de los 
derechos civiles, políticos y 
económicos, sociales y cul-
turales que contemplan si-
no además de ejercerlos en 
condiciones de igualdad 
con el resto de las perso-
nas. 

 
- En el Pacto Internacional 

de los Derechos Económi-
cos, Sociales y Culturales, 
así como en el Pacto Inter-
nacional de Derechos Civi-
les y Políticos, que consti-
tuyen el antecedente más 
completo  de   normas  jurí-
dicas vinculantes  en la es-
fera de los Derechos 



 

humanos; reconocen el ca-
rácter indivisible e interde-
pendiente de los derechos  
humanos y las libertades 
fundamentales. Se recono-
ce el derecho de las perso-
nas a un nivel de vida ade-
cuado para sí y sus fami-
lias, incluyendo alimenta-
ción, vivienda y vestido; al 
derecho de gozar del más 
alto nivel de vida posible de 
salud física y mental; el de-
recho de la educación y pa-
ra las personas con disca-
pacidad a ejercer este de-
recho en la escuela inte-
grada  así como proveer 
educación especial; la par-
ticipación en la vida cultu-
ral. Contempla el derecho 
de toda persona a disponer 
de un  recurso efectivo para 
hacer cesar cualquier viola-
ción de los mismos. La 
prohibición  de someter a 
las personas a torturas, ni a 
penas o tratos crueles, in-
humanos o degradantes; 
así como otra prohibición 
de someter a las personas 
sin su consentimiento a ex-
perimentos médicos o cien-
tíficos; el compromiso del 
cumplimiento de las garan-
tías en los procedimientos 
judiciales penales, el dere-
cho de defensa y a ser in-
formado de las razones de 
su detención; se contempla 
además, que nadie será ob-
jeto de injerencias arbitra-
rias  o ilegales en la vida 
privada, la familia, el domi-
cilio o su correspondencia, 
ni de ataques ilegales a la 
honra  y reputación de las 

personas. Regula el dere-
cho de participación en la 
dirección de asuntos públi-
cos. 

 
- La Convención contra la 

Tortura y Otros Tratos o 
Penas Crueles, Inhumanos 
y Degradantes, que incluye 
además una regulación re-
lativa a resarcir obligada-
mente a las víctimas de ac-
tos de torturas o tratos 
crueles, así como la indem-
nización justa y adecuada, 
incluida los medios para 
una rehabilitación. 

- La Convención Internacio-
nal sobre la Protección de 
los Derechos de Todos los 
Trabajadores Migratorios y 
de sus Familiares,  también 
los Convenios de la OIT , 
que retoman la equipara-
ción de oportunidades para 
los trabajadores así como 
facilitar los procesos de re-
habilitación profesional, ac-
ceso a la capacitación, for-
mación, orientación, re-
adaptación, y la búsqueda 
de posibilidades de empleo 
libre o protegido. 

 
- En el Convenio europeo de 

los Derechos del Hombre, 
en el cual se consignan 
muchos derechos enuncia-
dos en la Declaración Uni-
versal de Derechos Huma-
nos, específicamente lo re-
lativo a la prohibición de la 
tortura y los tratos o penas 
crueles, inhumanos o de-
gradantes. (1950) 

 



 

- En la Carta Social Europea 
de 1961 recoge el tema de 
la discapacidad en su artí-
culo 15: Los derechos de la 
persona física o mental-
mente disminuida a la for-
mación profesional y a la 
readaptación profesional y 
social.   

 
- Recomendación sobre el 

empleo de los discapacita-
dos en la Comunidad Euro-
pea,  de 1986, acordada 
por el Consejo de las Co-
munidades Europeas, trata 
sobre dos temas de espe-
cial relevancia, la igualdad 
de oportunidades a la ca-
pacitación y al empleo  y  la  
necesidad de implementar 
medidas preventivas a fin 
de eliminar los impedimen-
tos, discapacidades y defi-
ciencias, aplicando políticas 
de rehabilitación amplia y 
coordinada y fomentar la 
participación plena de los 
mismos en la rehabilitación 
y en la vida de la comuni-
dad.  

 
- La Carta Africana de Dere-

chos Humanos y de los 
Pueblos, 1981, establece 
que los ancianos y los dis-
capacitados también ten-
drán derecho a medidas 
especiales de protección en 
consonancia con sus nece-
sidades físicas o morales. 

 
- La Declaración Americana 

de los Derechos del Hom-
bre de 1948, consigna que 
“toda persona tiene dere-
cho a que su salud sea 

preservada por medidas 
sanitarias y sociales, relati-
vas a la alimentación, el 
vestido, la vivienda y la 
asistencia médica, corres-
pondientes al nivel que 
permitan los recursos públi-
cos y los de la comunidad” . 
Estipula además, que toda 
persona tiene derecho  a 
gozar de la protección del 
Estado en casos de des-
ocupación, vejez y de inca-
pacidad, que proveniente 
de cualquier otra causa 
ajena a su voluntad, le im-
posibilite física o mental-
mente para obtener medios 
de subsistencia. 

 
- En el Protocolo Adicional a 

la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos 
relativa a los Derechos 
Económicos, Sociales y 
Culturales, en el artículo 18 
, se estipula el derecho de 
las personas con discapa-
cidad a una protección es-
pecial. Proclama el derecho 
de éstos a programas ade-
cuados a su trabajo, forma-
ción especial para sus fami-
lias, organizaciones socia-
les y consideraciones de 
las necesidades de los 
mismos en los planes de 
desarrollo urbano. 

 
- Tercero y Cuarto Convenio 

de Ginebra de 1949, relati-
vo a “Trato debido a los pri-
sioneros de Guerra y a la 
Protección debida a las 
Personas Civiles en Tiempo 
de Guerra, en el artículo  3,  
regula  los  conflictos  ar-



 

mados no internacionales y 
prohíbe, en cualquier tiem-
po y lugar, los atentados 
contra la vida y la integridad 
corporal, las mutilaciones, 
los tratos crueles, etc. 

 
- El Título II del Protocolo 

adicional de los Convenios 
de Ginebra de 1949, con-
tiene disposiciones relativas 
a mejorar la situación de los 
heridos, enfermos y náufra-
gos en casos de conflicto 
armado internacional, pro-
híbe el empleo de métodos 
o medios de guerra que 
puedan causar lesiones su-
perfluas, sufrimientos inne-
cesarios o daños, extensos, 
duraderos y graves al me-
dio ambiente natural, entre 
otras muchas disposiciones 
relativas a la guerra, este 
protocolo se expresa que 
quedan prohibidas expre-
samente, como métodos de 
guerra, el hacer padecer 
hambre a las personas civi-
les y el de efectuar ataques 
contra el medio natural, los 
artículos 76 al 78 prevén 
medidas especiales para la 
protección de las mujeres y 
los niños, en particular co-
ntra la violación, la prostitu-
ción forzada o cualquier 
otra forma de atentado al 
pudor. 

 
- La Declaración sobre el 

Progreso y el Desarrollo en 
lo Social, aprobada por la 
Asamblea General en su 
resolución 2542, de diciem-
bre de 1969, estipula que el 
progreso y el desarrollo en 

lo social deben aspirar a la 
continua elevación del nivel 
de vida tanto material como 
espiritual de todos los 
miembros de la sociedad, 
dentro del respeto y la ob-
servancia de los derechos 
humanos  y  de las liberta-
des fundamentales, me-
diante el logro de objetivos 
principales, tales como la 
mejora constante en los ni-
veles de vida, la salud y la 
prestación de servicios sa-
nitarios a toda  la  pobla-
ción, preferentemente gra-
tuitos. En el artículo 11 del 
apartado C, hace especial 
mención al bienestar de los 
discapacitados y  la protec-
ción de las personas físicas 
o mentalmente desfavore-
cidas. 

 
- La Declaración de los De-

rechos del Retrasado Men-
tal, diciembre de 1971, en 
el que el retrasado mental 
debe gozar de los mismos 
derechos que los demás 
seres humanos, entre ellos 
el derecho a una atención 
médica adecuada, a la se-
guridad económica, a la re-
habilitación y a la capacita-
ción, y el derecho a residir 
con su propia familia o en 
un hogar que reemplace el 
suyo. La Asamblea también 
subrayó la necesidad de 
crear salvaguardias jurídi-
cas de protección al retra-
sado mental contra toda 
forma de abuso en caso de 
que fuese necesario limitar 
o suprimir sus derechos. 

 



 

- Declaración  de las Nacio-
nes Unidas, sobre la Pro-
tección de la Mujer y el Ni-
ño en Estados de Emer-
gencia o en Conflicto Ar-
mado, diciembre de 1974, 
dispone una prohibición ex-
presa y condena los ata-
ques y bombardeos contra 
la población civil, que cau-
san sufrimientos especial-
mente a mujeres y niños. 
Condena el uso de armas 
químicas y bacteriológicas 
en el curso de operaciones 
militares. Establece ade-
más que los Estados partes  
desplegarán todos los es-
fuerzos para evitar en las 
mujeres y los niños estra-
gos de la guerra. 

 
- Declaración de los Dere-

chos de los Impedidos, Na-
ciones Unidas, 1975. Pro-
clama que los discapacita-
dos tienen los mismos de-
rechos civiles y políticos 
que los demás seres 
humanos. Dispone  asi-
mismo  que  los  impedidos  
deben recibir un  trato igua-
litario y servicios que ase-
guren el máximo desarrollo 
de sus facultades y aptitu-
des y aceleren el proceso 
de su integración o reinte-
gración social. 

- Recomendación  de la 
Asamblea General de di-
ciembre de 1976, a todos 
los Estados Miembros que 
tengan en cuenta los dere-
chos y principios enuncia-
dos en la declaración de los 
Derechos de los Impedidos 
para formular las políticas, 

planes y programas. Re-
comendó una especial con-
sideración para la aplica-
ción de los principios que 
sustentan la declaración. 

 
- Declaración de los Dere-

chos de la Persona Sorda y 
Ciega y Servicios para el 
Joven y el Adulto Sordo y 
Ciego, 1977, 1979. Que 
también establece dere-
chos iguales para estas 
personas. 

- Principios de ética médica 
aplicables a la función del 
personal de salud, espe-
cialmente a los médicos, en 
la protección de personas 
presas o detenidas contra 
la tortura y otros tratos o 
penas crueles, inhumanas 
o degradantes, Asamblea 
General de las Naciones 
Unidas, diciembre de 1982. 

 
- Proclamación del año 1981 

Año Internacional de los 
Impedidos, diciembre de 
1976, Asamblea General de 
las Naciones Unidas. 

 
- Proclamación del período 

comprendido entre el año 
1983 a 1992, Decenio de 
las Naciones Unidas para 
los Impedidos e instó a los 
Estados Miembros a que 
utilizaran este período co-
mo un  medio para ejecutar 
el Programa de Acción 
Mundial para los Impedi-
dos. Se insiste sobremane-
ra en este documento sobre 
la igualdad de oportunida-
des o la equiparación de 



 

oportunidades de los 
Impedidos. 

 
- Se ha estimado que el 

hecho más importante en 
los últimos tiempos lo ha 
constituido la resolución 
1990/26 del Consejo Eco-
nómico y Social de mayo 
de 1990, que autoriza a la 
Comisión de Desarrollo So-
cial al establecimiento de 
un Grupo Especial de Tra-
bajo de Expertos Guber-
namentales, encargado de 
elaborar normas uniformes 
sobre la igualdad de opor-
tunidades para los niños, 
los jóvenes y los adultos 
impedidos. 

- Para concluir esta fase de 
antecedentes normativos 
en materia de regulaciones 
internacionales, se hace 
una especial referencia a  
la  Convención  Sobre  los 
Derechos del Niño,  de 
1989, en la que en su artí-
culo 23 se describen los de-
rechos de los niños, las ni-
ñas y los jóvenes menores 
de 18 años mental o físi-
camente impedidos; el cual 
ha sido la base conceptual 
de la ley tipo que más ade-
lante se presenta. 

 
25.- Al hacer un recuento de la 
normativa internacional para la 
protección de  las personas con 
discapacidad,  se evidencia que el 
tema de los niños, las niñas y los 
jóvenes discapacitados está  muy 
poco desarrollado, para este gru-
po etáreo los derechos quedaron 
incorporados en normas de tipo 
genérico. Remarcamos que aún 

cuando se estaba regulando para 
los grupos vulnerables, en ningún  
momento fueron considerados los 
niños y las niñas, como tales, se 
especificó únicamente el caso de 
las mujeres y los refugiados. Ex-
cepcionalmente son tratados as-
pectos relativos a la niñez en los 
siguientes cuerpos normativos: el 
Título II del Protocolo I adicional a 
los Convenios de Ginebra, en su 
artículo 76, refiere la protección de 
niños, contra la violación, la prosti-
tución forzada o cualquier otro 
atentado contra el pudor; la  De-
claración  de las Naciones Unidas, 
sobre la Protección de la Mujer y 
el Niño en Estados de Emergencia 
o en Conflicto Armado, diciembre 
de 1974 . Y  la resolución 1990/26 
del Consejo Económico y Social 
de mayo de 1990, que autoriza a 
la Comisión de Desarrollo Social 
al establecimiento de un Grupo 
Especial de Trabajo de Expertos 
Gubernamentales, encargado de 
elaborar normas uniformes sobre 
la igualdad de oportunidades para 
los niños, los jóvenes y los adultos 
impedidos. Más allá no encontra-
mos aspectos relativos a la niñez, 
lo cual hacen mucho más impor-
tante el presente trabajo.  
 
26.- Sin embargo no podemos ne-
gar la importancia de los anterio-
res instrumentos, pues a partir de 
este compromiso internacional se 
inicia la reflexión de los técnicos, 
los políticos, los gobernantes, las 
familias y la comunidad, para la 
toma de conciencia y la oportuni-
dad de dejar planteada en esta ley 
tipo disposiciones específicas que 
sustenten la prevención, la aten-
ción, protección y reinserción de 



 

los niños, las niñas y los jóvenes 
con  discapacidad. 
 

V.- NORMATIVA INTERNA EN 
LOS ESTADOS PARTES DE LA 
OEA. LEGISLACIÓN ESPECIAL  
DE NIÑEZ Y ADOLESCENCIA 

 
27.- En la revisión de los diferentes 
Códigos de Niñez y Adolescencia de 
la mayoría de países latinoamerica-
nos, se ha podido evidenciar muy 
pocas disposiciones expresas relati-
vas a niños, niñas y jóvenes con dis-
capacidad, sin embargo en las legis-
laciones de los países de Honduras, 
Perú, Guatemala, Nicaragua y Boli-
via, se desarrolla de forma  declarati-
va el artículo 23 de la Convención 
sobre los Derechos del Niño, en al-
gunos casos se amplían los derechos 
más que en otros. Entre los derechos 
más enunciados encontramos el de la 
salud, educación, la protección de los 
niños con discapacidad y a gozar de 
una vida plena, además se define a la 
niñez discapacitada, se promulgan 
por la elaboración de programas de 
estimulación temprana  así como los 
cuidados y atenciones especializadas 
e individuales.  
 
28.- Se establece que es responsabi-
lidad del Estado la protección integral 
de los niños y niñas con discapaci-
dad, se garantiza educación integra-
da  y  especial  y se define la corres-
ponsabilidad de la familia y la socie-
dad  para la protección de los dere-
chos de la niñez discapacitada, se 
garantiza el goce de los derechos 
humanos de segunda  generación.  
 
- Honduras determina la crea-

ción del Consejo para la Niñez 
Discapacitada y Perú el Depar-
tamento para la Protección del 

Menor o la Menor Discapacita-
da dentro del Organismo Rec-
tor del Sistema de Protección 
de Niños, Niñas y Adolescen-
tes, con funciones especificas 
tales como: formular y propo-
ner proyectos o programas pa-
ra la niñez discapacitada y rea-
lizar recomendaciones para la 
administración pública, fomen-
ta el desarrollo de las políticas 
públicas de seguridad social y 
subsidio familiar, orientación y 
apoyo a la misma,  aulas para 
la educación especial así como 
para su integración a la escue-
la regular y establece la nece-
sidad de la existencia de pro-
gramas preventivos y de reha-
bilitación, rescata la formación 
de especialistas y la capacita-
ción del personal que trabaja 
con esta población. Promueve  
la divulgación sobre las disca-
pacidades contribuyendo a la 
formación de una conciencia 
colectiva para la participación 
comunitaria en la prevención y 
en la solución de problemas.  

 
-  En el Código de los Niños y 

Adolescentes del Perú se de-
termina como obligación a par-
tir de la vigencia del mismo, la 
construcción de edificaciones 
públicas o abiertas al público 
dotadas de facilidades de ac-
ceso y tránsito para menores 
con discapacidad física.  

 
- En el Código del Niño de Uru-

guay se regula en materia de 
niñez discapacitada,  bajo  el  
esquema tradicional de consi-
derar a las personas con dis-
capacidad como anormales e 
incapacitadas,  se estima que 



 

el enfoque de esta ley es en 
base a la doctrina de la situa-
ción irregular. 
 

- En el Código del Niño, Niña y 
Adolescente de Bolivia es im-
portante resaltar la enunciación 
de principios fundamentales 
para la prevención, protección, 
educación, rehabilitación y a la 
equiparación de oportunidades 
sin discriminación para los ni-
ños, las niñas y los jóvenes 
con discapacidad, siendo éstos 
los siguientes: universalidad, 
normatización y democratiza-
ción.          
 

-  En el Estatuto del Niño y del 
Adolescente de Brasil, se 
hace una referencia al derecho 
a la educación especial y tras-
lada la temática a una legisla-
ción especial sobre discapaci-
dad. 
 
 

VI.- OTRAS LEYES ESPE-
CIALES SOBRE DISCAPA-
CIDAD 
 

29.- Se han formulado Leyes especia-
les para personas con discapacidad  
en los siguientes países:  

 
- En Costa Rica,“ Igualdad de 

Oportunidades para las Perso-
nas con Discapacidad. 

 
- En Colombia, Ley 361. 
 
- En El Salvador, “Ley de Equi-

paración de Oportunidades pa-
ra Personas con Discapaci-
dad”. 

 

- Ecuador, “Ley Sobre Discapa-
cidad “ y su Reglamento. 

  
- Chile, diferentes Leyes Sobre 

discapacidad. 
  
- Nicaragua, “ Ley de Preven-

ción, Rehabilitación y Equipa-
ración de Oportunidades” y su 
Reglamento  para las personas 
con discapacidad. 

 
- Bolivia, “Ley de personas con 

discapacidad”.  
 
- Uruguay, “Ley 16592 Disca-

pacidades Severas”; Ley 
13711 “Diagnostico de Retardo 
Mental”; “Ley 16095., Sistema 
para Asegurarles una Protec-
ción Integral a Discapacita-
dos”; “16,169, Sustitución de 
disposición  de la Ley al siste-
ma de protección integral”. 

 
- Venezuela, “Ley para la Inte-

gración de Personas Incapaci-
tadas”. 

 
- Paraguay, Ley 122-90    Esta-

blece derechos y  deberes pa-
ra los impedidos. 

 
- Perú, Ley 27,050  “ Ley Gene-

ral de la Personas con Disca-
pacidad” . 

 
30.- Una característica común obser-
vada en toda la normativa especial 
para las personas con discapacidad, 
es la poca  regulación en el tema de 
la niñez  con discapacidad. Se limitan 
en algunos casos a la declaración de 
los derechos y principios fundamenta-
les en términos generales. Se hace 
referencia en el tema del diagnóstico 
temprano  en las mujeres embaraza-



 

das, así como en la atención pre y 
post natal.    
 

- En el caso de  Colombia se 
determina que el Instituto Co-
lombiano   de  Bienestar  Fami-
liar  será el responsable de los 
niños y niñas con discapacidad 
vulnerados en sus derechos y 
en  Ecuador esta responsabi-
lidad recae en el Instituto del 
Niño y la Familia.  

 
-  En El Salvador, la Ley enfatiza 

en la responsabilidad de los 
padres encargados de los me-
nores de edad de propiciar la 
rehabilitación desde edades 
tempranas, haciendo prevale-
cer los derechos de éstos no 
ocultándoles y negándoles di-
cha rehabilitación. Dice ade-
más que los padres deben 
orientar a sus hijos discapaci-
tados para que no creen acti-
tudes destructivas en su inte-
gridad física, psicológica y so-
cial. 

 
- En la Ley especial Ecuatoria-

na, se resaltan las disposicio-
nes que obligan la creación de 
programas de atención pre y 
post natal; el control de uso de 
drogas y la detección tempra-
na y oportuna de las discapa-
cidades. Responsabiliza al Mi-
nisterio de Educación de bus-
car la cooperación con instan-
cias públicas y privadas en ac-
ciones de prevención primaria, 
detección, diagnóstico, inter-
vención temprana y rehabilita-
ción; le impone el mandato de 
liderar el establecimiento de un 
sistema educativo que las ni-
ñas y los niños con discapaci-

dad se integren a la educación 
general y de no ser posible és-
ta se realice en instituciones 
especializadas, propone ac-
ciones para la eliminación de 
barreras arquitectónicas con la 
finalidad de permitir la integra-
ción de personas con discapa-
cidad al sistema regular de en-
señanza. Igual mandato esti-
pula para el Ministerio de 
Bienestar Familiar respecto de 
la integración familiar, la parti-
cipación de la familia y la co-
munidad en los programas de 
prevención  y rehabilitación. 

 
- En el caso Chileno, además 

se regula el  asesoramiento 
genético, la investigación de 
enfermedades metabólicas en 
el recién nacido así como la 
detección y registro de las mal-
formaciones congénitas y visi-
bles en el recién nacido. Nor-
ma el subsidio para menores 
de edad deficientes mentales y 
en el caso de los menores de 
edad deficientes mentales pro-
fundos, que estén recibiendo la 
subvención se le extiende has-
ta el 31 de diciembre en que 
cumplen veinticuatro años de 
edad. La normativa Chilena es 
amplia y desarrolla con mucho 
detalle desde las definiciones 
de discapacidad para la inte-
gración social, así como las 
deficiencias síquicas o menta-
les, sensoriales o físicas, re-
glamenta también los compo-
nentes de los programas para 
la prevención y él diagnostico 
precoz de la deficiencia men-
tal, a tal efecto define los pe-
ríodos del desarrollo psicomo-
tor como aquel comprendido 



 

entre el nacimiento de la per-
sona y aquel que ha cumplido 
dieciocho años de edad. 

-  Observamos en la redacción y 
contenidos de la legislación 
Chilena una marcada tenden-
cia tradicional  conductista, so-
bre todo por la insistencia en 
las definiciones de minusvalí-
as, deficiencias y discapacida-
des, en la calificación de los 
grados, en el abordaje médico 
mecánico relativo a los dia-
gnósticos. En algunas ocasio-
nes esta tendencia es estigma-
tizante  y discriminatoria   y vio-
la los derechos de las perso-
nas con discapacidad. 

 
- La legislación de Nicaragua se 

enfoca sobre la atención y 
asesoramiento     sanitario    
materno     infantil    eficaces,    
la planificación y la vida fami-
liar; la dieta alimenticia apro-
piada para madres y niños y 
en la prevención de las disca-
pacidades en mujeres emba-
razadas y en los niños en ge-
neral. 

- Es importante destacar que en 
la legislación Boliviana se 
desarrollan los derechos y ga-
rantías que en la Constitución 
Política de ese país se regula 
para las personas con disca-
pacidad; protege la vida desde 
la concepción hasta la muerte 
bajo la protección y asistencia 
de la familia, la sociedad y el 
Estado. Además penaliza el 
aborto cuando se ha detectado 
una discapacidad durante la 
gestación, protege a las perso-
nas discapacitadas en aban-
dono u orfandad, garantiza el 
derecho de vivir en una familia, 

sea esta natural, adoptiva o 
sustituta y la tutoría o interna-
ción en hogares privados o es-
tatales, estipula sanciones pa-
ra los casos de discriminación 
por parte de directores o maes-
tros en establecimientos públi-
cos o privados cuando impidan 
el acceso a niños con discapa-
cidad o éstos sean maltrata-
dos. Establece el acceso a la 
atención y rehabilitación inte-
gral de las personas discapaci-
tadas de acuerdo a su edad 
cronológica y aptitudes en los 
centros especializados, previo 
trámite de admisión; así como 
el pago del subsidio en entida-
des privadas de servicio. 

 
- En la legislación especial Uru-

guaya  se destaca  que entre 
las acciones para la preven-
ción se encuentra el asesora-
miento genético e investiga-
ciones de las enfermedades 
metabólicas y otras para pre-
venir las malformaciones gené-
ticas y congénitas. Además 
promueve la adecuada aten-
ción durante el embarazo, par-
to, puerperio y del recién naci-
do, la atención médica correcta 
al individuo para mejorar su 
salud, la detección precoz, 
atención oportuna y declara-
ción obligatoria de las perso-
nas con enfermedades disca-
pacitantes cualquiera que fue-
ra su edad. Incluye   disposi-
ciones de prevención para los 
niños con relación  a   la   lu-
cha  contra   el  uso  indebido  
de  drogas y el alcohol, la asis-
tencia oportuna a la familia; 
control del medio ambiente y 
lucha contra la contaminación 



 

ambiental, entre otros, pro-
mueve el desarrollo de una 
conciencia nacional de seguri-
dad y la educación preescolar 
en cursos curriculares integra-
dos con los no discapacitados; 
esta Ley advierte la necesidad 
de brindar enseñanza especial 
complementaria en estableci-
mientos de enseñanza comu-
nes y en los casos que sea 
necesario por el grado de dis-
capacidad la enseñanza se 
brindara en centros y con 
maestros especializados. 

 
-  En la Ley Venezolana única-

mente  se menciona a la niñez 
con discapacidad al referirse a 
la integración educativa,  esta-
bleciendo la obligación para los 
padres y representantes lega-
les de incapacitados mayores y 
menores de edad a dar a estos 
educación. 

 
-  En Paraguay toda la legisla-

ción  sobre discapacidad es de 
tipo genérico, no establece 
principios para la atención de 
niñez y juventud discapacitada.  

 
- Perú crea el  Consejo Nacional 

de Integración de la Persona 
con Discapacidad (CONADIS), 
y entre sus actividades esta 
promover y apoyar programas 
científicos en el ámbito de la 
genética y da especial aten-
ción a la investigación y a las 
normas para el cuidado pre na-
tal y perinatal. Asimismo este 
coordinara  con el Ministerio de 
Salud y Educación, y Promo-
ción de la Mujer y Desarrollo 
Humano, para promover apo-
yar investigar y supervisar los 

servicios de intervención tem-
prana, dándole énfasis a la 
orientación familiar, defendien-
do y apoyando  los  métodos  y  
procedimientos especializados. 
En el campo de  educación, 
también contempla dentro de 
su proyecto curricular las 
adaptaciones que permitan dar 
respuesta  a la  diversidad de 
alumnos. Declara que la orien-
tación de la educación,  estará 
dirigida a la integración e in-
clusión social, cultural y eco-
nómico de las personas con 
discapacidad; tomaran en 
cuenta la discapacidad, las ap-
titudes de las personas, así 
como  los intereses individua-
les y/o familiares. No podrá  
negarse el ingreso de perso-
nas discapacitadas ni puede  
ser expulsado por ese motivo, 
so pena de nulidad. Promueve 
la adecuación de bibliotecas, la 
promoción, federación y reco-
nocimientos deportivos.  
 
 

VII.- GUIA PARA EL LEGISLA-
DOR: MOTIVACIÓN DE UNA 
NORMA MODELO SOBRE NI-
ÑEZ CON DISCAPACIDAD. 
JUSTIFICACIÓN 
 

31.- Tradicionalmente se estila que 
frente a la necesidad o el interés polí-
tico de la creación de una norma jurí-
dica, se reúne un grupo de expertos 
con las indicaciones generales y es-
pecíficas de la idea, con la tarea de 
elaborar un anteproyecto de ley que 
es traslada a los parlamentos, se dis-
cute y se aprueba. Tal procedimiento 
da como resultado leyes inconsultas, 
obligatorias para el conglomerado 
social, meramente declarativas y que 



 

carecen de efectividad, por tanto 
afectan su positividad. 
 
32.- La creación de Leyes especificas 
puede evidenciar dos problemáticas 
definidas, la  primera de ellas es que 
en varias  ocasiones las leyes conce-
bidas en términos eminentemente 
teóricos, no están precedidas por una 
identificación y evaluación de necesi-
dades, las cuales únicamente pueden 
ser exteriorizadas por las personas o 
grupos que enfrentan determinada 
problemática, ya que son estos quie-
nes pueden ampliar puntos de vistas 
y trazarse objetivos claros, lo cual 
determina que las mismas no puedan 
ser realizadas únicamente por perso-
nas dedicadas a labores de  planifi-
cación y de legislación.  
 
33.- Se advierte la necesidad de or-
ganizar un taller de consulta a nivel 
Latinoamericano para someter a un  
profundo análisis la propuesta de ley 
tipo que a continuación se presenta, 
no sólo para la verificación técnica de 
la misma sino sobre todo para asumir 
el compromiso en la implementación 
de los contenidos fundamentales de 
la Ley tipo en el ordenamiento jurídico 
interno de cada país.  
 
34.- No se pretende presentar una 
receta jurídica para legislar nacional-
mente. La intención es presentar ba-
ses detalladas del contenido del artí-
culo 23 de la Convención Sobre los 
Derechos del Niño, en el marco de  la 
doctrina de la protección integral e 
insistir en los principios y elementos 
fundamentales que deberían tomarse 
en cuenta para garantizar los dere-
chos de los niños, las niñas y los jó-
venes con discapacidad;  por tanto 
será una decisión autónoma de cada 
país la ubicación que se le quiera dar 

a los contenidos de esta propuesta, 
bien puede armonizarse en un Códi-
go de la Niñez, como en una Ley Es-
pecial sobre Discapacidad o dejarse 
como una Ley Especial para la Pro-
tección de Niños, Niñas y Jóvenes 
con Discapacidad.  
 
35.- Es hasta en la década de los 
años setenta que se comienza a des-
arrollar una tendencia de visualizar a 
las personas con discapacidad, no 
así a la niñez y juventud con discapa-
cidades. Por ello se desarrolla esta 
propuesta sobre la base de la Discri-
minación positiva tratando de equili-
brar los derechos de los niños, las 
niñas y los jóvenes con discapacida-
des con la de sus semejantes que no  
tienen discapacidades. 
 
36.- Las minusvalías, las deficiencias  
y las discapacidades constituyen 
conceptos que tendrán sentido siem-
pre y cuando la sociedad no de cabi-
da a la normalidad y promocione la 
exclusión, pues es evidente que si 
facilitamos  los mecanismos para in-
corporar mediante ayudas técnicas y 
eliminamos las barreras culturales, 
arquitectónicas y sociales las perso-
nas con discapacidades podrán in-
corporarse en condiciones viables a 
una vida normal y productiva en la 
sociedad. 
 
37.- Considerando los aspectos antes 
apuntados puede concluirse que para 
cambiar las actitudes de las personas 
llamadas “normales”, en sus relacio-
nes con la población discapacitada y 
especialmente con niños,  niñas  y  
jóvenes,  no  simplemente  se  requie-
re que  normas jurídicas sobre Dere-
chos Humanos sean elevadas al ám-
bito constitucional, ni de la creación 
de legislación especifica, lo que es de 



 

suma importancia y sobre lo que de-
ben girar los objetivos  y estrategias 
de solución es un verdadero cambio 
de mentalidad, con el respectivo  so-
porte de normas jurídicas eficaces; 
por tanto no basta con la vigencia de 
un instrumento jurídico como el que 
se presenta, sino que es  de vital im-
portancia el diseño, la formulación, 
ejecución, seguimiento y evaluación 
de las políticas públicas económicas 
y sociales que garanticen el cumpli-
miento de los derechos humanos de 
los niños, niñas y jóvenes con disca-
pacidad, ello requiere la correspon-
sabilidad del Estado, la familia y So-
ciedad en su conjunto.  
38.- Se reconoce que se ha tenido 
dificultades para la obtención de da-
tos estadísticos recientes sobre per-
sonas con discapacidad, por lo que 
se  retoman las estimaciones de la 
organización Mundial de la Salud, 
mediante los cuales se acepta como 
valida la cifra de quinientos millones 
de personas con discapacidad en el 
mundo,  de los cuales ciento cuarenta 
millones corresponde a niños y niñas; 
la mayoría viven en países en desa-
rrollo y de estos únicamente el uno 
por ciento tiene acceso a la asisten-
cia, rehabilitación o servicios apropia-
dos, de ello se deduce que la mayoría 
de personas incluyendo a la infancia 
no tiene posibilidades de acceso a 
una vida digna con plena participa-
ción en la sociedad en igualdad de 
oportunidades. 
 
39.- Otras variables a considerar son 
el aumento de la población por la ex-
plosión demográfica; las medidas de 
ajuste estructural  tomadas en el pro-
ceso de globalización que han redu-
cido la inversión en programas de 
carácter social,  situación que en 
América Latina amplió y ha profundi-

zado la situación de pobreza que pro-
voca factores de discapacidad.  No  
puede  negarse  que  los  progresos  
económicos y tecnológicos determi-
nan nuevas causas de discapacidad 
tales como: accidentes de tránsito, 
accidente de trabajo, abuso de la 
droga y alcohol y la contaminación 
ambiental.    
 
40.- En el marco de este contexto, 
social, económico, cultural y jurídico 
se presenta la propuesta de la crea-
ción de una ley prototípica para la 
protección de los niños, las niñas y 
jóvenes con discapacidad. 

 
 
VIII.- EXPOSICIÓN DE MOTI-
VOS 

 
41.- La formulación de un prototipo 
legal sobre la base del artículo 23 de 
Convención Sobre los Derechos del 
Niño, se enmarca en contenidos y 
principios, entre los que destacan los 
siguientes:  
 
a) Principio de Indivisibilidad e 

integralidad de los derechos. 
Para efectos únicamente di-
dácticos se realiza la separa-
ción y diferenciación de los de-
rechos humanos, estos con-
forman un todo armónico y di-
námico a partir del cual todo 
los derechos se encuentran ín-
timamente relacionados entre 
sí y dependiendo unos de otros 
para su vigencia. En este sen-
tido la violación de un  derecho 
determina la afectación de 
otros obstaculizando su pleno 
goce. 

 
En esta consideración los de-
rechos de la infancia  deben 



 

normarse,  fomentarse y prote-
gerse bajo el precepto de que 
todos están bajo la  misma je-
rarquía e importancia. 

 
b) Principio de Igualdad y no 

discriminación. Según este 
principio todas  las  personas   
menores  de  dieciocho años 
de edad son iguales ante la 
Ley, y no podrán ser discrimi-
nadas bajo ningún concepto, 
ya  sea en razón de  raza, 
sexo, edad, religión, color, 
idioma, opinión política, origen 
étnico, posición económica, 
impedimento físico, cualquier 
tipo de discapacidad etc., y 
gozaran tanto de los derechos 
civiles como de los económi-
cos y sociales. Ello determina 
una obligación para el Estado 
en el desarrollo y cumplimiento 
de estrategias para la materia-
lización de estos derechos y 
reducir o más bien eliminar las 
disparidades. Entiéndase co-
mo igualdad de oportunidades, 
igualdad ante la Ley y el esta-
blecimiento de mecanismo de 
discriminación positiva. Este 
principio aparece mencionado 
en los códigos de niñez y/o de 
familia de los países objetos 
de este estudio, sobre todo en 
lo referente a la igualdad jurí-
dica de los hijos y al genero.  
Desarrollar el principio de 
igualdad en la legislación se-
cundaria requiere ubicar en la 
legislación nacional las estra-
tegias de prevención, protec-
ción  y por supuesto el fortale-
cimiento de la institucionalidad 
para transformar la realidad. 

 

c)  Principio de Efectividad. So-
bre la base de este principio se 
pretende trascender de la parte 
declarativa de la norma jurídi-
ca; bajo este precepto se tiene 
que dotar a la disposición jurí-
dica de elementos que provo-
quen la acción, tales como la 
dotación de un presupuesto 
adecuado para la implementa-
ción y sostenibilidad  de pla-
nes, programas y proyectos di-
rigidos a cambiar la realidad de 
la infancia, así como incluir 
sanciones o formas de control 
para el cumplimiento de la mis-
ma.  

 
Esta “nueva norma jurídica” 
tiene que ser capaz de condi-
cionar los  cambios en la insti-
tucionalidad así como cual-
quier medida o estrategia que 
el Estado decida implementar 
en el cumplimiento de los de-
rechos de la niñez y juventud. 

 
d) Principio del Interés superior 

del niño, niña y adolescente. 
Según este principio en la to-
ma de decisiones que atañe a 
un niño, niña o joven debe pre-
valecer su calidad de sujeto de 
derechos y trascender de  la 
inadecuada interpretación y 
aplicación que del mismo se ha 
venido haciendo; en este enfo-
que, por ninguna circunstancia  
deberá  invocarse el interés 
superior de la infancia y juven-
tud para propiciar la continui-
dad de violaciones de dere-
chos fundamentales bajo la 
excusa proteccionista. 

 
e) Derecho de los niños, niñas 

y adolescentes a desarro-



 

llarse en su medio natural, 
en una familia, en su comu-
nidad y  con la intervención 
responsable del Estado, las 
municipalidades y la partici-
pación ciudadana; de tal ma-
nera que se facilite el desarro-
llo pleno de estos  y  se garan-
tice que cualquier separación 
de  su  ambiente  natural, será 
la última alternativa ( excep-
cionalidad del internamiento). 

 
f)  Principio de Dignidad,  cobra 

relevancia cuando pretende-
mos hacer valer la categoría 
social de ser humano de la in-
fancia y de la juventud. Es im-
portante relacionarlo con el 
principio de la Igualdad y no 
discriminación relativa a la ni-
ñez y juventud discapacitada 
sobre todo cuando la discapa-
cidad podría generar una dis-
minución de la capacidad jurí-
dica sobre todo en casos de 
retardo mental severo   en la 
que esta especial  condición 
nunca le anula la personalidad. 

 
 

DISPOSICIONES 
FUNDAMENTALES 

42.- La Ley Tipo  recoge la finalidad y 
enfoque que establece la Doctrina de 
la Protección Integral y desarrolla el 
contenido del artículo 23 de la Con-
vención Sobre Los Derechos del Ni-
ño. En este sentido  regula aspectos 
de suma importancia  para uno de los 
sectores más vulnerables de cual-
quier sociedad latinoamericana, como 
lo son aquellos miembros de la fami-
lia que padecen de alguna discapaci-
dad sea esta congénita o adquirida, 
física,  mental o sensorial. 

 
43.- La Ley amplia las categorías de 
sujetos de la Ley y su ámbito de apli-
cación, considerando beneficiarios de 
la ley no solo  
 
a niños y niñas menores de dieciocho 
años de edad, sino que considera en 
casos excepcionales  la aplicación de 
sus preceptos a jóvenes de ambos 
sexos cuyo cuidado y protección es 
una responsabilidad compartida del 
Estado y los particulares, por tal ra-
zón es que el ámbito de aplicación se 
extiende hasta los veinticinco años de 
edad, siempre y cuando se trate de 
una persona que fue beneficiada du-
rante las primeras etapas de su vida 
de todas las bondades que regula.   
 
44.- En cumplimiento de principios 
básicos como la unidad de la familia, 
protección y desarrollo integral, se 
establecen principios rectores algu-
nos exclusivos de dicha normativa, 
reconociendo como tales:  La infan-
cia como Categoría Social, el Inte-
rés Superior, la Solidaridad, la no 
Discriminación, el Desarrollo en su 
medio natural, el Respeto a los De-
rechos Humanos y la Complemen-
tariedad del Estado. Asimismo regu-
la una prohibición expresa  al   hecho   
de   pretender   interpretar  dichos 
principios con visiones tendientes a 
menoscabar, gravar o desmejorar la 
situación jurídica de la niñez y juven-
tud discapacitada. 
 
45.- Para garantizar el cumplimiento 
de los objetivos regulados en cada 
una de sus disposiciones, se genera 
un enfoque sustancial en el rol que 
debe de cumplir el Estado en la apli-
cación de la Ley  trascendiendo del 
principio de subsidiaridad, median-
te el cual se deja en manos de terce-



 

ras personas la responsabilidad de 
aspectos de interés común, y se re-
toma el principio de COMPLEMEN-
TARIEDAD, que determina un acom-
pañamiento en la solución de las dife-
rentes necesidades de la población, 
lo cual no significa que se retoma un 
papel paternalista. 
 
46.- Otro aspecto que resaltan las 
disposiciones fundamentales de la 
Ley Tipo, es la necesidad de incorpo-
rar el registro de personas con disca-
pacidad con un  enfoque diferente  
del tradicionalmente utilizado; en tal 
sentido su objetivo primordial será la 
determinación de sí un niño o niña es 
considerado  con algún grado de dis-
capacidad; al respecto las legislacio-
nes modernas buscan garantizar que 
los sistemas de información no sean 
atentatorios contra los derechos de 
los niños y niñas, especialmente a su 
dignidad, haciendo uso indiscrimina-
do de datos personales. 
 
47.- La ley tipo regula la figura del 
registro partiendo de la premisa de 
que con la información referida a esta 
población se tendrá que garantizar la 
equidad. la justicia y el acceso inme-
diato a servicios especializados  que 
incluyen en su caso tratamiento, sub-
sidio controlado y otros beneficios.  

 
DERECHO A LA EDUCACIÓN 

 
48.- En el capitulo que se regula el 
derecho a la educación se pretende 
garantizar: 
 

1. Derecho a una educación inte-
grada en la escuela regular 
como un principio básico para 
la niñez y juventud discapaci-
tada y que esta sea ejercitada 
sin ningún tipo de discrimina-

ción y tomando en cuenta las 
opciones étnicas, religiosas y 
culturales de su familia; incor-
pora a niños, niñas y jóvenes 
pertenecientes a diferentes et-
nias y por tanto de lenguaje, 
costumbres y  enfoques cultu-
rales propios del lugar de ori-
gen; este aspecto toma mayor 
relevancia en países como: 
Ecuador, Perú, Brasil, Para-
guay, Guatemala, México entre 
otros, que tienen diversidades 
culturales. 

 
2. A mantener los servicios de 

una escuela especial para 
aquellos casos que amerite, 
siempre y cuando así se deci-
da mediante un diagnostico 
elaborado por especialista en 
la materia. Se dejará siempre 
vigente la oportunidad de in-
corporar niño, la niña o joven 
discapacitado a una escuela 
regular, por tanto la evaluación 
del diagnostico tiene que 
hacerse periódicamente pre-
tendiendo erradicar la cultura 
de “condenar” a una persona 
menor de edad discapacitada  
a la institucionalización definiti-
va. 

 
La secretaria de Educación o 
la instancia respectiva estará 
en la obligación de investigar y 
mantener actualizada la infor-
mación mediante   el  inter-
cambio   de   conocimiento  de  
instituciones nacionales e in-
ternacionales sobre las 
diferentes discapacidades, 
formas de prevenir, 
tratamientos, rehabilitaciones, 
nuevos tratamientos y 
enfoques de discapacidades. 



 

 
3. Se ha mantenido en la ley tipo 

el derecho a recibir una edu-
cación gratuita, laica y obliga-
toria, basados en los principios 
de la universalidad del derecho 
a la educación, la necesidad 
de abrir espacios en todas las 
esferas públicas y privadas en 
el sistema educativo y con la 
firme convicción que los niños, 
niñas y jóvenes con discapaci-
dades tienen que ingresar al 
sistema educativo regular y 
especial, según sea el caso 
para desarrollarse como seres 
humanos en equiparación de 
oportunidades con sus seme-
jantes. 
 
Se ha reforzado la necesidad  
de propiciar un trato digno tan-
to dentro como fuera de la es-
cuela a los educandos disca-
pacitados y éstos por su parte 
guardando la consideración y 
el respeto que merecen los 
educadores. 
 

4.  El derecho a la participación 
de niños, niñas y jóvenes, así 
como de sus padres  quedará 
garantizado mediante las si-
guientes disposiciones: 

 
a) El artículo 27, regula la par-
ticipación de la niñez y juven-
tud discapacitada en organiza-
ciones estudiantiles y juveni-
les, siempre manteniendo la 
tendencia hacia la integración 
con  personas o grupos que no 
padecen de discapacidades, 
pudiendo ser organizaciones 
culturales, deportivas, religio-
sas o cualquier otra de carác-
ter lícito que promueva la in-

clusión de las personas meno-
res de edad discapacitadas. 
 
b) El artículo 30, regula la par-
ticipación en la elaboración de 
planes y programas educativos 
de igual forma se deja abierto 
el derecho a la participación 
conjunta de los padres de 
familia o parientes, en el 
proceso de rehabilitación y 
habilitación así como  para la 
elaboración de  la curricula 
educativa integrado o especial. 
Se regula adicionalmente la 
participación en la evaluación 
de los servicios educativos. 
Será la Secretaría de 
Educación la  institución 
responsable en garantizar este 
derecho.  

5. Se sostiene que el acceso a la 
educación inicial de niños y ni-
ñas discapacitados  es  su-
mamente importante, por un 
parte, como una estrategia pa-
ra la detección precoz de la 
discapacidad y por otra, por las 
ventajas que acarrea el trata-
miento y la atención temprana 
de las diferentes discapacida-
des en el sistema educativo, 
ya sea este público o privado 
en forma integrada como nor-
ma general y excepcionalmen-
te cuando  se requiera en una 
institución especializada, se 
considera que esta estrategia 
coadyuva a la rehabilitación y 
equiparación temprana y opor-
tuna de oportunidades en el 
marco de una atención integral 
de la niñez discapacitada. 

 
Se regula la creación de cen-
tros de cuido diario en diferen-
tes programas, empresariales, 



 

públicos y privados o comuni-
tarios para la atención de niños  
y niñas menores de seis años. 
En vista de que en la mayoría 
de los países Latinoamerica-
nos tienen organizada una red 
de servicios de educación ini-
cial o de cuido diario, se pre-
tende que se  incorporen los 
niños y las niñas discapacita-
dos a estos servicios o que se 
creen si no los hay, cubriendo 
todos los sectores sociales  y 
económicos. 

 
6. Se ha incorporado en la ley ti-

po la ampliación de la cobertu-
ra educativa con relación a ni-
ños, niñas y jóvenes discapaci-
tados de la siguiente forma: 

 
a. Mediante la incorporación 

de personas menores de 
edad de las zonas rurales, 
siempre dentro de la visión 
integradora  y tomando en 
cuenta las propias condi-
ciones geográficas, étnicas  
y culturales de las diferen-
tes regiones latinoamerica-
nas, tales como pobladores 
de las islas o de las zonas 
selváticas. 

 
b. Siguiendo la línea de la 

ampliación en la cobertura 
educativa y con el propósito 
de garantizar el acceso a la 
educación de los niños, ni-
ñas y jóvenes de extrema 
pobreza, en otro apartado, 
se propone la creación de 
programas de becas 
controladas. Para ello la 
Secretaría de Educación 
destinará una parte de sus 
asignaciones 
presupuestarias para la 

ra la creación de este pro-
grama que deberá ser per-
manente siempre y cuando 
se necesite y exclusiva-
mente para familias de ex-
trema pobreza debidamen-
te evaluadas y con el com-
promiso de la familia de ga-
rantizar la permanencia y 
coadyuve en el aprendizaje  
de sus hijos e hijas, en la 
medida de lo posible. La 
Secretaría de Educación 
fiscalizará este compromi-
so. Esta figura se incorpora 
conociendo la realidad de 
millones de niños y niñas 
Latinoamericanos que  no  
pueden  ingresar  al   sis-
tema  educativo  por    la 
pobreza  en  la que viven 
sus familias, se ha preten-
dido agregar requisitos para 
evitar en la medida de lo 
posible en   crear   unos   
programas    de   corte    
estrictamente asistencial y 
constituyendo además esta 
figura una disposición con 
un contenido discriminatorio 
positivo, buscando estrate-
gias para que las personas 
menores de edad discapa-
citadas sean incluidas en el 
sistema educativo. 

 
7. En el capítulo III “ DERECHO 

A LA CULTURA, RECREA-
CIÓN Y DEPORTE, se estipula 
el derecho de los niños, las ni-
ñas y los jóvenes discapacita-
dos a gozar en igualdad de 
condiciones, sin discriminacio-
nes en un ambiente integrado 
con otros niños y jóvenes que 
no padecen de discapacidad y 
en casos necesarios abrir es-



 

pacios especiales para el goce 
y disfrute de este derecho  que 
es de vital importancia para el 
desenvolvimiento   de  su  per-
sonalidad.  Bajo  este  marco   
se plantea la organización de 
torneos y eventos deportivos 
nacionales e internacionales 
así como también la organiza-
ción de campamentos juveniles 
y otros similares, todo ello en 
coordinación con los mismos 
jóvenes, padres de familia, go-
biernos municipales y cualquier 
instancia ya sea gubernamen-
tal o no de atención a la infan-
cia y la juventud. 

DERECHO A LA SALUD 
 
49.- En el capitulo cuarto se aborda 
uno de los derechos fundamentales 
de todo ser humano. En este sentido  
se garantiza que la niñez y juventud 
con algún grado de discapacidad  
tenga acceso a la misma con niveles 
de calidad en  áreas preventivas, de 
atención, tratamiento y de rehabilita-
ción, todo lo cual garantiza desarrollo 
integral. 
 
50.- La sección segunda de este capi-
tulo regula la obligación del Estado de 
dictar las políticas públicas de pre-
vención y rehabilitación e impulsar los 
programas necesarios en esta área,  
cuya ejecución debe tomar en cuenta 
la descentralización de servicios a 
través de los gobiernos municipales.  
 
51.- Se establece además que las 
medidas preventivas deben estar en-
caminadas a minimizar  y evitar el 
surgimiento de  discapacidades, todo 
lo cual será posible mediante la sen-
sibilización de la familia y la comuni-
dad, apoyados con los avances lo-

grados por la ingeniería genética con-
trolada.   
 
52.- Por otra parte se  determina que 
las acciones de rehabilitación deben 
tener como único objetivo la integra-
ción social  del niño, niña o joven con 
discapacidad logrando su recupera-
ción funcional  a través de su perfec-
cionamiento vocacional y profesional.   
 
53.- Asimismo se deja clara la obliga-
ción de la familia y comunidad de 
convertirse en verdaderos facilitado-
res y garantes de que todo niño, niña 
y joven con discapacidad tenga acce-
so a los diferentes programas según 
su especificidad. Esta participación 
demuestra la importancia de que la 
trilogía  familia, comunidad y Estado 
se complementen en su accionar en 
beneficio de la niñez y juventud dis-
capacitada.  
 
54.- También es de importancia resal-
tar que la norma prototipo regula la 
posibilidad de que un niño, niña o 
joven con discapacidad no supere la 
etapa de rehabilitación previendo que 
en estos casos debe garantizarse 
acceso a establecimientos especiali-
zados, lo que no significa  que  se  
regule  la  institucionalización como 
solución, por el contrario la misma 
debe considerarse con carácter de 
excepcionalidad, todo lo cual se ga-
rantiza con la obligatoriedad de reali-
zar de forma periódica evaluaciones 
de la discapacidad. 
 
55.- En atención al principio de com-
plementariedad  del Estado que se 
visualiza  en todo el texto de la Ley 
Tipo, para garantizar el acceso  a los 
servicios de salud se incorpora la fi-
gura de acceso a la misma a través 
de servicios gratuitos y en caso de 



 

ser necesario mediante subsidios de-
bidamente controlados por la Secre-
taria de Salud del Estado de que se 
trate, cuando por cualquier motivo 
que incluye primordialmente aspectos 
geográficos, sea imposible brindar los 
servicios especializados en centros 
de salud pública. Todo lo cual no sus-
tituye la obligación de los padres, la 
familia y la comunidad en este orden 
de prioridades. 
 
56.- El  acceso a la salud  se visualiza 
en la Ley Tipo, desde edades tem-
pranas, que incluye  controles ade-
cuados durante la etapa de la gesta-
ción con la finalidad de minimizar o 
evitar el aparecimiento de discapaci-
dades, posteriormente se establece la 
necesidad de una etapa de atención, 
tratamiento y rehabilitación que com-
prenden el objetivo primordial de ga-
rantizar la plena integración  social de 
la niñez y juventud discapacitada.    
 
DERECHO CONTRA LA EXPLOTA-
CIÓN ECONOMICA 

 
57.- Tomando en cuenta los compro-
misos adquiridos por los países sus-
criptores y ratificantes de los Conve-
nios Internacionales de la Organiza-
ción del Trabajo, OIT, sobre todo los 
relativos a la Regulación   de  la  
Edad Mínima al Empleo y las Peores 
Formas de  
Trabajo Infantil con sus respectivas 
recomendaciones; en el texto del pri-
mer artículo de este capítulo se parte 
de la prohibición expresa del trabajo 
de los niños y niñas menores de 15 
años sean o no discapacitados, du-
rante esta edad, la infancia tiene que 
disfrutar plenamente de los juegos, la 
escuela, la cultura, el deporte, la ter-
nura y en general de los cuidados 
necesarios que estimen a un  ser 

humano. Con relación a los jóvenes 
mayores de 15 años se faculta  a que 
realicen trabajos bajo ciertas condi-
ciones y con el total respeto de las 
prestaciones laborales y sociales que 
todo trabajador tiene derecho, ya sea 
éste mayor o menor de edad, hombre 
o mujer, discapacitado o no. 

 
58.- Se garantiza a demás el derecho 
a la capacitación y formación  técnica  
que ofrezcan tanto las organizaciones  
empresariales públicas   como    pri-
vadas,   todo    ello    tendiente  a  
mejorar el desempeño y la inserción 
laboral del joven trabajador discapaci-
tado. 

 
59.- En este capítulo se regula ade-
más la prohibición del uso de niños, 
niñas y jóvenes discapacitados en el 
ejercicio de la mendicidad, esta acti-
vidad además de que violenta la dig-
nidad de la persona constituye una 
forma de explotación económica de 
éstos. Se buscará la forma de incor-
porar a estos niños y jóvenes a pro-
gramas de atención especializada de 
las instituciones de protección social. 
Para fiscalizar el cumplimiento de los 
derechos contemplados en este capí-
tulo se regula lo relativo al rol de las 
Inspectorías de Trabajo que deberán 
coordinarse con la institución oficial 
de Protección Social de la niñez y 
Juventud y verificar además el cum-
plimiento de los derechos laborales 
de los jóvenes discapacitados, cuan-
do éstos trabajen. 
 
PRINCIPIO DE INSTITUCIONALI-
ZACION 
 
60.- Cabe recordar que a partir del 
modelo de la Convención sobre los 
Derechos del Niño, se generan en 
América Latina muchos procesos de 



 

adecuación a dicho instrumento, que 
va desde discursos retóricos hasta  
verdaderos  Procesos  de  Adecua-
ción  Substancial de las leyes inter-
nas, como ya se dijo a través de Le-
yes especiales o de Códigos de Ni-
ñez  de forma integral, que quizás es 
la mejor forma de regular, integrar, 
proteger y construir un verdadero Sis-
tema de Protección de la Infancia en 
todas sus expresiones. 
 
61.- No obstante lo anterior se debe 
acotar, por una parte  que el proble-
ma de discapacidad, de la niñez  y 
juventud en dichas legislaciones, se 
queda muy corta en tanto que requie-
re ser  tratado de forma mucho más 
específica o especial y por otra parte 
existe un  aspecto entre otros,  que 
es de vital interés para el proceso de 
adecuación substancial al modelo de 
la convención, por lo que se requiere 
ejes y principios  fundamentales co-
mo son;  la redefinición institucional, 
la descentralización, la Corresponsa-
bilidad, participación Ciudadana y 
Organización Institucional; aspectos 
que informan el modelo de ley tipo 
para América Latina sobre Niñez y 
Juventud con Discapacidad, en el 
sentido que son de los  ejes principa-
les  para facilitar  la efectividad del  
instrumento jurídico; en tal sentido se 
debe repensar en  lo que respecta a 
la participación ciudadana y reaco-
modo institucional; que significa la 
participación de todos en las políticas 
públicas a través del principio de mu-
nicipalización, convirtiéndose en un 
buen ejemplo de traducción legislati-
va de la Convención como lo señalan 
los expertos, y que dicho principio 
puede cobrar vida con éxito única-
mente si las relaciones democráticas 
de poder y de participación están 
desarrolladas, fortalecidas y construi-

das de forma suficiente en las comu-
nidades locales.  
 
62.- Es importante dimensionar el 
papel de la sociedad civil o participa-
ción ciudadana a través de una es-
tructura de organización democrática 
organizacional donde exista una real 
participación y control sobre los pro-
cesos  de  producción e implementa-
ción de las leyes en materia de niñez 
y juventud que se verifican dentro de 
sus mismas comunidades, esto último 
es un buen paso o un elemento im-
portante tendiente a fortalecer los 
procesos de democratización política 
de las sociedades; en consecuencia 
es ineludible que toda estrategia ten-
diente a facilitar la eficacia de una ley 
tipo como la que nos ocupa requiere 
sistemáticamente una estrategia que  
contenga: voluntad política en el ám-
bito central,  local y municipal;  proce-
sos de sensibilización ciudadana a 
través de la  educación e internaliza-
ción  de los instrumentos normativos; 
además se debe garantizar o promo-
ver la organización de la sociedad 
civil con amplia participación y facilitar 
los verdadero espacios en la toma de 
decisiones. 
 
63.- De vital importancia lo es tam-
bién como lo señala Emilio García 
Méndez en su libro “Infancia Ley y 
Democracia en América Latina”; “...el 
pluralismo y el control democrático de 
los medios de comunicación, así co-
mo la libertad de acceso a ellos, son 
factores esenciales para la formación 
de una opinión pública crítica y la li-
beración de una imaginación social 
capaz de proyectarse más allá de lo 
existente.” 
 
64.- En este contexto, de igual forma 
señala el autor que debe considerar-



 

se  la dimensión política de  la demo-
cracia en el ámbito local que frente a 
un proceso de transformación del Es-
tado y de crisis de su soberanía, con-
dicionada por la rápida globalización 
del sistema económico y de su es-
tructura decisional, somos testigos de 
una creciente  localización del siste-
ma político y de una reevaluación de 
la autonomía local, centrada sobre 
todo en la ciudad y el municipio. En 
lugar de una centralización tecnócra-
ta- un movimiento del poder desde 
arriba hacia abajo- es importante se-
ñalar el fenómeno de la localización  
en sus aspectos  más nuevos y pro-
minentes cuando esta toma la forma 
de una descentralización democráti-
ca, de una reforma de la estructura 
del poder a través de un movimiento 
desde abajo hacia arriba. Este movi-
miento se expresa en tres fenóme-
nos: el federalismo, las políticas pú-
blicas  locales participativas y las re-
des de ciudades municipios para la 
coordinación horizontal de específi-
cos sectores de las políticas locales; 
en la medida que se generen estos 
procesos de descentralización demo-
crática, con participación ciudadana 
es cuando vamos a contar con la me-
jor estrategia para impulsar instru-
mentos normativos como la ley tipo y 
garantizar un verdadero mecanismo 
para su eficacia en el tema de niñez y 
en particular considerar parte de es-
tos procesos a la niñez y juventud 
con discapacidad. 
 
 
 
 
 
 
 
 

Norma prototipo sobre discapaci-
dad en Niños y Adolescentes en 
las Américas 

TITULO I 
DISPOSICIONES GENERALES 
 
CAPITULO I 

DERECHOS FUNDAMENTALES 
 
Derechos Fundamentales 
 
Art. 1.-  Los Estados parte declaran 
que la niñez y juventud  con discapa-
cidad sean éstas congénitas o adqui-
ridas, tienen los mismos derechos 
fundamentales que todo ser humano 
posee por su condición de tal. 
 
Solamente se restringirá alguno de 
estos derechos en virtud de sentencia 
o resolución debidamente emitida y 
en razón de su propia seguridad o la 
de terceros. Cualquier decisión será 
periódicamente evaluada a favor de 
la persona que sufre discapacidad. 
 
Art. 2.-  Los Estados parte tomarán 
todas las medidas a su alcance para 
destinar el máximo de sus recursos 
disponibles para asegurar el cumpli-
miento de esta normativa mínima en 
materia de discapacidad de las per-
sonas menores de edad. 
Art 3.- Los niños y niñas que sufren 
de discapacidad tienen derecho a 
gozar de una vida plena, así como de 
cuidados y atenciones especializa-
das. 
 
Art. 4.- El cuidado de los niños disca-
pacitados corresponde  prioritaria-
mente a la familia y subsidiaria  y 
complementariamente al Estado. 
 



 

Art. 5.- No se podrá invocar la disca-
pacidad para restringir cualquiera de 
los derechos fundamentales, civiles, 
políticos, económicos, sociales y cul-
turales sin que medie una sentencia 
emitida por Juez natural o Tribunal 
autorizado. 
 
Art. 6.- Se declara punible en la legis-
lación nacional de los Estados parte 
todo acto de utilización de la discapa-
cidad en un niño para agenciarse de 
recursos económicos o beneficios 
materiales mediante la mendicidad. 
 
Art 7.- El internamiento en una insti-
tución pública o privada será la última 
medida a aplicar en el caso de disca-
pacidades en las que exista compro-
badamente un riesgo para el niño o 
niña discapacitado o terceros. Sola-
mente será autorizada mediante reso-
lución debidamente emitida por la 
autoridad competente. 
 
Art 8.- Los padres deberán poner su 
máximo esfuerzo por garantizar al 
niño o niña discapacitado de acceso 
a la educación, de calidad y que le 
permita formarse para valerse por sí 
mismo. La misma debería ser en los 
mismos centros de formación a los 
que asisten niños y niñas sin disca-
pacidad. 
 
Art 9.- Los niños y niñas con discapa-
cidad tienen en especial derecho a la 
protección contra toda forma de dis-
criminación, a la vida, a la salud, a la 
seguridad social, a la dignidad, a la 
educación, cultura, recreación y de-
porte; al nombre, a tener una  familia 
y a todos los demás derechos que 
reconoce la Convención sobre los 
Derechos del Niño, la legislación in-
ternacional en materia de niñez y las 
demás leyes  generales o especiales. 

 
Art 10.-  Se reconoce en especial el 
derecho a la vida y se debe respetar 
desde el momento de la concepción. 
El  Estado debe de adoptar las medi-
das necesarias para garantizar el 
buen desarrollo de la gestación, el 
nacimiento y la calidad de vida del 
nacido, cualquiera que sea su disca-
pacidad  física o mental en condicio-
nes mínimas y compatibles con el 
desarrollo y la dignidad humana. 
Asimismo es obligación de los padres 
del no nacido y en su caso del repre-
sentante legal del niño o niña con 
discapacidad, propiciar los servicios 
que el Estado ofrece.    
 
Objeto de la Norma modelo 
 
Art. 11.-  Los Estados Parte recono-
cen que el objetivo de esta norma 
modelo, es establecer la  
 
protección integral de  la niñez y ju-
ventud con discapacidad, a fin de ga-
rantizarles el desarrollo humano en 
condiciones dignas y adecuadas, con 
la participación del Estado, la familia 
y la comunidad. 
 
Se establecen en esta normativa, los 
principios, los derechos y las garantí-
as  fundamentales que aseguren todo 
procedimiento judicial o administrativo 
tendiente a definir  toda situación jurí-
dica, social y económica  de la niñez 
y juventud con discapacidad. 
  
Interés Público 
 
Art. 12.-  Se declara de interés Públi-
co  la protección integral de la niñez y 
juventud con discapacidad; en igual-
dad de condiciones de desarrollo 
humano con  las demás personas.    
 



 

Definición 
 
Art.13.- El término "discapacidad" 
significa una deficiencia física, mental 
o sensorial, ya sea de naturaleza 
permanente o temporal, que limita la 
capacidad de ejercer una o más acti-
vidades esenciales de la vida diaria, 
que puede ser causada o agravada 
por el entorno económico y social.  
 
Art 14.- Discriminación contra las per-
sonas con discapacidad:  
 
a) El término "discriminación contra 
las personas con discapacidad" signi-
fica toda distinción, exclusión o res-
tricción basada en una discapacidad, 
antecedente de discapacidad, conse-
cuencia de discapacidad anterior o 
percepción de una discapacidad pre-
sente o pasada, que tenga el efecto o 
propósito de impedir o anular el reco-
nocimiento, goce o ejercicio por parte 
de las personas con discapacidad, de 
sus derechos humanos y libertades 
fundamentales. 
  
b) No constituye discriminación la 
distinción o preferencia adoptada por 
un Estado parte a fin de promover la 
integración social o el desarrollo per-
sonal de las personas con discapaci-
dad, siempre que la distinción o pre-
ferencia no limite en sí misma el de-
recho a la igualdad de las aceptar tal 
distinción o preferencia. En los casos 
en que la legislación interna prevea la 
figura de la declaratoria de interdic-
ción, cuando sea necesaria y apro-
piada para su bienestar, ésta no 
constituirá discriminación.  
 
Art 15.- Para los efectos de la presen-
te normativa y en el texto de la misma 
se entenderá cuando se hable de dis-
capacidad se hará referencia a toda 

restricción o impedimento en el desa-
rrollo de una actividad relativo a la 
persona misma. El termino deficiencia 
será relacionado a todo impedimento 
desde el punto de vista orgánico y 
minusvalía las restricciones impues-
tas en el ámbito social.  
 
Diagnósticos  Técnicos 
 
Art.  16.-   Para la aplicación de la 
presente ley se considerará  que un 
niño, niña o joven presenta discapa-
cidad,  cuando así lo dictamine un 
especialista de la entidad nacional 
responsable del tema o de un profe-
sional en ejercicio liberal debidamen-
te acreditado, a través de un diagnós-
tico susceptible de ser controvertido y 
comprobado científicamente. La falta 
del diagnostico no afectará los dere-
chos de la niñez y juventud discapaci-
tada.  
 
Art 17.- El diagnóstico a que se refie-
re el inciso anterior, deberá contener 
un plan de tratamiento que garantice 
la evaluación periódica de la discapa-
cidad, a fin de determinar su evolu-
ción, involución o desaparecimiento. 
  
Art 18.- Este diagnóstico debe res-
ponder a las corrientes modernas de 
la medicina, la sicología,  la psiquia-
tría y disciplinas o ciencias a fines, 
con el propósito de que todo tipo de 
evaluación se realice acorde a las 
nuevas tendencias de la multidiscipli-
na, que contribuyan a superar las co-
rrientes tradicionales que atentan co-
ntra  la dignidad o el  desarrollo 
humano de la niñez y juventud disca-
pacitada.    
 
 
 
 



 

Ámbito de Aplicación 
 
Art.  19.-  La presente normativa se 
aplicará a toda persona hasta los die-
ciocho años de edad, que previo a un 
cuidadoso estudio se dictamine que 
adolece de alguna discapacidad sea 
esta congénita o adquirida. 
 
Art 20.- No obstante haberse deter-
minado alguna discapacidad en cual-
quier momento de la gestación; es 
obligación del Estado y la familia ga-
rantizar la vida del no nacido. 
 
Principios Rectores 
 
Art. 21.-   La infancia como Categoría 
Social, el Interés Superior, la Solida-
ridad, la no Discriminación, el Desa-
rrollo en su medio natural, el Respeto 
a los Derechos Humanos y la Com-
plementariedad del Estado son los 
principios rectores de la presente ley. 
 
Art. 22.- Se prohibe toda interpreta-
ción extensiva de los principios recto-
res,  que tienda a menoscabar, gravar  
o desmejorar  la situación jurídica, 
social y económica de la niñez y ju-
ventud con discapacidad.     
 
Políticas Públicas  
 
Art.  23.- Es imperioso que para el 
diseño y formulación de políticas pú-
blicas económicas y sociales se esta-
blezcan lineamientos que garanticen 
la protección de los derechos de los 
niños, niñas y jóvenes con discapaci-
dad. 
 
Control Ciudadano 
 
Art. 24.-  En todo sistema de atención 
de la niñez y juventud, el Estado y los 
gobiernos locales o municipales  de-

berán crear los espacios necesarios 
de participación, concertación y coor-
dinación de los ciudadanos que de 
forma organizada  representan la co-
munidad y los intereses especiales de 
la niñez y juventud  con discapacidad. 

Obligación Social 

Art. 25.- Es obligación de toda perso-
na denunciar ante las instancias co-
rrespondientes la existencia de vulne-
rabilidad o desprotección, de niños, 
niñas o jóvenes con discapacidad. 

De los Gobiernos Municipales. 
 
Art. 26.-  Los gobiernos locales o mu-
nicipales tienen la obligación de in-
corporar en sus planes estratégicos o 
políticas de desarrollo, acciones es-
peciales de prevención, protección, 
tratamiento y rehabilitación  para la 
niñez y juventud  con discapacidad. 
En consecuencia, deberán coordinar  
con instituciones públicas, privadas y 
de participación ciudadana las accio-
nes de apoyo mutuo; para en el desa-
rrollo, ejecución y evaluación de pro-
gramas, proyectos y servicios ten-
dientes  a la protección integral de la 
niñez y juventud discapacitada.   
 
Del Comité Interamericano para la 
Eliminación de todas las formas de 
Discriminación contra las Perso-
nas con Discapacidad 
 
Art 27.- El Estado parte hará todos 
los esfuerzos por suscribir y ratificar 
en el plazo más breve posible la Con-
vención Interamericana para la Elimi-
nación de todas las formas de Dis-
criminación  contra las Personas con 
Discapacidad de 1999. Y nombrará 
representante ante el Comité Inter-
americano para la Eliminación de to-



 

das las Formas de Discriminación 
contra las Personas con Discapaci-
dad. 
 
TITULO II 
DERECHOS Y GARANTIAS FUN-
DAMENTALES 
 
CAPITULO I 
DECLARACIÓN DE DERECHOS 

 
Derechos Individuales, Sociales y 
Culturales 
 
Art. 28.-  Todo niño, niña  o joven  
con discapacidad, sea esta congénita 
o adquirida, tiene derecho: a la vida,  
a la salud, a la seguridad social, a la 
dignidad, al nombre, a la educación, a 
la cultura, recreación y deporte;  a la 
familia y a todos los demás derechos 
que reconocen la Convención sobre 
los Derechos del Niño, la legislación 
internacional en materia de niñez y 
las demás leyes aplicables generales 
o especiales. 
 
Art 29.- El derecho a la vida  se debe 
respetar  a partir del momento de la 
Concepción. El Estado y los padres 
deben adoptar las medidas necesa-
rias para garantizar el buen desarrollo 
de la gestación, el nacimiento y la 
calidad de vida del nacido cualquiera 
que sea su discapacidad en condicio-
nes mínimas  compatibles con el de-
sarrollo y la dignidad humana. En 
consecuencia, es obligación de los 
Padres del no nacido y en su caso del 
representante legal del niño o niña 
con discapacidad, propiciar los servi-
cios que el Estado ofrece.  
 
Derecho al Acceso de los Bienes y  
Servicios Públicos y a la Protec-
ción Integral 
 

Art. 30.-   El acceso a los Servicios 
Públicos y la Protección Integral, es 
un derecho de la niñez y juventud 
discapacitada; el Estado y la Familia 
están obligados, a proporcionarles a 
todo nivel dicho derecho, ya sea para 
su prevención, protección, su trata-
miento y rehabilitación. 
 
Art 31.- Por tanto es obligación del 
Estado determinar las asignaciones 
presupuestarias necesarias para la 
creación de un fondo en el ámbito de 
gobierno central o municipal, destina-
dos a financiar la protección integral 
de la niñez y juventud con discapaci-
dad de manera interinstitucional, co-
munitaria y de participación ciudada-
na. 
 
Derecho a una Familia 
 
Art. 32.- El Estado debe garantizar a 
la niñez y juventud con discapacidad 
el derecho a crecer y desarrollarse en 
el seno de su familia. 
 
Art 33.- Es obligación de la familia 
proporcionar la atención, cuido y 
amor que estos necesitan, para vivir 
en un ambiente de respeto y cumpli-
miento de los derechos fundamenta-
les del ser humano. 
 
Familia Adoptiva y Sustituta 
 
Art.  34.- Los niños, las niñas y jóve-
nes con discapacidad  deben vivir 
preferentemente con su familia de 
origen, excepcionalmente podrán ser 
separados de ella  e integrados a una 
familia sustituta o adoptiva. 
 
Art 35.- En todo caso cuando fuere 
necesaria  la separación de su familia 
de origen, la adopción o integración 
en un hogar sustituto se hará previa 



 

investigación exhaustiva  y cuidadoso 
estudio que determine la aptitud del 
niño, niña o joven  beneficiado  y la 
selección de la familia idónea. 
 
Libertad Ambulatoria 
 
Art. 36 .- Se debe garantizar a los 
niños, niñas y jóvenes con discapaci-
dad la libre movilización y desplaza-
miento, en vías y recintos públicos y 
privados, en áreas de trabajo, depor-
tivos, esparcimiento y de cualquier 
otra índole, mediante la eliminación 
de barreras sociales, culturales, co-
municacionales y arquitectónicas.  
 
Art 37.- Los padres o responsable, la 
comunidad, la escuela contribuirán al 
cumplimiento de este derecho. 
 
Derecho de Reserva 
 
Art. 38.-  En todas las actuaciones  
judiciales o administrativas relativas a  
niños, niñas y jóvenes con discapaci-
dad debe respetarse  la garantía de 
discreción. 
 
Art 39.- Queda prohibido a toda auto-
ridad, funcionario, empleado o espe-
cialista de las multidisciplina,  de 
cualquier instancia pública o privada, 
dar a conocer o divulgar por cualquier 
medio información relativa a la niñez 
y juventud con discapacidad o pro-
porcionar datos que tiendan  a me-
noscabar su intimidad, privacidad o 
derecho a la imagen.  
 
Art. 40.- No obstante lo anterior, en 
atención al interés superior de la ni-
ñez y juventud;  cuando sea necesa-
rio  dar a conocer cualquier  tarea o 
investigación científica, toda actua-
ción debe realizarse con la reserva 
del caso, evitando en todo momento 

la creación de estereotipos y menos-
precio para con los mismos. 
  
Art 41.- Cualquier acción que tienda a 
violentar la garantía de discreción de 
la niñez y juventud con discapacidad, 
deberá ser considerada como delito, 
sin perjuicio de las responsabilidades 
administrativas que se produzcan. 
 
Derecho al Acceso de la Justicia 
 
Art. 42.- Se garantiza a la niñez y ju-
ventud con discapacidad, el derecho 
a  denunciar por sí o a través de 
cualquier persona; toda acción u omi-
sión cometida contra su persona. Se 
debe garantizar por medio del Estado 
la realización de las acciones civiles y  
penales  correspondientes. 
 
Derecho de Audiencia 
 
Art.  43.-  Se garantiza a la niñez y 
juventud con discapacidad, cuando 
fuere posible,  ser oída  y  tener  par-
ticipación directa en todo procedi-
miento. 
Art 44.- Toda autoridad judicial o ad-
ministrativa, al tomar decisión, deberá 
tomar en cuenta la opinión del niño, 
niña o joven con discapacidad, de 
acuerdo a su estado emocional, apti-
tudes, habilidades y destrezas; para 
tal efecto se debe garantizar el apoyo 
de un equipo de especialistas. 
 
Derechos Procesales 
 
Art.  45.-  En todo trámite o procedi-
miento  donde se ventile cualquier 
situación  de un niño, niña o joven 
con discapacidad, este tendrá dere-
cho:  

 



 

a) A ser  escuchado, en su idio-
ma y  lenguaje de acuerdo a 
su condición; 

b) A  contar con  traductor o peri-
to especial; 

c) A presentarse a las audiencias 
en compañía de sus respon-
sables, y  cuando fuere de un 
trabajador social, psicólogo, 
educador, un profesional de  
cualquier otra  disciplina  o 
persona de su confianza; 

d) A ser informado sobre el signi-
ficado de cada una de las ac-
tuaciones y decisiones que se 
tomen en cualquier procedi-
miento relacionado con su per-
sona; 

e) Que todo procedimiento se 
desarrolle en términos senci-
llos, precisos y   sin demora; 

f) Que en toda medida de pro-
tección que se aplique, deberá 
establecerse su justificación, 
determinación, condiciones y 
objetivos que debe cumplir; 

g) Que cuando se aplique una 
medida de protección social, 
esta deberá  ser emitida por 
autoridad competente y deberá 
garantizarse que se cumpla en 
su medio natural. La  institu-
cionalización en cualquier insti-
tución pública o privada deberá 
ser aplicada excepcionalmente 
y tras un cuidadoso estudio; a 
la revisión periódica de toda 
medida de protección social; 

h) La discreción y reserva de las 
actuaciones; 

i) A Impugnar las decisiones ju-
diciales y administrativas, con-
forme lo disponen las leyes, en 
materia de niñez y Juventud o 
de carácter general. 

 
 

Garantías Procesales 
 
Art. 46.- En todo procedimiento judi-
cial o administrativo, donde se discu-
tan los derechos de la niñez y juven-
tud con discapacidad; el Estado  debe 
cumplir las  garantías mínimas si-
guientes: 
 

a) La oficiosidad; 
b) Inmediatez, concentración y 

celeridad procesal; 
c) La oralidad; 
d) Amplitud de los medios proba-

torios; 
e) Gratuidad; 
f) La publicidad del procedimien-

to; 
g) Igualdad procesal; 
h) A ser representado judicial o 

administrativamente; 
i) La defensa técnica; 
j) Garantía de audiencia; y 
k) Identidad física del Juzgador o 

de la autoridad administrativa. 
 
CAPITULO II 

 
DERECHO A LA EDUCACIÓN 
 
Educación Integrada 
 
Art. 47.-  La niñez y juventud con dis-
capacidad tiene derecho a recibir una 
educación integrada en la escuela 
regular y en casos necesarios a la 
escuela especial, de acuerdo a las 
opciones étnicas, religiosas y cultura-
les de su familia.  
 
Art 48.- La educación deberá estar 
orientada  al desarrollo de su perso-
nalidad, a la habilitación de todas sus 
capacidades  físicas, mentales y sen-
soriales; con el fin de prepararlos pa-
ra el ejercicio pleno y responsable de 
sus derechos y deberes.  



 

 
Acceso y Permanencia a Escuela 
Regular y Especial 
 
Art. 49.- Es obligación del Estado ga-
rantizar a la niñez y juventud con dis-
capacidad el acceso y permanencia 
en la escuela regular y a la educación 
especial, según sea el caso.  
 
 
Educación Gratuita, Laica y Obliga-
toria 
 
Art. 50.- La educación pública regular 
y especial en la que se incorporen los 
niños, niñas y jóvenes con discapaci-
dad deberá ser gratuita, laica y obli-
gatoria  en un ambiente adecuado a 
sus necesidades especiales. 
 
Trato Digno 
 
Art. 51-   La niñez y juventud con dis-
capacidad en el disfrute del derecho a 
la educación recibirán un trato digno 
por parte de los educadores y todo el 
personal que labore en el sistema 
educativo. Los educadores recibirán 
un trato respetuoso por parte de los 
educandos. 
 
Participación en Organizaciones 
Estudiantiles y Juveniles  
 
Art. 52.-  Los niños, las niñas y jóve-
nes con discapacidad deberán  parti-
cipar en forma integrada en las orga-
nizaciones estudiantiles y juveniles 
con fines culturales, deportivos, reli-
giosos y en otros que la ley no prohi-
ba. 
 
Evaluación Periódica  
 
Art. 53.-  Las entidades estatales de 
salud y las instituciones especializa-

das, evaluarán el grado de discapaci-
dad de los niños, las niñas y jóvenes 
para que ingresen preferentemente al 
sistema educativo  regular,  o   en  su  
caso, a centros de educación  espe-
cial; quienes deberán ser evaluados 
cada seis meses, pudiendo realizarse 
ésta en un tiempo menor si el caso lo 
ameritare, a fin de  verificar el avance 
o la necesidad y dotarle de las ayu-
das técnicas o condiciones especia-
les para garantizar el buen desarrollo 
de su proceso educativo. 
 
Ingreso a Establecimiento Especia-
lizado 
 
Art. 54.-  Los niños, las niñas y jóve-
nes con discapacidad que hayan fina-
lizado la fase en la escuela regular 
sin alcanzar una verdadera habilita-
ción, deberán ingresar a un estable-
cimiento especializado y tendrán de-
recho a una evaluación periódica que 
verifique su evolución, estancamiento 
o involución que permita garantizar su 
derecho a la educación integrada. 
 
Participación en Planes y Progra-
mas 
 
Art. 55.-  El Estado deberá garantizar 
a los niños,  las niñas y jóvenes con 
discapacidad, en la medida de sus 
posibilidades, a sus padres y parien-
tes el derecho a participar en la for-
mulación de planes y programas des-
tinados a la rehabilitación, y habilita-
ción especial, así como de la curricula 
educativa  regular integrada.  
 
Este  derecho de participación se ex-
tiende a la evaluación de los servicios 
educativos. 
 
 
 



 

Adaptaciones Curriculares 
 
Art. 56.- El Estado  determinará las 
directrices para las   adaptaciones  
curriculares y velará porque los cen-
tros educativos regulares y  especia-
les, contemplen dentro de sus 
proyectos curriculares las 
adaptaciones que permitan dar 
respuesta  a la diversidad de alumnos 
y alumnas.  
Integración e Inclusión  
 
Art. 57.-  La educación estará dirigida 
a la integración  e inclucción social, 
cultural y económica, de los niños, las 
niñas y jóvenes con discapacidad  y 
se tomará en cuenta: los diferentes 
tipos y grados de discapacidades, las 
aptitudes de la persona menor de 
edad, así como las posibilidades e 
intereses individuales y familiares. 
 
Art 58.- Ningún centro educativo pú-
blico o privado podrá negar el ingreso 
de personas menores de edad disca-
pacitadas, ni considerar dicha situa-
ción como causa de expulsión. 
 
Cobertura en el Área Rural 
 
Art. 59.- El Estado deberá desarrollar 
los mecanismos necesarios para que 
los niños, las niñas y jóvenes con dis-
capacidad del área rural, tengan ac-
ceso a la educación regular integrada 
y en su caso  especial, mediante pro-
gramas adecuados a su realidad 
geográfica, étnica y cultural. 
Acceso a la Educación Inicial 
 
Art.  60.-  Es obligación del Estado a 
través de sus servicios competentes 
garantizar el acceso a la educación 
inicial de  niños y niñas menores de 
seis años de acuerdo al tipo y grado 
de discapacidad. Asimismo gozarán 

del servicio de cuido diario, los cuales 
deberán ser previstos por los em-
pleadores u ofrecidos por institucio-
nes públicas, privadas o comunita-
rias.                       
 
Adecuación de Bibliotecas, Labo-
ratorios y Talleres 
 
Art. 61.-  Los centros públicos y pri-
vados de educación regular o espe-
cial  deberán incorporar en  las biblio-
tecas, laboratorios y talleres las ayu-
das técnicas necesarias para darle 
atención a los niños, las niñas y jóve-
nes con discapacidad.         
 
CAPITULO III 

DERECHO A LA CULTURA, 
RECREACIÓN Y DEPORTE 
 
Derecho a la Educación, Cultura, 
Recreación  y Deportes 
 
Art. 62.- El Estado a través de los 
gobiernos municipales, los padres, la 
familia y la comunidad la elaboración 
y ejecución de los programas regula-
res o especiales para  el goce y dis-
frute del derecho a la cultura, recrea-
ción y deporte de la niñez y juventud 
con discapacidad.  
 
Gratuidad y Apertura de Servicios 
Culturales, Recreativos y Deporti-
vos  
 
Art. 63.- Se garantizarán a la niñez y 
juventud con discapacidad la gratui-
dad de las diferentes actividades cul-
turales, recreativas y deportivas en 
centros públicos. Además propiciará 
la apertura de éstos servicios en los 
centros privados. 
 



 

En todo caso deberá vigilar que el 
trato recibido por los niños, niñas y 
jóvenes con discapacidad sea sin 
discriminaciones y con las considera-
ciones especiales necesarias. 
 
Promoción de Actividades Cultura-
les 
 
Art. 64.-  Los establecimientos públi-
cos o privados de formación, estudio 
y práctica de actividades culturales 
fomentarán la generación de certá-
menes de exhibición, municipales, 
nacionales e internacionales de las 
diferentes artes, ya sean estas de 
pintura, escultura, teatro, danza, así 
como actividades que fomenten la 
identidad cultural  o cualquier otra 
disciplina que se desarrolle; con la  
participación de niños, niñas y jóve-
nes con discapacidad. 
 
Creación de Programas Deportivos 
Integrados y Especiales 
 
Art. 65.- Es deber del Estado fomen-
tar la creación de programas integra-
dos y especiales para la formación y 
práctica de las diferentes disciplinas 
deportivas en la que participen niños, 
niñas y jóvenes con discapacidad.  
 
Adecuación de Instalaciones 
  
Art. 66.-  Todo establecimiento públi-
co o  privado que desarrolle activida-
des culturales, recreativas y deporti-
vas, adecuaran sus instalaciones físi-
cas para la práctica de niños, niñas y 
jóvenes con discapacidad. 

CAPITULO IV 

SECCIÓN I 

DERECHO A LA SALUD 
 

DE LA PREVENCIÓN, TRATA-
MIENTO Y REHABILITACIÓN 

Acceso a la Salud 
 
Art.  67.-  El Estado garantizará que 
todo niño, niña y joven  con discapa-
cidad, disfrute del más alto nivel posi-
ble de salud, en áreas preventivas, de 
atención, tratamiento y de rehabilita-
ción, que garanticen su desarrollo 
integral. 
 
Gratuidad de Servicios  
 
Art. 68.-  Los niños, las niñas y jóve-
nes con discapacidad cuyas familias 
no posean recursos económicos sufi-
cientes para garantizar atención o 
tratamiento especializado, tendrán 
derecho a tener acceso a los diferen-
tes establecimientos de salud pública 
de forma gratuita. 
 
El Estado desarrollará las políticas de 
salud y de servicios especializados 
de acuerdo al grado y naturaleza de 
la discapacidad. 
 
Obligación del Estado, Familia y 
Comunidad 
 
Art.  69.- El Estado deberá crear y 
organizar en coordinación con las 
municipalidades, la comunidad y la 
familia los programas de atención 
prenatal, que incluyan  el mejora-
miento de practicas nutricionales a 
mujeres embarazadas, y posibilite la 
utilización de técnicas modernas de 
ingeniería genética, tendientes a dis-



 

minuir el aparecimiento de discapaci-
dad o la detención precoz. 
 
En todo caso se debe garantizar la 
intervención temprana en las áreas  
de atención, seguridad social y reha-
bilitación a la niñez con discapacidad 
de forma oportuna y eficaz. 
 
Contenido de Programas Preventi-
vos 
Art. 70.-  Todo programa de preven-
ción tendiente a eliminar y  minimizar 
los índices de niños, niñas y jóvenes 
con discapacidad deberán contener 
como mínimo los componentes si-
guientes: 
 

a) Campañas sistemáticas de 
educación en población dirigi-
dos a la familia, comunidad y a 
los centros de educación pú-
blica y privados, desde la edu-
cación primaria; 

b) Violencia intra familiar, maltra-
to y abuso sexual; 

c) Controles pre y post natales; 
d) Asesoramiento en Ingeniería 

Genética; 
e) Detección de malformaciones 

congénitas visibles en los re-
cién nacidos; 

f) Investigación de enfermedades 
metabólicas en el recién naci-
do; 

g) Mejoramiento de prácticas nu-
tricionales en general y en es-
pecial a mujeres embarazadas; 

h) Promoción de la salud física y 
mental, que motiven evitar el 
uso inadecuado de   drogas,  
alcohol y el tabaco; y  

i) Educación en higiene y seguri-
dad en el hogar; y medio am-
biente. 

 

Acceso a Servicios de Rehabilita-
ción 
 
Art. 71.-  El Estado debe garantizar la 
rehabilitación que tenga por objeto el 
facilitar la integración social y plena 
de los niños, niñas y jóvenes con dis-
capacidad. 
 
Todo programa de rehabilitación  de-
be de garantizar el acceso a los mis-
mos,  las prestaciones y servicios de 
forma eficaz y oportuna, a efecto de 
lograr la recuperación de la funciona-
lidad, con la participación responsa-
ble de la familia y su comunidad. 
  
Contenido de Programas de Reha-
bilitación 
Art. 72.-  Los programas y servicios  
de atención  y rehabilitación de los 
niños, las niñas y jóvenes  con disca-
pacidad deben contener: 

 
a) La formación y perfecciona-

miento vocacional y profesio-
nal; 

b) La orientación de la autoges-
tión; 

c) Instrucción sobre comerciali-
zación y las ayudas técnicas; 

d) Facilidades para obtener pró-
tesis, en las diferentes áreas 
geográficas; 

      eliminando barreras arquitec-
tónicas; 
e) Garantizar la extensión de pó-

lizas de seguros  de vida y 
hospitalización; 

f) Garantizar medidas de seguri-
dad, comunidad y privacidad; y 

g) Garantizar la calidad de vida.   

 
 
 



 

Establecimientos Especializados  

 

Art. 73-  Cuando los niños, las niñas y 
jóvenes con discapacidad  hayan fi-
nalizado la etapa de la rehabilitación   
y de no ser posible, se deberá garan-
tizar la creación de alternativas que 
les permita su especialización y el 
desarrollo de sus destrezas funciona-
les; para ello se debe dotarle de los 
elementos necesarios que compense 
dicha discapacidad; en ultima instan-
cia  deberá ingresar a un estableci-
miento especializado. En todo caso 
tendrá derecho a una evaluación pe-
riódica  de su discapacidad.  

 
CAPITULO V 
DERECHO CONTRA LA EXPLOTA-
CIÓN ECONOMICA 

 
Prohibición del Trabajo, Regula-
ciones de la Edad Mínima y Condi-
ciones de Empleo  
 
Art. 74.-  Se prohibe el trabajo de los 
niños y las niñas con discapacidad 
menores de dieciocho años de edad.  
 
Art 75.- El Estado garantizará que los 
jóvenes mayores de quince y meno-
res de dieciocho años de edad,  que 
necesiten trabajar, puedan realizar 
sus actividades laborales con las  
siguientes condiciones: 
 

a) Que se les garantice un salario 
digno, proporcional a la activi-
dad que realice o al salario mí-
nimo si este fuere el caso; 

b) Que el horario de trabajo no 
sobrepase las seis horas dia-
rias y treinta semanales; 

c) Que se le garantice la conti-
nuidad de la escuela regular o 
especial según sea el caso; 

d) Que los empleadores los in-
corporen al sistema de Seguri-
dad Social; 

e) a recibir un trato digno y a la 
no discriminación en el esta-
blecimiento laboral; y 

f) Tener acceso a los cursos de 
capacitación especializada, en 
el caso de que en el estable-
cimiento laboral existan pro-
gramas de profesionalización; 

 
Acceso a Capacitación y Forma-
ción Técnica  
 
Art. 76.-  Los jóvenes con discapaci-
dad mayores de quince años, tendrán 
derecho a acceder a la capacitación, 
formación técnica-vocacional y profe-
sional que ofrezcan las instituciones 
públicas y privadas, que lo habilite 
para su inserción laboral efectiva. 

 
Vigilancia. Prohibición de la Men-
dicidad 
 
Art. 77.-  el Estado velará para evitar 
que la niñez y juventud con discapa-
cidad sean explotados económica-
mente y no permitirá  que sean utili-
zados en actividades de mendicidad. 
 
Art 78.- Los niños, las niñas y jóvenes 
con discapacidad que sean encontra-
dos ejerciendo mendicidad ingresaran 
a los programas de atención especia-
lizada desarrollados por la institución 
responsable de su protección social. 
 
TITULO III 

 
DISPOSICIONES FINALES 

 
Investigación y Actualización Cien-
tífica 
  



 

Art. 79.-  La institución responsable 
de la protección social de niños, niñas 
y jóvenes  estimulará y fomentará, la 
realización de estudios científicos 
relativos a la atención sanitaria pre-
ventiva y el tratamiento médico,  psi-
cológico y funcional de  los niños, 
niñas y jóvenes con discapacidad, en 
coordinación otras entidades públicas 
y privadas; a fin de actualizar y uni-
formar las estrategias de prevención, 
atención, tratamiento y rehabilitación 
de esta población.  

Art 80.- Se creará o insertará  en los 
sistemas existentes la información  
que posibilite la divulgación y el inter-
cambio de los estudios e investiga-
ciones realizados nacional e interna-
cionalmente, con el objeto de mejorar 
la capacidad y conocimientos, así 
como    ampliar las experiencias en 
estas esferas. 

 
Asignación Presupuestaria 
 
Art. 81.- El Estado destinará partidas 
presupuestarias adecuadas para ga-
rantizar el fortalecimiento de las insti-
tuciones responsables de la ejecución 
de políticas, planes y programas que 
le den cumplimiento a las disposicio-
nes contenidas en esta norma mode-
lo. 

 

Del Consejo Nacional de las Per-
sonas con Discapacidad 
      
Art.-  82.-  Se fomentará la creación 
del Consejo Nacional de las personas 
con discapacidad, el cual  se consti-
tuirá en el contralor del respecto y 
disfrute de todos los derechos, garan-
tías y principios  regulados en la Ley 

nacional y en los Convenios o Trata-
dos suscritos por el Estado Parte.   
 
Art.- 83.- El Instituto Interamericano 
del Niño y el Estado parte se com-
prometen a dar seguimiento a los 
contenidos de esta normativa para 
llevar a cabo programas específicos 
para su cumplimiento inmediato. 



 

ALGUNOS APORTES DEL PLAN ESTRATÉGICO 
DEL IIN 

 (Hacia la Inclusión Educativa y Social de la Niñez con  
Capacidades Diferentes) 

 
Ariel Gustavo Forselledo, Ph.D. 

Coordinador del Programa de Promoción Integral de los Derechos del Niño 
Instituto Interamericano del Niño (IIN) 

 
Introducción 
 
Desde la asunción de la presente Di-
rección General en marzo del año 
2000, el Instituto Interamericano del 
Niño (IIN) se abocó a la elaboración 
del Plan Estratégico 2000-2004, que 
constituye el eje de la actual acción 
institucional, tanto en el plano técnico 
como en el político. Dicho Plan fue 
aprobado por la 75° Reunión del 
Consejo Directivo, llevada a cabo en 
Ottawa, Canadá en junio de 2000. 

El Plan en su base pretende promo-
ver la Convención sobre los Derechos 
del Niño, la descentralización de las 
actividades del IIN, el incremento de 
la presencia de los temas de niñez  y 
familia en los foros políticos de la Re-
gión y la incorporación decisiva de la 
sociedad civil al compromiso hemisfé-
rico por la infancia. En su base, este 
Plan impulsa la generación de pro-
ductos estratégicos de alto impacto 
técnico y político, que pretenden 
constituirse en un modelo referencial 
para el abordaje de los temas relati-
vos al niño y la niña desde una óptica 
gerencial.  

Los productos estratégicos mencio-
nados, son un conjunto de herramien-
tas que abarcan los diferentes aspec-
tos  involucrados en la gestión de los 
temas de niñez de un país determi-
nado. Estas herramientas, llamadas 
“prototípicas” sentarían las bases pa- 

 
ra la promoción de avances en la ca-
pacidad de respuesta que los Esta-
dos tienen frente a los temas de Ni-
ñez. Sin embargo, la generación de 
este conjunto de herramientas no es, 
ni pretende constituirse, en un fin en 
sí mismo, ellas deben ser parte de 
una estrategia política, comunicacio-
nal, de asistencia técnica que se 
complemente con un soporte de ca-
pacitación vital para la sustentabilidad 
de las acciones que las mismas im-
plican. 
 
Uno de los componentes del Plan 
Estratégico promueve la generación 
de respuestas políticas apropiadas 
para atender los problemas y las ne-
cesidades de los niños, niñas y ado-
lescentes y, en particular, de aquellos 
en circunstancias de vulnerabilidad, 
riesgo, marginación y exclusión. Cir-
cunstancias que, en general, no son 
cubiertas por las Políticas Públicas de 
carácter universal. 
 
Dichas respuestas podrían hacerse 
operativas mediante: 
 
a) el desarrollo de sistemas naciona-

les de información de Infancia 
b) la adecuación de la legislación 

nacional en concordancia con la 
Convención sobre los Derechos 
del Niño y demás convenciones, 
tratados  y acuerdos internaciona-
les asumidos por cada país 



 

c) la planificación e implementación 
de Políticas Públicas de Infancia 
Focalizadas 

 
En este marco, el IIN está desarro-
llando para la región una serie de ins-
trumentos de fácil réplica, a saber: 
 
• Prototipos legales sobre explota-

ción sexual, trabajo infantil, abuso 
de drogas y discapacidad 

• Prototipos de políticas públicas 
focalizadas sobre los mismos te-
mas 

• Un sistema para el monitoreo y la 
evaluación de las políticas y ac-
ciones que se desarrollen en favor 
de la Infancia y Adolescencia 

• Un Sistema de Información para el 
Monitoreo de Derechos del Niño 

 
Se tiene el convencimiento de que la 
acción concertada de los gobiernos, 
los organismos internacionales y la 
sociedad civil, incluyendo a los pro-
pios niños y adolescentes, es clave 
para poder diseñar y ejecutar políti-
cas públicas y programas de infancia 
y adolescencia que logren ajustarse a 
las distintas realidades, necesidades 
y demandas, al tiempo que garanti-
cen la protección y la restitución de 
los derechos que, lastimosamente, 
les son vulnerados. 
 
El Prototipo de Políticas Públicas 

de Infancia Focalizadas (PPF) 
 

Este Prototipo corresponde a un mo-
delo metodológico dirigido al diseño, 
formulación e implementación de polí-
ticas de infancia, de carácter público 
y de diseño focalizado, que permitan 
un abordaje integral de problemas 
específicos que afectan a la niñez, 

con respuestas también específicas, 
apropiadas y articuladas. 
 
Siguiendo los mandatos emanados 
de las resoluciones de los distintos 
foros políticos de la Organización de 
los Estados Americanos (OEA), de 
las Naciones Unidas y de las Cum-
bres de las Américas, el abordaje de 
la inclusión educativa y social de la 
niñez con capacidades diferentes re-
quiere, de parte de los Estados de la 
creación e implementación de Planes 
de Acción Nacionales que respondan 
de manera práctica y efectiva a la 
prevención, la rehabilitación y la 
equiparación de oportunidades para 
esta población, de modo tal de elimi-
nar las situaciones que vulneran sus 
derechos, al tiempo que le ofrezcan 
mecanismos efectivos de protección 
integral.  
 

Metas del denominado Prototipo 
de PPF: 

 
a) Constituirse en un Instrumento de 
apoyo a los Entes Rectores de Infan-
cia de la Región para la planificación, 
el diseño y la implementación de Polí-
ticas Públicas de Infancia Focaliza-
das.  
 
b) Aportar metodologías apropiadas 
para la implementación de las PPF, 
ya que no existen respuestas preela-
boradas para las necesidades de la 
niñez y la adolescencia de los 
diferentes países. Dichas respuestas 
deben elaborarse en el trabajo 
mancomunado de todos los actores 
sociales implicados en el problema a 
atender.  
 
Objetivos del Prototipo de PPF: 
• Promover el derecho a la igualdad 

de oportunidades. 



 

• Asegurar cobertura, prestaciones 
y oportunidades  a los sectores 
más vulnerables. 

• Desarrollar sistemas de prestación 
de servicios ajustados a la de-
manda. 

• Extender a los grupos más desfa-
vorecidos las oportunidades y op-
ciones que les son consagradas 
en la Convención sobre los Dere-
chos del Niño 

El enfoque de temas sociales por par-
te del IIN, como los que hacen a la 
niñez con capacidades diferentes, y 
que afectan sensiblemente a los de-
rechos que tienen consagrados, se 
entiende que deben ser abordados 
con una matriz metodológica, de ges-
tión y de principios común.  
 
Esta matriz común responde, entre 
otros, a:  
 

a) la Convención sobre los Dere-
chos del Niño que es el para-
digma orientador de todas las 
acciones del IIN; 

b) las nuevas formas de coopera-
ción que propone el Plan Es-
tratégico IIN 2000-2004; 

c) el cumplimiento estricto de to-
dos los compromisos asumi-
dos con anterioridad al año 
2000; 

d) las nuevas orientaciones en 
materia de políticas sociales 
de infancia que pretenden la 
equidad, la igualdad de opor-
tunidades y la participación 
con intervenciones, servicios y 
prestaciones eficaces y eficien-
tes; 

e) la optimización del desarrollo 
metodológico alcanzado en el 
pasado en algunos de los anti-
guos programas del IIN; 

f) la promoción de un Prototipo 
de Políticas Públicas de Infan-
cia Focalizadas, incluyendo la 
capacitación de los actores in-
volucrados de cada país con-
siderado, mediante la utiliza-
ción combinada de métodos 
educativos presenciales y a 
distancia; 

g) el fortalecimiento de aquellos 
agentes, tanto del Estado co-
mo de la Sociedad Civil, que 
sean capaces de generar mo-
vilización política en torno a los 
temas específicos que el pro-
grama aborda. 

 
DEFINICIÓN DE UNA POLÍTICA 

PÚBLICA DE INFANCIA FOCALI-
ZADA 

 
El IIN considera que una Política Pú-
blica de Infancia en el Area Social es 
un “conjunto articulado de acciones” 
que incluye el nivel nacional, el nivel 
intermedio, del Estado, provincia, de-
partamental y el nivel local y/o muni-
cipal. Dicha articulación de acciones 
ocurre cuando el Estado y la socie-
dad civil logran trabajar mancomuna-
damente por el derecho, por la pro-
moción, la defensa y la atención a los 
derechos de las niñas y los niños.  
 
Cuando se hace referencia al Estado, 
se habla del poder ejecutivo, del poder 
legislativo, del poder judicial, en todos 
sus niveles (nacional, provincial, 
departamental, municipal, etc.). 
 
Cuando se habla de la sociedad civil, 
no se refiere solamente a las ONGs 
que trabajan y luchan en favor de los 
niños, sino también de las 
organizaciones sociales, los 
empresarios, los sindicatos, del mundo 
de las organizaciones jurídicas de 



 

defensa de derechos, de los 
comunicadores, los formadores de 
opinión, de las Iglesias, de los 
liderazgos comunitarios, de las familias 
y hasta de los propios niños, niñas y 
adolescentes, cuya participación se ha 
vuelto un aporte insustituible en estos 
procesos. 
 
Una articulación es un trabajo con-
vergente y complementario entre 
fuerzas distintas, que en la conver-
gencia, no pierden su identidad, su 
autonomía, su dinamismo propio, ni 
su manera peculiar de actuar en rela-
ción a lo social. Para obtener una po-
lítica pública con tal configuración, 
con tales actores es necesario un 
amplio proceso de movilización so-
cial.  
 
LAS POLÍTICAS PUBLICAS EN EL 
MARCO DE UN SISTEMA 
DE PROTECCIÓN INTEGRAL 
 
Un Sistema de Protección Integral no 
constituye más que un diseño organi-
zacional y operativo concebido para 
la implementación de Políticas Públi-
cas de Infancia y Adolescencia en el 
seno de las entidades responsables 
de los países de las Américas. El IIN 
ha denominado a este sistema como 
“Sistema Nacional de Infancia (SNI), 
el cual constituye el Prototipo Base 
de su Plan Estratégico. 
 
El SNI tiene como paradigma la Con-
vención sobre los Derechos del Niño, 
pues parte del niño como SUJETO 
DE DERECHO y se basa en la doc-
trina de la PROTECCIÓN INTEGRAL.  
 
Se trata de un "sistema interinstitu-
cional" que define las relaciones de 
las instituciones de niñez de un país, 
sus competencias respectivas y la 

participación de la Sociedad Civil en 
el marco de la Protección Legal, Judi-
cial y Social.  
 
Esto pretende facilitar la articulación 
entre los planes y programas que las 
instituciones de cada país llevan ade-
lante, así como permitir una adecua-
da identificación de su perfil, sus fun-
ciones y sus relaciones en la órbita 
de lo gubernamental y lo privado, 
como en la de los órganos 
administrativos y los judiciales. 
También analiza el relacionamiento 
entre las instituciones públicas y 
privadas del país, sus interacciones y 
complementariedades, en virtud de 
que es el vínculo entre el Estado y las 
Organizaciones de la Sociedad Civil, 
el que está brindando servicios de 
protección integral a miles de niños y 
niñas de la región. Asimismo 
establece el perfil que debería tener 
el Órgano Rector de las Políticas de 
Niñez, así como el de las 
instituciones vinculadas a la pobla-
ción en situación de riesgo.   
En síntesis, el SNI trata de estructurar 
y sistematizar el relacionamiento en-
tre todos los actores  a los efectos de 
dar efectividad a los derechos reco-
nocidos en la Convención. 
 
  
Tegucigalpa, octubre de 2003



 

  

DECLARACIÓN  
 

“HACIA UNA ESTRATEGIA PARA LA INCLUSIÓN 
EDUCATIVA Y SOCIAL DE LA  INFANCIA Y LA 

ADOLESCENCIA CON  
DISCAPACIDAD” 

 
AMÉRICA CENTRAL, PANAMÁ Y  

REPÚBLICA DOMINICANA
 
Los especialistas de Costa Rica, El Salvador, Honduras, Guatemala, Nicaragua, 
Panamá y República Dominicana, convocados por el Instituto Nacional de la Mujer 
del Gobierno de la República de Honduras y el Instituto Interamericano del Niño 
(IIN) organismo especializado de la Organización de los Estados Americanos 
(OEA), reunidos en Tegucigalpa, Honduras, del 9 al 10 de octubre de 2003, en el 
marco del Taller Subregional sobre Políticas Públicas para la Inclusión Educativa y 
Social de la Niñez con Discapacidad, adoptan la siguiente declaración: 
  
CONSIDERANDO 

 
1. Que el Instituto Interamericano del Niño ha realizado un taller subregional 

de similares características para los países del MERCOSUR más Bolivia y Chi-
le en el año 2002, 

 
2. Que dicho taller ha emitido una declaración que sustenta principios que son 

compartidos, entre los que cabe mencionar: 
 
Con relación a los instrumentos internacionales: 

 
2.1. Que la comunidad internacional ha establecido a través de diferentes 

instrumentos y resoluciones que toda forma de discriminación hacia 
las personas con discapacidad constituye un modo particularmente 
grave de vulnerar sus derechos humanos y que, dentro de estos ins-
trumentos, la Convención sobre los Derechos del Niño, suscrita y rati-
ficada por todos los países de la subregión, constituye el marco de 
acción más importante para la protección de los derechos de la infan-
cia y la adolescencia pues reconoce a las niñas, los niños y los ado-
lescentes como sujetos plenos de derecho. 

 



 

2.2. Que la Convención sobre los Derechos del Niño prescribe directrices 
y principios para el desarrollo y orientación de las políticas sociales de 
protección integral y la universalización de las políticas de salud, edu-
cación y fortalecimiento de las familias, a los efectos de proteger el 
desarrollo integral de la infancia y la adolescencia. 

 
2.3. Que la Convención sobre los Derechos del Niño establece en su ar-

tículo 23, inciso 1º que: “Los Estados parte reconocen que el niño 
mental o físicamente impedido deberá disfrutar de una vida plena y 
decente en condiciones que aseguren su dignidad, le permitan llegar a 
bastarse a sí mismo y faciliten la participación activa del niño en la 
comunidad” y en su inciso 3º que: “En atención a las necesidades es-
peciales del niño impedido, la asistencia que se preste (...) estará des-
tinada a asegurar que el niño impedido tenga un acceso efectivo a la 
educación, la capacitación, los servicios sanitarios, los servicios de 
rehabilitación, la preparación para el empleo y las oportunidades de 
esparcimiento y reciba tales servicios con el objeto de que el niño lo-
gre la integración social y el desarrollo individual, incluido su desarro-
llo cultural y espiritual, en la máxima medida posible.” 

 
2.4. Que la Convención sobre los Derechos del Niño establece el valor de 

la cooperación internacional para el desarrollo, como un medio impor-
tante para que nuestros países avancen en sus esfuerzos de inclusión 
educativa y social de la niñez y la adolescencia con discapacidad, en 
consonancia al artículo 4; artículo 17, inciso b; artículo 23 inciso 4, ar-
tículo 24, inciso4; y el artículo 28 inciso 3.  

 
2.5. Que la Declaración de Managua, firmada por 36 países del continen-

te americano en Diciembre de 1993 en uno de sus párrafos dice: (...) 
"queremos una sociedad basada en la equidad, la justicia, la igualdad 
y la interdependencia, que asegure una mejor calidad de vida para to-
dos, que reconozca y acepte la diversidad como fundamento para la 
convivencia social, una sociedad donde lo primero sea la condición de 
persona de todos sus integrantes." 

 
En relación con el derecho a la educación: 
 
2.6. Que el derecho de todas las personas a la educación ha sido consa-

grado como un derecho universal en la Declaración Universal de De-
rechos Humanos de 1948, que ha sido reiterado en la Declaración de 
la Conferencia Mundial sobre Educación para Todos de 1990 y en la 
Declaración de Salamanca sobre Principios, Política y Práctica para 
las Necesidades Educativas Especiales de 1994, 

 
2.7. Que en el Foro Mundial sobre la Educación celebrado en Dakar en 

abril de 2000, que fuera la culminación del decenio de Educación para 
Todos, iniciado en 1990 con la Conferencia de Jomtien (Tailandia), 



 

como en la Evaluación de la Educación para Todos en el año 2000, se 
afirma que el derecho a la educación debe ser una realidad para mi-
llones de personas en el mundo que han sido excluidas del ejercicio 
de ese derecho. 

 
Con relación a la lucha contra la discriminación: 
 
2.8. Que los Estados Miembros de la Organización de Estados America-

nos (OEA), han adoptado en julio de 1999 la Convención Interameri-
cana para la Eliminación de todas las formas de Discriminación contra 
las Personas con Discapacidad (resolución 1608 XXIX-0/99 de la 
Asamblea General de la OEA), la cual provee una guía de políticas 
generales para prevenir y eliminar la discriminación, así como para 
promover sus derechos y garantizar la plena inclusión en la sociedad. 

2.9. Que en el seno de las Naciones Unidas, se desarrolla un proceso 
hacia una Convención Internacional de Derechos Humanos de las 
Personas con Discapacidad, cuya adopción favorecerá el respeto a la 
dignidad y los derechos de las Personas con Discapacidad y coadyu-
vará al desarrollo de la Inclusión Educativa y Social de los Niños, Ni-
ñas y Adolescentes con Discapacidad. 

 
2.10. Que uno de los principales logros del decenio pasado fue la adop-

ción por parte de la Asamblea General de las Naciones Unidas de las 
“Normas Uniformes para la Igualdad de Oportunidades de las Perso-
nas con Discapacidad” (Resolución A/RES/48/96 del 20 de diciembre 
de 1993) en la que se insta a los Estados a “reconocer el principio de 
la igualdad de oportunidades de educación en los niveles primario, 
secundario y superior para los niños, los jóvenes y los adultos con 
discapacidad en entornos integrados, y deben velar por que la educa-
ción de las personas con discapacidad constituya una parte integrante 
del sistema de enseñanza”, así como a promover que las organizacio-
nes de personas con discapacidad intervengan en todos los casos de 
adopción de decisiones relacionadas con los planes y programas de 
interés para las personas con discapacidad o que afecten su situación 
económica y social. 

 
2.11. Que el progreso hacia las metas, aún vigentes, del Programa de Ac-

ción Mundial para los Impedidos de 1982 de las Naciones Unidas, así 
como de las Normas Uniformes sobre la Igualdad de Oportunidades 
para las Personas con Discapacidad de 1993, requieren del diseño y 
la ejecución de las mencionadas políticas, planes y programas para la 
inclusión de los niños y niñas con discapacidad a nivel nacional, re-
gional y local.  

 
3. Que en materia de adecuación de la normativa interna, los especialistas de 

los países participantes han presentado logros, entre los que cabe mencionar: 
avances en las áreas educativas, de atención, participación, habilitación, reha-



 

bilitación y de equiparación de oportunidades, los que están en diferentes eta-
pas de desarrollo y que varían de país a país en relación con las políticas pú-
blicas, planes y programas. 

 
4. Que durante el desarrollo del Taller, se han presentado estudios  y expe-

riencias de trabajo, sobre la situación de niños, niñas y adolescentes con dis-
capacidad, constatándose que: 

 
a) Después de un análisis de la situación en materia de inclusión educativa y 

social, comprobamos que persisten diversas manifestaciones de exclusión, 
asociadas a preocupantes estados de pobreza. 

b) Establecimos así mismo, que se mantienen en las sociedades de nuestros 
países, entornos culturales que discriminan y excluyen a las personas con 
discapacidad; lo que afecta en el presente y afectará en el futuro el desarro-
llo integral de las niñas, niños y adolescentes con discapacidad, si  no se 
toman las medidas correctivas pertinentes y oportunas. 

c) Consideramos que nuestros países, han alcanzado distintos grados de de-
sarrollo en la agenda de la inclusión educativa y social de la niñez y adoles-
cencia con discapacidad, y que a todos nos une el firme compromiso de 
avanzar en el camino de la inclusión como el medio más apropiado para el 
desarrollo de todos nuestros niños y jóvenes, particularmente de aquellos 
que tienen alguna discapacidad. Muestra de ello, es la voluntad expresa de 
los especialistas participantes en este taller de intercambiar experiencias, 
apoyo técnico e información en el marco de la cooperación subregional. 

d) Nos preocupa sobremanera, la falta de existencia de estadísticas confiables 
en los registros oficiales relativas al número y de la condición educativa y 
social de las personas con discapacidad, que permitan tener una idea más 
clara de la magnitud del problema en los diferentes niveles. 

e) Comprobamos también que hay carencia de políticas públicas específicas 
en el tema de la inclusión educativa y social de la niñez y adolescencia con 
discapacidad; así mismo, que hay falta de coordinación y duplicidad de es-
fuerzos entre instituciones públicas y organizaciones de la sociedad civil 
con lo que se desperdician recursos y se hace menos eficaz y eficiente el 
trabajo que se realiza. 

 
5. Que el derecho a la participación de los niños, niñas y adolescentes con 

discapacidad y sus familias, es un componente clave para alcanzar la meta de 
la inclusión educativa y social. 

 
6. Que es necesario fortalecer el área de la cooperación regional e internacio-

nal en la búsqueda de un progreso sostenido hacia la meta de la inclusión. 
 
 
 
 
 
 



 

CONCLUYEN QUE: 
 
1) Es necesario alcanzar el más amplio compromiso político e institucional de par-

te de los gobiernos de la subregión, para la planificación y ejecución de Políti-
cas Públicas en las áreas educativa y social con el objetivo de la inclusión de la 
niñez y la adolescencia con discapacidad. 

 
2) El compromiso de los gobiernos y de las instituciones públicas y privadas de 

los países de la subregión, constituye un requerimiento para la definición y 
puesta en práctica de tales políticas y, con ello, la superación de los obstáculos 
encontrados hasta el presente. 

 
3) Para alcanzar la finalidad de la inclusión educativa y social de la niñez con dis-

capacidad y el respeto a los derechos que le asisten, es necesario disponer de 
una estrategia de abordaje integral desde una perspectiva de derecho, de gé-
nero, etnia y generacional, por lo que es indispensable profundizar en la defini-
ción y promoción de dicha estrategia. 

 
4) Es urgente que se desarrollen mecanismos para la sistematización, monitoreo 

y evaluación de experiencias, la realización de investigaciones, así como un 
sistema de información con criterios subregionales, que permitan disponer de 
datos consistentes y confiables para la toma de decisiones, la capacitación y la 
planificación de respuestas eficaces y eficientes en pro de la inclusión. 

 
5) Es necesario continuar con el proceso de adecuación de las leyes nacionales 

vigentes a lo establecido en la Convención sobre los Derechos del Niño y otros 
instrumentos internacionales vinculantes, así como en la planificación de políti-
cas de carácter público dirigidas a la inclusión, de modo tal, que normativa y 
políticas se ajusten a la perspectiva de derechos. 

 
6) Para la efectiva aplicación de las medidas incluidas en las políticas, planes, 

programas y proyectos dirigidas a la inclusión de la niñez con discapacidad,  es 
indispensable consolidar la participación de las familias, de las organizaciones 
de Personas con Discapacidad, de la sociedad civil y de la comunidad, en su 
diseño, ejecución y monitoreo. 

 
7) Los sistemas de protección integral a la infancia y la adolescencia que los paí-

ses de la subregión vienen desarrollando, deben profundizar en el derecho a la 
inclusión y a la igualdad de oportunidades de la niñez y adolescencia con dis-
capacidad, mediante una adecuada articulación entre los entes rectores secto-
riales de educación, salud, trabajo, seguridad social, familia, etc., con aquellas 
comisiones o entidades colegiadas interinstitucionales e intersectoriales que 
focalizan sus intervenciones sobre la demanda específica. 

 
 
 
 



 

RECOMIENDAN: 
 

1) Incorporar en las Comisiones o Entidades Colegiadas Interinstitucionales e 
Intersectoriales sobre Niñez con Discapacidad, el modelo de Planificación 
de Políticas Públicas Focalizadas que el Instituto Interamericano del Niño 
(IIN) viene desarrollando para el sistema de la Organización de los Estados 
Americanos (OEA). 

 
2) Concienciar y capacitar a los planificadores y responsables de tomas de 

decisiones políticas, sobre las metodologías de planificación, gestión, coor-
dinación y movilización de recursos, de modo tal que se asegure la viabili-
dad de las políticas y planes a ser determinados. 

 
3) Considerar, de manera primordial, que las políticas y planes dirigidos a la 

inclusión requieren, además de las intervenciones preventivas y de rehabili-
tación, de oportunidades para la inserción exitosa de la niñez con discapa-
cidad en sus comunidades.  

  
4) Definir, con criterios subregionales y en el corto plazo, los ejes de interven-

ción fundamentales (prevención, atención, equiparación de oportunidades) 
para una adecuada planificación de políticas públicas y planes de acción 
para la inclusión educativa y social de la niñez con discapacidad. 

 
5) Promover la creación de un grupo de trabajo subregional de alto nivel técni-

co, con representación de las propias personas con discapacidad y padres 
de familia, que permita obtener y difundir los avances que se van generan-
do. 

 
6) Solicitar el apoyo del Instituto Interamericano del Niño para dar seguimiento 

a las tareas que dicho grupo de trabajo realice. 
 

7) Exhortar a los gobiernos de los países de la subregión para que avancen en 
el cumplimiento efectivo de lo que establece la Convención Interamericana 
para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra las Per-
sonas con Discapacidad, así como manifestar el respaldo a los esfuerzos 
que se realizan en Naciones Unidas en pos de la adopción de un nuevo tra-
tado, amplio e integral, que proteja la dignidad y los derechos de las Perso-
nas con Discapacidad. 

 
8) Remitir la presente declaración al Consejo Directivo del Instituto Interameri-

cano del Niño y, por su intermedio, a los Representantes de los Gobiernos 
de Costa Rica, El Salvador, Guatemala, Honduras, Nicaragua, Panamá y 
República Dominicana,  para su consideración. 

 
En Tegucigalpa, a los diez días del mes de octubre de dos mil tres.

 



 

. 
 
 
 

 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

LISTA DE PARTICIPANTES 
TALLER SUBREGIONAL SOBRE POLITICAS PUBLICAS PARA LA INCLUSION 

EDUCATIVA Y SOCIAL DE LA NIÑEZ CON CAPACIDADES DIFERENTES. 
 

EXPERTOS INTERNACIONALES 
 

Nombre País   
Institución  Cargo  Fax/ 

e-mail  
Luis Fernando 

Astorga 
Costa Rica Instituto Interamerica-

no sobre Discapaci-
dad - IID 

Director Ejecutivo 
para América Latina 

lferag@racsa.co.cr  

Edgar Durán  El Salvador FESALPAD-Inclusión 
Interamericana 

Vicepresidente mmz@salnet.net  

Maria Elena Ló-
pez de Berducido 

Guatemala ASCATED Coordinadora Técni-
ca  

ascated1@terra.com.gt  

Hadizabel Bur-
gos 

Honduras   evasquezmarti-
nez@yahoo.com 

 
Gerardo Mejía Nicaragua Asociación Nicara-

güense para la inte-
gración comunitaria 

(ASNIC) 

Presidente gmejia@inclusio-ia.org 
 

Mercedes de 
Bonilla 

Panamá Ministerio de la 
Juventud, la Niñez y 
la Familia 

Subdirectora Nacio-
nal de Personas con 

Discapacidad 

minjumnfa@cropanama.net  

Elsa Isabel  Her-
nandez 

República Domini-
cana 

Asociación Dominica-
na de Rehabilitación 

Directora Nacional de 
Rehabilitación Profe-

sional 

rehprofesional@codetel.net.do  

 
INSTITUTO INTERAMERICANO DEL NIÑÓ 

 

Nombre   Dirección 
Tel./Fax Cargo  Fax/ 

e-mail  
Ariel Gustavo 
Forselledo 

Av. 8 de Octubre 
2904 (11600) Mon-
tevideo, Uruguay 

5982 487 2150 
5982 487 3242 

Coordinador Progra-
ma de Promoción 

Integral de los Dere-
chos del Niño (PRO-

DER) 

iinfar@redfacil.com.uy 
 
 

Blanca Pérez 
Morgan 

Av. 8 de Octubre 
2904 (11600) Mon-
tevideo, Uruguay 

5982 487 2150 
5982 487 3242 

Consultora PRODER iinproder@redfacil.com.uy 
  

Jorge Valladares Av. 8 de Octubre 
2904 (11600) Mon-
tevideo, Uruguay 

5982 487 2150 
5982 487 3242 

Coordinador Progra-
ma Jurídico  

vbis68@hotmail.com 
  

 



 

PARTICIPANTES NACIONALES 
 

Nombre Honduras  
Institución  Cargo  Fax/ 

e-mail  
Saily Sanchez - Nuestros Pequeños 

Hermanos 
Coordinadora del depto. 

psicopedagógico  
 

Doris Urbina - Alcaldía Municipal de 
Tegucigalpa 

Promotora Social  

Jessica Torres - Alcaldía Municipal de 
Tegucigalpa 

Promotora Social  

Maria de los 
Angeles de Alva-

rez 

Colonia Tiloarque 
1era calle No. 

1608 

Instituto Juana Leclerc Responsable de progra-
ma de integración educa-

tiva 

 

Reina Isabel 
Carrasco 

- Instituto Hondureño de la 
Niñez y la Familia 

(INFA) 

Asesora Legal  

Agustina Her-
nandez 

Colonia 21 de 
Octubre 

PREPACE Coordinadora técnica 221-0442 

Vilma Alicia Pa-
goaga 

- Secretaría de Educación  Coordinadora General 
plan EFA 

228-6250 
vialpa25@hotmail.com 

 
Nubia Molina - Secretaría de Educación  

Plan EFA 
Coordinadora componen-

te de educ. especial 
nubia312000@hotmail.com 

 
Miriam Membre-

ño 
- Universidad Pedagógica 

Francisco Morazán 
(UPNFM) 

Coordinadora y Docente 
carrera de Educ. Espe-

cial 

mirme@latinmail.com 
231-1257 

Lizeth Coello Colonia Lomas 
del Mayab Ave. 

Copan Edif.. 
Holanda 

Asociación PreNatal Directora prenatal@interdata.hn  
232-3870 

Lolis Salas Mon-
tes 

- Instituto Hondureño de la 
Niñez y la Familia 

IHNFA 

Directora Comisión Inter-
ventora 

lolisalasha@yahoo.com  

Rafael Domin-
guez 

- Hogar Bencaleth Director  224-2060 

Fatima Altamira-
no 

- Infracnovi Coordinadora de Rehabi-
litación Profesional 

227-9441 

Leticia Lizardo - Comisionado Nacional de 
los Derechos Humanos 

Asistente técnico direc-
ción superior 

llizardo@conadeh.hn  

Carmelina Arias - Alcaldía de Tegucigalpa Jefatura depto. de Edu-
cación, cultura y depor-

tes. 

carmeli-
na.arias@yahoo.com  

Evelio Sanchez - Comisionado Nacional de 
los Derechos Humanos 

Coordinador a cargo de 
Niñez 

eveliocruz@conadeh.hn  

 
Reina Marixa 

 
La Ceiba, Hondu-

 
Escuela Especial Emilia 

 
Dirección de parte técni-

 
440-0173 



 

Nombre Honduras  
Institución  Cargo  Fax/ 

e-mail  
Figueroa  ras de Cuire ca y pedagogía  
Thierry Gontier Colonia Los Cas-

taños, casa 181 
Handicap Honduras Director  hib.honduras@sigmanet.h

n  
Vilma Eloisa 
Bennaton  

- Escuela Federico Froebel Directora  elobennaton@hotmail.com 

Eda Carolina 
Martínez  

- Escuela Federico Froebel Educadora Especial 236-6229 

Vanesa Duron  - Escuela Federico Froebel Educadora Especial vm_duron@yahoo.com  
Marlen Gonzáles 

de Romero 
- Instituto Juana Leclerc Directora  jlecrec@multivisionhn.net  

234-3150 
Luis Velez - Aldeas S.O.S. Director 766-2382 

Ana Maria de 
Munguia 

- CIARH Asistente técnica ciarh@multivisionhn.net  

Lesbia Elisa de 
Sandoval 

- Secretaría de Educación  Asistente técnica - 

Blascina Sán-
chez 

- Secretaría de Educación Coordinadora de unidad 
de orientación educativa 

- 

Gloria López - PREPACE Directora 221-0442 
Mary Salinas 

Cáceres  
- Depto. de Salud Mental, 

Secretaría de Salud 
Psicóloga asistencial 222-0476 

Mario Bardales - CIARH Relacionador Publico  ciarh@multivisionhn.net 
Ligia Castro 

Sánchez 
San Pedro Sula, 

Honduras 
Centro de Rendimiento 

Educativo Especial 
CREER 

directora creerh@yahoo.com 

Douglas Rodrí-
guez 

- PREPACE  Maestro Intinerante - 

June Isabel Pa-
lacios 

San Pedro Sula, 
Honduras 

Centro de Rendimiento 
Educativo Especial 

CREER 

maestra  

Maria Elena 
López de Berdu-

cido 

Guatemala ASCATED Coordinadora Técnica  ascated1@terra.com.gt  

Luis Fernando 
Astorga 

Costa Rica Instituto Interamericano 
sobre Discapacidad 

IID 

Director ejecutivo para 
América Latina 

Lferag@racsa.co.cr  

Gloria Nelly 
Enamorado  

- Centro de Estimulación 
para el Niño 

CEN 

Directora/ 
fundadora  

c_e_n@hotmail.com  

Mercedes de 
Bonilla 

Panamá Ministerio de la Juventud, 
la Niñez y la Familia 

Subdirectora nacional de 
personas con discapaci-

dad 

minjumn-
fa@cropanama.net  

Edgar Durán  El Salvador FESALPAD-Inclusión 
Interamericana 

Vice Presidente mmz@salnet.net  

     



 

Nombre Honduras  
Institución  Cargo  Fax/ 

e-mail  
Gloria Nelly 
Enamorado  

- Centro de Estimulación 
para el Niño 

CEN 

Directora/ 
fundadora  

c_e_n@hotmail.com  

 
 
 

 


